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SUMARIO

Se reanuda la sesión a las nueve y diez minutos de la ma-
ñana.

Convalidación o derogación de Reales
Decretos-leyes .......................................

Real Decreto-ley 13/1996, de 20 de sep-
tiembre, por el que se adoptan medi-
das urgentes para reparar los daños
causados por la reciente inundación en
el término municipal de Biescas, en la
provincia de Huesca .............................

El señor Ministro de Administraciones Públicas
(Rajoy Brey) interviene en nombre del Gobierno
para presentar el Real Decreto-ley 13/1996, de 20 de
septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes
para reparar los daños causados por la reciente inun-
dación en el término municipal de Biescas, en la pro-
vincia de Huesca, donde se produjo la pérdida irrepa-
rable de 87 vidas humanas. Ante tal emergencia, re-

sultó obligado adoptar, con la mayor urgencia posi-
ble, un conjunto de medidas dirigidas a paliar o miti-
gar los daños causados y a restablecer de forma pau-
latina la normalidad en la zona siniestrada. Subraya
el alto grado de solidaridad, tanto de los ciudadanos
como de las instituciones públicas, especialmente de
la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autó-
noma, de la Diputación General de Aragón y del
Ayuntamiento de Biescas. 
Considera que la utilización de la técnica legislativa
del real decreto-ley se encuentra plenamente justifi-
cada cuando se trata de tomar decisiones inmediatas
ante catástrofes naturales o calamidades públicas. A
continuación, explica el contenido del Real Decreto-
ley con un amplio y diverso conjunto de medidas que,
en líneas generales, constituyen la respuesta tradicio-
nal de la Administración General del Estado ante es-
tos casos, pero que también contiene otras medidas
que amplían o innovan el catálogo de ayudas e in-
demnizaciones. Destaca, entre éstas, la ayuda de dos
millones de pesetas, por cada persona fallecida, a
quienes reúnan determinadas condiciones de paren-
tesco, convivencia y dependencia económica, y la
ayuda de dos millones de pesetas a las personas con
incapacidad absoluta permanente, cuando dicha in-
capacidad hubiera sido causada por la catástrofe.
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Para fijación de posiciones intervienen los señores Sedó
i Marsal, del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió); Frutos Gras, del Grupo Parlamen-
tario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya;
Morlán Gracia, del Grupo Parlamentario Socialista,
y Pintado Barbanoj, del Grupo Parlamentario Po-
pular .

Sometido a votación el Real Decreto-ley, es convalidado
por unanimidad.

Sometida a votación la tramitación del Real Decreto-ley
como proyecto de ley, es rechazada por 138 votos a fa-
vor y 165 en contra.

Debates de totalidad de iniciativas legis-
lativas .....................................................

Proyecto de ley orgánica por la que se re-
gula la utilización de videocámaras por
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en
lugares públicos ....................................

Presenta el proyecto de ley, en nombre del Gobierno, el se-
ñor Ministro del Interior (Mayor Oreja), manifes-
tando que es un honor para él comparecer ante esta Cá-
mara para presentar un proyecto de ley que afecta direc-
tamente a la libertad y la seguridad de los ciudadanos.
Saliendo al paso de algunos comentarios en los me-
dios de comunicación, destaca que el proyecto de ley
que regula la obtención y posterior tratamiento de
imágenes y sonidos en lugares públicos, por parte de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, para prevenir y
reprimir delitos, faltas e infracciones administrativas
relacionadas con la seguridad pública, limita con pre-
cisión la grabación de estas imágenes y sonidos en lu-
gares públicos y nunca se refiere a grabaciones dentro
de la vivienda.
A continuación, pasa a explicar las razones que moti-
van la elaboración de este proyecto de ley, poniendo de
manifiesto que se trata de dar solución a problemas
reales que existen en la vida cotidiana de muchos ciu-
dadanos y respuesta a la aparición de nuevas formas
de violencia urbana que se producen en espacios
abiertos al público, poniendo el acento en el aspecto
garantista del proyecto de ley. Manifiesta que su obje-
tivo es, en primer lugar, reforzar la garantía de las per-
sonas y de los ciudadanos, abriendo nuevos espacios
jurídicos no regulados y, en segundo lugar, dar a las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad un marco jurídico
claro para poder actuar y donde esos videos puedan
ser confirmados como valor probatorio suficiente.
Por todo ello, considera que este proyecto de ley trata
de buscar un adecuado equilibrio entre las necesida-

des operativas de las Fuerzas de Seguridad y las ga-
rantías de los ciudadanos frente a la utilización de los
modernos métodos policiales.
En segundo lugar, pasa a exponer los aspectos funda-
mentales de la tramitación del proyecto de ley, donde
ha sido decisiva la participación del Gobierno de la co-
munidad autónoma que más experiencia tiene en el
tratamiento de los problemas de orden público, ha-
ciendo hincapié en que no se trata de una norma ex-
cepcional, sino todo lo contrario, puesto que ha habido
más diálogo que nunca para lograr una norma que no
esté alejada de lo que es la preocupación de los ciuda-
danos. Por otra parte, pone de relieve su interés en que,
precisamente por ser un proyecto de difícil interpreta-
ción por muchos ciudadanos españoles, colaboraran
todas las instituciones que pudieran dar fuerza moral
para afrontar un proceso de estas características, ha-
ciendo una especial mención al Consejo de Estado, al
Consejo General del Poder Judicial y a la Agencia de
Protección de Datos. Subraya, en este sentido, que el
Consejo de Estado no formula ningún reparo de cons-
titucionalidad al anteproyecto remitido a consulta. 
A continuación, explica los aspectos más importantes
del proyecto de ley, como el procedimiento de autori-
zación de esas videocámaras y el conjunto de meca-
nismos protectores de los derechos fundamentales de
los ciudadanos. Asimismo, se refiere a algunas modi-
ficaciones producidas en el ordenamiento jurídico,
como la introducción de la responsabilidad subsidia-
ria de las personas organizadoras o promotoras de
reuniones o manifestaciones por los daños que los
participantes causen a terceros, con lo que se modi-
fica la Ley Orgánica reguladora del derecho de reu-
nión y la Ley Orgánica de protección de la seguridad
ciudadana.
Finalmente, hace una valoración conjunta de este
proyecto de ley, entendiendo que es necesario porque
cubre un vacío legal y porque, aun cuando el princi-
pal problema es abordar la violencia urbana que se
vive en el País Vasco y en Navarra, también se esta-
blece una regulación general para todo el territorio de
España. Manifiesta que, de la misma manera que la
elaboración y tramitación de este proyecto de ley ha
estado abierta a las sugerencias e indicaciones de los
distintos grupos políticos y de otras instituciones, el
Ministerio de Interior se muestra abierto al diálogo en
el trámite que queda por recorrer, aunque es cons-
ciente de que dicho proyecto no es la solución univer-
sal a los problemas de violencia callejera que se pro-
ducen en el País Vasco y en Navarra.

Defienden las enmiendas de totalidad presentadas, el se-
ñor Navas Amores, del Grupo Parlamentario de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya; el señor Ro-
dríguez Sánchez y la señora Lasagabaster Olazá-
bal, del Grupo Parlamentario Mixto.
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Contesta el señor Ministro del Interior, replicando los
señores Navas Amores, Rodríguez Sánchez y la se-
ñora Lasagabaster Olazábal.

En turno de fijación de posiciones, intervienen el señor
Mardones Sevilla, del Grupo Parlamentario de Coa-
lición Canaria; la señora Uría Echevarría, del Grupo
Parlamentario Vasco (PNV); y los señores Guardans
i Cambó, del Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió), Barrero López, del Grupo Parla-
mentario Socialista, y Gil Lázaro, del Grupo Parla-
mentario Popular.

Sometidas a votación las enmiendas de totalidad presen-
tadas al proyecto de ley, se rechazan por 18 votos a fa-
vor, 290 en contra y dos abstenciones.

Avocación por el Pleno del proyecto de
ley orgánica por la que se regula la uti-
lización de videocámaras por las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad en lugares
públicos .................................................

Sometida a votación la avocación por el Pleno de la deli-
beración y votación final de este proyecto de ley, se
aprueba por asentimiento.

Dictámenes de comisiones sobre iniciati-
vas legislativas .......................................

Proposición de ley orgánica de reforma
de la Ley Orgánica 8/1982, de 10 de
agosto, de Estatuto de Autonomía de
Aragón, modificada por la Ley Orgá-
nica 6/1994, de 24 de marzo, de re-
forma de dicho Estatuto .......................

Defiende el voto particular, presentado por el Grupo Par-
lamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya, el señor Ríos Martínez, manifestando que lo
hacen porque el dictamen de la Comisión Constitu-
cional viene a reformar el Estatuto de Autonomía de
Aragón, que fue unánimemente aprobado en su Par-
lamento, y porque considera que el problema de la au-
tonomía se debe abordar desde el sosiego y la sereni-
dad. Con la presentación de este voto particular in-
tentan recuperar la voluntad constitucional de los ar-
tículos 138 y 148.2, donde se venía a decir que nin-
guna comunidad autónoma, en función de su techo
competencial y sus estatutos de autonomía, podía lle-
var consigo privilegio económico o social y que había
dos procedimientos para conseguir la autonomía:
uno, el del artículo 151, para las llamadas comunida-

des autónomas históricas, y otro, el del artículo 143,
según el cual, transcurridos cinco años de vigencia y
mediante reforma de sus estatutos, las comunidades
autónomas podían ampliar sus techos competencia-
les.
Fundamenta el voto particular en que, transcurridos
esos cinco años, las comunidades autónomas debían
de haber producido iniciativas —como así ha ocu-
rrido en muchos casos— y en que en el pacto entre el
PSOE y el PP del año 1992, la autonomía de Aragón
no se estimó suficiente, reivindicándose entonces
otro estatuto de autonomía. Añade que mantienen el
voto particular porque no sería bueno recuperar para
algunas comunidades autónomas una especie de tu-
telaje que no se aplica para otras ni para otras reivin-
dicaciones. Por otro lado, considera que, al abordar
la reforma del Estatuto, se ha optado por limitar lo
que en Aragón se propone y se ha rebajado el conte-
nido del Estatuto actual. Por lo tanto, estima apro-
piado devolver la reforma del Estatuto para que, en el
seno de Aragón, las mismas fuerzas políticas defien-
dan allí lo que cada uno plantea y venga a esta Cá-
mara el nuevo consenso del Parlamento aragonés,
dejando claro que esto no quiere decir que en este trá-
mite parlamentario del Congreso no se pueda modifi-
car una propuesta que venga de las comunidades au-
tónomas. Asimismo manifiesta que el voto particular
no está motivado porque su fuerza política se haya
quedado fuera del pacto que se ha producido en Ara-
gón, sino porque creen que las enmiendas que se han
introducido en el trámite de la Comisión han sido de
gran importancia, primero, en cuanto al diseño y al
pronunciamiento del propio Aragón de definir su ca-
pacidad de autogobierno; segundo, en cuanto a las li-
mitaciones en la capacidad de disolución de su Par-
lamento y en cuanto a las actuaciones penitenciarias
y de transporte; y tercero, en cuanto a la renuncia a
competencias exclusivas en materia educativa y a la
reducción de la capacidad normativa medioambien-
tal, reestructuración de los sectores industriales, sa-
nidad, etcétera. En cuanto a la financiación, consi-
dera que hay que adecuar la propuesta originaria que
venía de Aragón a lo que puede ser una realidad más
limitada. Allí se proponía la posibilidad de conciertos
o acuerdos, y aquí se les reduce a la posibilidad de
que sean acuerdos bilaterales en la comisión mixta. 
Esta reforma le produce al portavoz de Izquierda
Unida un sabor agridulce, porque es bueno para Ara-
gón que se le concedan nuevas competencias, pero no
es buena la forma en que se hace, y está convencido de
que en el futuro resultará alicorta y sin efecto porque
ya están anunciándose desde el Gobierno nuevos pac-
tos autonómicos. Termina su intervención manifes-
tando que es necesario abrir urgentemente un proceso
federalizante del Estado, donde el protagonismo sea
de las fuerzas políticas, pero también de las comuni-
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dades y de los parlamentos autónomos, porque no es
posible imponer o limitar a una comunidad su vo-
luntad de autogobierno y su capacidad de autoorga-
nización mientras que a otras comunidades se las
mide por un rasero distinto.

En turno de fijación de posiciones, intervienen los seño-
res Chiquillo Barber, del Grupo Parlamentario
Mixto; López de Lerma i López, del Grupo Parla-
mentario Catalán (Convergència i Unió); Bayona Az-
nar, del Grupo Parlamentario Socialista, y los seño-
res López-Medel Bascones y Bueso Zaera, del
Grupo Parlamentario Popular. 

Proposición de reforma de la Ley Orgá-
nica 10/1982, de 10 de agosto, de Esta-
tuto de Autonomía de Canarias ...........

Por el Grupo de Coalición Canaria interviene el señor
Mauricio Rodríguez, manifestando que lo hace con
el objeto de defender la única enmienda que queda
viva de las presentadas por Coalición Canaria y, al
mismo tiempo, fijar su posición sobre el resto. En
primer lugar, se felicita porque el Estatuto de Cana-
rias venga hoy a esta Cámara con un amplio con-
senso y resalta que el texto que se trae a la aprobación
de la Cámara recoge íntegramente, con algunas pe-
queñas enmiendas técnicas o mejoras parciales de
carácter político, el texto que envía el Parlamento de
Canarias. Considera que esta Cámara debe tener una
especial sensibilidad por respetar las iniciativas de
los parlamentos autonómicos, aunque tenga todo el
derecho a introducir modificaciones y enmiendas.
Un estatuto es la definición de la personalidad de un
pueblo y, al mismo tiempo, es una negociación de la
articulación de esa comunidad con el resto del Es-
tado, por lo que esa negociación, que debe diluci-
darse en esta Cámara, se ha de hacer de forma cons-
tructiva y responsable.
Manifiesta que el Estatuto de Canarias recoge como
elemento básico su hecho diferencial, y añade que es
natural la dificultad que puede existir para ser enten-
dido así por otras comunidades, pues es difícil expli-
car la existencia de un pueblo a mil kilómetros de dis-
tancia, que tiene una historia diferenciada del resto de
los pueblos que habitan la Península. Sin embargo,
estima que sólo ellos pueden opinar sobre su hecho
diferencial, por lo que no viene a pedir que voten so-
bre ello, sino, simplemente, a comunicar lo que han
decidido los canarios. Asimismo, muestra su satisfac-
ción porque la articulación con el resto de España se
haga reconociendo los hechos diferenciales históricos
en lo que es la hacienda, los cabildos, los elementos
económicos, sociales, fiscales, culturales y de identi-
dad. Así consta en el Estatuto que hoy se aprueba y en

el Tratado de Maastricht, puesto que la Unión Euro-
pea reconoce a Canarias como región ultraperiférica y
diferenciada. Por eso, el Parlamento de Canarias ha
mantenido la postura de poder participar en las nego-
ciaciones internacionales que, de una manera especí-
fica y diferenciada, afectaran particularmente a las is-
las.
Se refiere, a continuación, a la participación de Es-
paña en la Alianza Atlántica y a los problemas que
puede acarrear para Canarias el ser utilizada militar-
mente en temas que puedan afectar a las relaciones
con los países africanos próximos. Trae a colación la
información que en las últimas semanas ha circu-
lado, en el sentido de que Canarias puede pasar al
mando portugués en la estructura militar de la OTAN,
para que se reflexione sobre ello y se recuerde que el
Partido Socialista, Coalición Canaria y el Partido Co-
munista plantearon en 1982 el principio de que no se
utilizara Canarias como un territorio para alianzas
internacionales. Asimismo, se pregunta sobre lo que
ocurriría si las islas Canarias no estuvieran en el
mando español de la Alianza Atlántica y se diera la si-
tuación de hace meses, cuando las Fuerzas america-
nas, que no tenían mandato de la ONU para interve-
nir en Irak, pidieron permiso para repostar y España
se negó.
Finalmente, pone de manifiesto que la única parte del
Estatuto que no traía el consenso del Parlamento ca-
nario era la referente al sistema electoral, pero anun-
cia que ayer el Parlamento de Canarias aprobó, por
amplísima mayoría, el criterio que defienden Coali-
ción Canaria y el Partido Popular.

El señor Ríos Martínez defiende las enmiendas presen-
tadas por el Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya, manifestando
que no existe ninguna relación entre esta discusión
del Estatuto de Canarias y la anterior del Estatuto de
Aragón. En primer lugar, porque en este caso es la pri-
mera reforma que se aborda y viene consensuada por
las fuerzas políticas que tienen representación en el
Parlamento canario, pero no viene pactada con la
fuerza política de Izquierda Unida de Canarias y, en
segundo lugar, y sobre todo, porque, frente a lo que se
ha discutido anteriormente para Aragón, la reforma
de este Estatuto se hace sobre la base de los pactos de
1992 entre el Partido Socialista y el Partido Popular.
Con sus enmiendas Izquierda Unida intenta que el
Parlamento canario tenga un nueva vida y una situa-
ción institucional diferente, aunque no deja de reco-
nocer que en el trámite de Comisión se han incorpo-
rado organismos como la Audiencia de Cuentas y el
Consejo Económico y Social. Sin embargo, considera
que el trámite parlamentario ha empeorado la pro-
puesta del Parlamento canario en cuanto al sistema
electoral.
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Divide la defensa de sus enmiendas en cuatro grandes
bloques. El primero se refiere a la definición del auto-
gobierno del pueblo canario y sus señas de identidad;
el segundo, al techo competencial que, para Izquierda
Unida, debería tener la capacidad de autonomía y las
competencias exclusivas; el tercero, a un parlamento
con plenas funciones y, el cuarto, al sistema electoral.
En este punto, hace especial mención a las dos modi-
ficaciones introducidas en la propuesta originaria
electoral que venía planteada por el Parlamento cana-
rio, fijándose el mínimo para acceder al escaño en el 6
por ciento. Se pregunta si con este porcentaje lo que se
intenta es poder gobernar sin tener presencia de mi-
norías dentro del propio sistema democrático. Para
corregir esto propone o una circunscripción única o
componer una circunscripción regional, mante-
niendo la presencia de cada una de las islas. Supo-
niendo que esas enmiendas no se aceptaran, propone
que se haga constar en el Estatuto de Autonomía que
el sistema electoral y las circunscripciones electorales
se regularán por una ley del Parlamento canario. Fi-
nalmente, señala que, con la defensa de estas enmien-
das y las puertas abiertas al consenso, se intenta obte-
ner el máximo respaldo para incrementar las posibili-
dades de la realidad canaria, reflejada en sus propias
instituciones de autogobierno.

El señor Saavedra Acevedo, del Grupo Parlamentario
Socialista, defiende las enmiendas presentadas. Ma-
nifiesta que han sido aceptadas varias y que el dicta-
men de la Comisión, en su conjunto, goza de su apoyo
porque supone un perfeccionamiento del nivel com-
petencial y un fortalecimiento institucional de la Co-
munidad Autónoma de Canarias. Asimismo, se siente
satisfecho por el perfeccionamiento del papel y de las
funciones de los cabildos insulares y por la incorpo-
ración de los ayuntamientos, en cuanto que forman
parte de la Administración canaria, para facilitar así,
a través del proceso de delegación, el pacto local al que
aspira la Federación Española de Municipios y Pro-
vincias.
Por otra parte, señala que mantienen dos enmiendas
relativas al sistema electoral, las números 63 y 72, que
hacen referencia a los artículos en los que se confi-
gura el Parlamento de Canarias y a la disposición
transitoria primera. La propuesta que hacen para co-
rregir este sistema electoral es crear una nueva cir-
cunscripción regional, no en los términos de 1982,
sino que, partiendo de las siete circunscripciones
existentes, se cree una octava de carácter regional, que
se constituirá, por el número de Diputados que elige,
en la mayor de las existentes. De esta manera se apro-
ximarían al sistema de voto existente en otros países
de la Unión Europea. En cuanto a la enmienda a la
disposición transitoria primera, que propone pasar al
6 por ciento y al 30 por ciento, respectivamente, según

sea circunscripción nacional o insular, propone man-
tener el 3 por ciento y el 20 por ciento actual, porque
si no, se dará un nuevo motivo de enfrentamiento en
el seno de las instituciones canarias.
Finalmente, manifiesta que, aunque las esperanzas de
consenso formuladas por el representante de Iz-
quierda Unida, los socialistas que tienen representa-
ción parlamentaria en Canarias las han ido gastando
a lo largo de los años, están dispuestos a llegar a un
acuerdo en la reforma electoral.

En turno de fijación de posiciones, intervienen el señor
López de Lerma i López, del Grupo Parlamentario
Catalán (Convergència i Unió), y la señora Barrios
Curbelo, del Grupo Parlamentario Popular.

Votaciones de conjunto .............................

En votación final y de conjunto, se aprueba la proposi-
ción de ley orgánica de reforma del Estatuto de Auto-
nomía de Aragón por 291 votos a favor, 10 en contra
y dos abstenciones.

En votación final y de conjunto, se aprueba la proposi-
ción de ley orgánica de reforma del Estatuto de Cana-
rias por 294 votos a favor y 10 abstenciones.

Dictámenes de la Comisión de Asuntos
Exteriores sobre Convenios Internacio-
nales .......................................................

Canje de cartas de fechas 7 de febrero y 4
de marzo de 1996, constitutivo de
Acuerdo entre España y la UNESCO,
relativo al Coloquio sobre los efectos
de la comunicación electrónica multi-
media (autopistas de la información)
en materia de protección de derechos
de autor y otros titulares de derechos y
sus consecuencias en el desarrollo eco-
nómico y cultural (Madrid, 11-14 de
marzo de 1996) .....................................

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Convenio entre el Reino de España y la
República Francesa a fin de evitar la
doble imposición y prevenir la evasión
y el fraude fiscal en materia de im-
puestos sobre la Renta y sobre el Patri-
monio y Protocolo anexo, firmado en
Madrid el 10 de octubre de 1995 .........
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Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Convenio para la cooperación en el
marco de la Conferencia Iberoameri-
cana, firmado en la V Cumbre de la
Conferencia Iberoamericana, en la ciu-
dad de San Carlos de Bariloche, Argen-
tina, el 15 de octubre de 1995 ..............

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Acuerdo para la promoción y protección
recíproca de inversiones entre el Reino
de España y los Estados Unidos Mexi-
canos, firmado ad referendum en Mé-
xico el 23 de junio de 1995....................

Sometido a votación, se aprueba por 301 voto a favor y
uno en contra.

Convenio entre el Reino de España y la
República de Indonesia para evitar la
doble imposición y prevenir la evasión
fiscal en materia de impuestos sobre la
Renta y sobre el Patrimonio, hecho en
Yakarta el 30 de mayo de 1995 .............

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Acuerdo entre el Reino de España y la Re-
pública de Bulgaria sobre el régimen
jurídico y las condiciones para la activi-
dad de los centros culturales, firmado
en Sofía el 5 de septiembre de 1995......

Sometido a votación, se aprueba por 298 votos a favor y
dos abstenciones.

Acuerdo para la promoción y protección
recíproca de inversiones entre el Reino
de España y la República de Vene-
zuela, firmado en Caracas el 2 de no-
viembre de 1995.....................................

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Protocolo modificatorio del Convenio de
doble nacionalidad entre el Reino de
España y la República del Ecuador, fir-
mado en Quito el 25 de agosto de 1995.

Sometido a votación, se aprueba por 296 votos a favor y
tres abstenciones.

Acuerdo de promoción y protección recí-
proca de inversiones entre el Reino de
España y la República de Indonesia,
hecho en Yakarta el 30 de mayo de
1995.........................................................

Sometido a votación, se aprueba por 291 votos a favor y
10 abstenciones.

Acuerdo de asociación entre la Comuni-
dad Europeas y sus Estados miembros,
por una parte, y la República de Litua-
nia, por otra, firmado en Luxemburgo
el 12 de junio de 1995............................

Sometido a votación, se aprueba por 299 votos a favor,
uno en contra y dos abstenciones.

Acuerdo de colaboración y cooperación
entre las Comunidades Europeas y sus
Estados miembros, por una parte, y la
República Moldova, por otra, firmado
en Bruselas el 28 de noviembre de 1994

Sometido a votación, se aprueba por 298 votos a favor,
uno en contra y dos abstenciones. 

Acuerdo de asociación entre las Comuni-
dades Europeas y sus Estados miem-
bros, por una parte, y la República de
Estonia, por otra, firmado en Luxem-
burgo el 12 de junio de 1995.................

Sometido a votación, se aprueba por unanimidad.

Se levanta la sesión a las dos y cuarenta minutos de la
tarde.

Se reanuda la sesión a las nueve y diez minutos
de la mañana.

CONVALIDACIÓN O DEROGACIÓN DE REALES
DECRETOS-LEYES.

— REAL DECRETO-LEY 13/1996, DE 20 DE SEP-
TIEMBRE, POR EL QUE SE ADOPTAN MEDI-
DAS URGENTES PARA REPARAR LOS DAÑOS

– 1553 –

CONGRESO 31 DE OCTUBRE DE 1996.–NÚM. 36

Página

1604

Página

1604

Página

1604

Página

1604

Página

1604

Página

1604

Página

1605

Página

1605

Página

1605

Página

1605



CAUSADOS POR LA RECIENTE INUNDACIÓN
EN EL TÉRMINO MUNICIPAL DE BIESCAS,
EN LA PROVINCIA DE HUESCA. (Número de
expediente 130/000009.)

El señor PRESIDENTE: Señorías, se reanuda la se-
sión con el punto VI del orden del día: convalidación o
derogación de reales decretos-leyes. Real Decreto-Ley
13/1996, de 20 de septiembre, por el que se adoptan
medidas urgentes para reparar los daños causados por
la reciente inundación en el término municipal de
Biescas, en la provincia de Huesca.

Para la presentación del real decreto-ley, en nombre
del Gobierno, tiene la palabra el Ministro de Adminis-
traciones Públicas, señor Rajoy.

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS (Rajoy Brey): Gracias, señor Presidente.

Señoras y señores Diputados, el pasado día 7 de
agosto, en el término municipal de Biescas, en la pro-
vincia de Huesca, y más concretamente en los núcleos
de población de Aso, Yosa y Betés, en el Barranco de
Aras y en el camping denominado Virgen de las Nieves,
tuvo lugar una inundación de gran intensidad que pro-
dujo catastróficos efectos y cuantiosos daños materia-
les en los núcleos rurales y parajes naturales reseña-
dos. Lamentablemente, tal catástrofe también generó
una elevada e irreparable pérdida de vidas humanas,
87 personas fallecidas.

Ante tal emergencia, y a la vista de los graves e im-
portantes daños personales y materiales, resultó obli-
gado adoptar, con la mayor urgencia posible, un con-
junto de medidas dirigidas, por una parte, a paliar o
mitigar los daños causados y, por otra, a restablecer de
forma paulatina la normalidad en la zona siniestrada.
Ante todo, hay que subrayar el alto grado de solidari-
dad que tanto los ciudadanos como la instituciones pú-
blicas mostraron desde el primer momento con los
afectados. Dentro de esta colaboración social e institu-
cional hay que significar especialmente las acciones
concertadas y llevadas a cabo por la Delegación del Go-
bierno en la comunidad autónoma, por la Diputación
General de Aragón y por el Ayuntamiento de Biescas.
(Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Rajoy.
Señorías, guarden silencio. 
Continúe, señor Rajoy.

El señor MINISTRO DE ADMINISTRACIONES
PÚBLICAS (Rajoy Brey): Muchas gracias, señor Presi-
dente.

El Gobierno, en uso de la autorización concedida
por el artículo 86 de la Constitución, y a propuesta del
Vicepresidente Primero del Gobierno y Ministro de la
Presidencia, del Vicepresidente Segundo y Ministro de

Economía y Hacienda y de los Ministros de Interior,
Fomento, Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura,
Pesca y Alimentación, Administraciones Públicas y
Medio Ambiente, aprobó el Real Decreto 13/1996, de
20 de septiembre, por el que se adoptaron medidas ur-
gentes para reparar los daños causados por la inunda-
ción en el término municipal de Biescas, en la provin-
cia de Huesca. Resulta evidente que la utilización de la
técnica legislativa del real decreto-ley se encuentra ple-
namente justificada cuando se trata de tomar decisio-
nes inmediatas ante catástrofes naturales o calamida-
des públicas. Nadie podrá dudar que en casos como el
presente es patente la existencia de una extraordinaria
y urgente necesidad.

El contenido del real decreto-ley creo que es cono-
cido por los señores Diputados. Contiene un amplio y
diverso conjunto de medidas que, en líneas generales,
constituyen la respuesta tradicional o clásica de la Ad-
ministración general del Estado ante catástrofes, si-
niestros u otras calamidades públicas de similar natu-
raleza. Dentro de estas actuaciones cabe diferenciar las
tres manifestaciones siguientes: en primer lugar, un
grupo de actuaciones para la reconstitución de las in-
fraestructuras públicas destruidas o dañadas por la ca-
tástrofe, que, si los señores Diputados lo tienen a bien,
estoy dispuesto a ponerlas en su conocimiento en un
nuevo turno; en segundo lugar, unas actuaciones de
apoyo y protección a las explotaciones industriales,
agrícolas, turísticas y de servicios que hayan resultado
afectadas y, en tercer lugar, unos auxilios personales a
los damnificados, que tienen un sesgo predominante-
mente asistencial y constituyen en rigor medidas de ín-
dole personal en favor de los damnificados por el si-
niestro. Dentro de estas medidas hay unas que son de
carácter clásico, tradicional; otras, para la reconstitu-
ción de las infraestructuras públicas destruidas o da-
ñadas por la catástrofe; otras, de apoyo y protección a
las explotaciones industriales, agrícolas, turísticas o de
servicios que hayan resultado afectadas; otro grupo de
ayudas para auxilios personales a los damnificados, y
nuevas medidas de asistencia personal y material otor-
gadas a los damnificados.

Al margen de los auxilios, ayudas o subvenciones
que la Administración general del Estado concede tra-
dicionalmente para la reconstitución o reparación de
los daños causados por catástrofes naturales, el Real
Decreto-ley 13/1996, de 20 de septiembre, contiene
otras medidas de protección que amplían o innovan el
catálogo de ayudas e indemnizaciones.

Dentro de este marco de actuación, es necesario
destacar algunas de las ayudas que por daños materia-
les y personales se conceden en el aludido real decreto-
ley. Son las ayudas por daños personales. En caso de
fallecimiento se concederá una ayuda de dos millones
de pesetas por cada persona fallecida, y serán benefi-
ciarios de estas ayudas a título de víctimas indirectas
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las personas que reúnan determinadas condiciones de
parentesco, convivencia y dependencia económica. Se
concederá asimismo una ayuda de dos millones de pe-
setas a las personas con incapacidad absoluta perma-
nente cuando dicha incapacidad hubiera sido causada
por la catástrofe.

Ayudas materiales. La cuantía de las ayudas por da-
ños en vehículos y caravanas alcanzará el valor de di-
chos daños con los siguientes límites máximos: vehí-
culos automóviles, un millón y medio de pesetas; ca-
ravanas, un millón; autocaravanas, dos millones y me-
dio; motocicletas, 600.000 pesetas. Las ayudas por da-
ños materiales anteriormente enumeradas serán redu-
cidas a las cantidades que perciban los afectados con
cargo a otros organismos públicos o compañías ase-
guradoras.

Esto es lo que quería poner en conocimiento de los
señores Diputados, a título de resumen, del real de-
creto-ley.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro.
¿Algún grupo desea consumir un turno en contra?

(Pausa.)
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència

i Unió), tiene la palabra el señor Sedó.

El señor SEDÓ I MARSAL: Gracias, señor Presi-
dente.

Nuestro grupo va a votar favorablemente la convali-
dación de este decreto, lamentablemente necesario.
Ninguno de nosotros hubiéramos querido tener que
hacerlo.

La tarde del 7 de agosto y los días sucesivos fueron
dramáticos en el término municipal de Biescas. El ob-
jetivo de la presente norma es aprobar las medidas de
solidaridad de varios departamentos con todos los
afectados, por lo que, ¡cómo no!, nuestro voto va a ser
favorable a la convalidación de este real decreto-ley. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Sedó.
Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini-

ciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor Frutos.

El señor FRUTOS GRAS: Nuestro grupo también
va a votar favorablemente la convalidación del real de-
creto-ley, pero no solamente va a hacer esto; va a in-
tentar buscar una explicación más allá de lo que repre-
senta la consideración por parte del Gobierno de una
catástrofe natural absolutamente impredecible.

Yo recuerdo que cuando en Tarrasa, en 1962, hubo
una inundación que se llevó montones de viviendas al
mar y, entre ellas, a un gran número de ciudadanos,
era porque estas viviendas estaban en la riera de Ta-
rrasa, es decir, en el sitio de aluvión, donde, en el mo-

mento que se produjera una tormenta importante, po-
día ocurrir lo que realmente ocurrió.

En las rieras del Maresme, cuando las torrenteras se
llevan coches al mar, pasa exactamente lo mismo por-
que estos coches están en medio de las torrenteras, lo
que puede evitarse porque es algo absolutamente pre-
decible.

El camping de Biescas, según todos los expertos ya
consultados, estaba situado en el peor sitio en el mo-
mento en que se produjera una tormenta como la que
se produjo, que es la que causó el daño, porque encon-
tró precisamente en el cauce —un cauce, además, des-
viado— un camping con un gran número de personas
que estaban instaladas en él. La tormenta era predeci-
ble, efectivamente, porque en el Pirineo se producen
muchas en esta época. También era predecible que
ocurriera esto en el lugar porque expertos de todo tipo
habían anunciado desde hacía bastante tiempo lo que
podía pasar en un momento determinado si se origi-
naba una tormenta como la que conoció el camping de
Biescas el día 7 de agosto.

Por tanto, estando de acuerdo en convalidar el de-
creto, no lo estamos con la filosofía, que parte de la
base de que fue una catástrofe natural absolutamente
impredecible. Estamos de acuerdo en que la tormenta
fue natural, pero la catástrofe no. Por ello, planteamos
una serie de medidas, al mismo tiempo que votamos a
favor de la convalidación del decreto. En primer lugar,
se debe reconocer una responsabilidad administrativa
tendente a recoger todos las obligaciones económicas
que se deriven de esta responsabilidad. Para ello, debe-
mos conocer exactamente cuál fue la actitud y la polí-
tica seguidas por la Confederación Hidrográfica del
Ebro en el Pirineo oscense, porque nos tememos que
pueden producirse en el futuro otras situaciones que
nos lleven a declarar como catástrofes naturales lo que
son hechos absolutamente predecibles. Determinadas
construcciones en el Pirineo atentan a un urbanismo
que debería tener en cuenta cuál es el clima de la zona,
sobre todo durante esta época del año.

Por tanto, planteamos la tramitación del decreto-ley
como proyecto de ley, que las ayudas concretas conti-
núen operando como hasta ahora y solicitamos el es-
clarecimiento total de los hechos. Esto se puede conse-
guir a partir del debate en la Comisión correspon-
diente, en el que no solamente deben esclarecerse los
hechos, sino encontrar la manera de crear estructuras
diferentes a las actuales revisando todos los cauces flu-
viales, no solamente del Pirineo, sino de otras zonas,
para prevenir cualquier otro acontecimiento suscepti-
ble de ser calificado de desastre natural.

Nosotros, por tanto, intentamos encontrar solucio-
nes estructurales en la gestión del territorio y del do-
minio público hidráulico. Nos parece que este caso
concreto debería ser atendido por el Gobierno y por el
resto de los grupos en el momento de plantear la tra-
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mitación de este decreto-ley como proyecto de ley, a fin
de que pudiéramos debatir detenidamente lo que ocu-
rrió el 7 de agosto y prevenir estas situaciones.

Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Frutos.
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-

bra el señor Morlán.

El señor MORLÁN GRACIA: Muchas gracias, señor
Presidente.

Señoras y señores Diputados, subo a esta tribuna
para fijar la posición del Grupo Socialista respecto a la
convalidación de este real decreto-ley, que viene a in-
tentar compensar los daños personales y materiales
producidos por esta catástrofe.

La verdad es que siento una sensación especial al
ver la desgana con la que el Ministro ha presentado el
real decreto-ley para su convalidación. Todos hemos
sido testigos impotentes, bien por haber estado presen-
tes en los momentos y horas posteriores al suceso, bien
por haberlo seguido a través de los medios de comuni-
cación, de una tragedia que ha cercenado muchas vi-
das, que ha producido vacíos en muchas familias que
nunca se llenarán, que ha dejado huellas en los super-
vivientes difíciles o imposibles de olvidar, que ha oca-
sionado daños materiales que ojalá pudieran compen-
sarse al cien por cien.

Sirva este debate parlamentario, en un primer mo-
mento, de recuerdo y homenaje a todos ellos, así como
de reconocimiento a esos muchos ciudadanos y ciuda-
danas vecinos de Biescas y de otros muchos sitios de
nuestro país, integrantes de instituciones, Cuerpos y
Fuerzas de Seguridad del Estado, colectivos, asociacio-
nes, etcétera, que, con el más amplio espíritu de soli-
daridad y generosidad, hicieron posible llevar a cabo
las difíciles tareas de rescate, ayuda a supervivientes y
familiares de las víctimas e inicio de la recuperación de
la zona.

Nos disponemos hoy a convalidar un real decreto-
ley que intenta paliar, compensar o hacer frente, como
ustedes quieran, a las consecuencias de ese suceso. El
Grupo Socialista va a votar a favor de su convalida-
ción, porque entiende que es necesario que las medidas
que ahora mismo se establecen no experimenten nin-
guna demora en su aplicación y desarrollo, de modo y
manera que los afectados puedan percibir que esa pre-
ocupación inicial que todos demostramos tiene inme-
diata plasmación en la percepción de esas ayudas,
compensaciones o actuaciones administrativas necesa-
rias para hacer frente a esos problemas.

Sin embargo, mucho me temo que ello no está suce-
diendo así, pues de la lectura del real decreto-ley, que
bajo nuestro punto de vista —reitero— debemos con-
validar, se desprende que su desarrollo no se ha produ-
cido todavía de forma completa. Por ejemplo, en los ar-

tículos 3 y 4 se faculta a los titulares de los Ministerios
de Agricultura, Pesca y Alimentación y de Medio Am-
biente a declarar zona de actuación especial el área
afectada, declaraciones que entiendo deberían ser pu-
blicadas en el Boletín Oficial del Estado a través de una
orden ministerial o de una resolución administrativa, y
esto, salvo error u omisión por mi parte, no se ha pro-
ducido.

En el artículo 4 se establece que el Ministerio de
Economía y Hacienda procederá al desarrollo y ejecu-
ción de un plan para la recuperación turística de la
zona. Que yo sepa, ese plan no existe. Que yo sepa, sólo
se han publicado dos órdenes ministeriales, de 23 y 26
de octubre, de los Ministerios de Trabajo y de Interior,
y faltan otras órdenes o resoluciones administrativas
como la que tiene que publicar el Ministerio de Agri-
cultura, Pesca y Alimentación, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 16.6, que está sin desarrollar, o el
Ministerio de Administraciones Públicas. 

Los altoaragoneses, los aragoneses, nos sentimos
muy satisfechos y honrados por la sensibilidad mos-
trada por este Gobierno, pues esa presencia masiva de
ministros con el Presidente a la cabeza nos hizo pensar
que semejante tragedia había calado profundamente,
como así fue. Pero también nos lleva a pensar que esas
muestras de solidaridad y generosidad de muchas ciu-
dadanas y ciudadanos de toda España iban a ser asu-
midas y complementadas por el Gobierno a la hora de
establecer las ayudas y acelerar su tramitación y ejecu-
ción, pero pensamos que esto último no ha sido así,
pues contrasta la importancia de la sensibilidad expre-
sada con la no excesivamente importante cuantía de
las ayudas y contenido del real decreto-ley. Tendría-
mos que evitar por todos los medios que se diera pie a
pensar que ha primado la foto sobre otra realidad más
pura y más dura. Permítame que utilice una compara-
ción para hacer más patente ese desequilibrio que
existe entre todo lo que rodea este caso con otras deci-
siones que, vía norma jurídica, leyes, reales decretos o
resoluciones administrativas, se han llevado a cabo.

Haciendo un análisis del real decreto-ley, bajo la
perspectiva del Grupo Socialista, debieran reconside-
rarse algunos aspectos no para que desaparezcan, sino
para que mejoren. Pero ello no sería posible salvo que
todos nos pusiéramos de acuerdo en que esta norma
debiera tener una tramitación parlamentaria propia de
un proyecto de ley. Por ello, señor Presidente, pro-
pongo en este momento que se someta a la considera-
ción de la Cámara su tramitación como proyecto de ley
para que, a través de las enmiendas que formulemos
los grupos, podamos complementar esta norma en be-
neficio de todos los afectados por esa tragedia.

¿Qué es lo que entendemos que tiene que mejo-
rarse? En el artículo 1 se hace referencia al ámbito te-
rritorial de aplicación de la norma, pero de una ma-
nera tan estricta que tenemos serias dudas sobre las ra-
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zones que han motivado la no inclusión del propio nú-
cleo urbano de Biescas, cuando la auténtica realidad es
que, como consecuencia de esas lluvias,  se produjeron
importantes inundaciones en el pueblo de Biescas en
garajes, en bajos, en sótanos, en restaurantes que,
como es lógico, debido a la tragedia del camping, han
quedado en un segundo lugar. ¿Pero de verdad cree
esta Cámara que no tienen derecho a compensación al-
guna los habitantes de Biescas cuando, dejando de
lado sus propios problemas que en otro momento hu-
bieran sido objeto de un tratamiento específico y pú-
blico más destacado, se dedicaron, como no podía ser
de otra manera, a atender algo más prioritario que sus
propios bienes o enseres? Sinceramente mi grupo
piensa que sí. Cree que hay que actuar de la misma ma-
nera que se hizo en relación a lo acaecido en la provin-
cia de Guadalajara un año antes, en 1995, cuando se
produjo un fenómeno similar y se amplió el ámbito de
cobertura de las decisiones adoptadas en ese real de-
creto. 

En su artículo 3, cuando se habla de indemnizacio-
nes a cargo del Ministerio de Agricultura, no se hace
referencia ni a partida presupuestaria ni a mínimos ni
a máximos. En su artículo 4 debiera concretarse en
qué consisten las líneas generales del plan de recupera-
ción turística de la zona, pues esa genérica declaración
que se hace en el mismo artículo no aporta ningún
dato que permita mínimamente definir qué es lo que se
pretende, cómo se va a financiar, quién lo va a gestio-
nar. Es decir, hay una serie de dudas que están since-
ramente todavía sin despejar. 

En cuanto a su artículo 8, relacionado con los expe-
dientes de regulación de empleo, pensamos que si el
ámbito territorial se extiende al núcleo urbano de Bies-
cas también debiera extenderse, a efectos de aplicación
de esta norma, a aquellas empresas cuyos trabajadores
residan en Biescas, para que tengan los mismos dere-
chos que las otras empresas cuyos beneficios o posi-
bles aportaciones de otro tipo de medios están regula-
dos en otros artículos de esta norma, como son los ar-
tículos 6, 7, 9 y 11, y también a aquellas empresas cu-
yos titulares hayan fallecido como consecuencia de la
catástrofe y les continúen sus herederos, tema sobre el
que no se recoge nada en este artículo.

En su artículo 13 establece las ayudas por daños
materiales o personales, pero mi grupo considera que
debiera incrementarse la cantidad consignada para los
casos de fallecimiento. Ya sé que la Comunidad Autó-
noma aragonesa ha establecido una indemnización de
tres millones de pesetas, pero también es cierto que la
suma de ambas cantidades sigue siendo inferior a
otras indemnizaciones por fallecimiento reguladas en
otras normas; por ejemplo, para el caso de falleci-
miento con cargo al seguro obligatorio se pagan ocho
millones de pesetas; la Ley de Ordenación y Supervi-
sión de los Seguros Privados, en su tabla primera, esta-

blece una indemnización igualmente superior; los fa-
miliares de los fallecidos por accidente de tráfico per-
ciben, de acuerdo con las sentencias dictadas por los
tribunales, diez millones de pesetas. Es decir, entiendo
que hay suficientes razones objetivas para que se pue-
dan producir aumentos en este y otro tipo de indemni-
zaciones y ayudas que tengan relación con los valores
más actualizados.

La reflexión o comentario del Consejo de Estado
respecto a este artículo 13 denota bien claramente lo
poco equilibrada que resulta la cascada de indemniza-
ciones y de ayudas fijadas. Sólo con unas enmiendas se
puede corregir y espero —me gustaría que así fuera—
que el Grupo Popular asuma esta posibilidad como un
hecho real y que vote con nosotros la aceptación de
este real decreto-ley como proyecto de ley. Este y otros
aspectos de diversa importancia nos hacen plantear
esta tramitación como proyecto de ley, señor Ministro
y señores del Grupo Popular, pero también hay otro as-
pecto que deberíamos considerar. Nosotros plantea-
mos ante estas Cortes, en la Comisión de Medio Am-
biente, la constitución de una subcomisión, de acuerdo
con las normas fijadas por la Presidencia de esta Cá-
mara, que analice, estudie y proponga las oportunas
resoluciones sobre los campings y las instalaciones si-
milares.

El señor PRESIDENTE: Señor Morlán, le ruego
concluya. 

El señor MORLÁN GRACIA: Acabo en seguida, se-
ñor Presidente. 

Fruto del oportuno debate debiera ser la creación de
esta subcomisión a través de este —espero— futuro
proyecto de ley. 

En definitiva, señor Presidente, señorías, el Grupo
Socialista apoya la convalidación de este real decreto-
ley, pero entiende que hay suficientes razones para que
se acepte su tramitación como proyecto de ley, a fin de
mejorar su contenido y atender con más rigor, genero-
sidad y solidaridad las resoluciones a los problemas de
toda índole que en este desdichado día surgieron y que
entre todos tenemos que ayudar a paliar o minimizar.

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Morlán.

Por el Grupo Parlamentario Popular tiene la pala-
bra el señor Pintado.

El señor PINTADO BARBANOJ: Muchas gracias,
señor Presidente.

En primer lugar, quiero mostrar el agradecimiento
como aragonés y altoaragonés a la sensibilidad mos-
trada aquí por todos los portavoces a la hora de decir
que se va a apoyar la convalidación del Decreto-ley
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13/1996, para las ayudas en el caso de la catástrofe de
Biescas. Quiero mostrar también, como han hecho otros
portavoces, la solidaridad de nuestro grupo y el apoyo a
todos los afectados, especialmente a aquellas familias
que padecieron la pérdida de vidas humanas que no va-
mos a poder recuperar con la aprobación de este de-
creto, pero que en definitiva sé que vamos a poder paliar
los efectos y las formas en cuanto a la situación econó-
mica en que ha quedado alguna de estas familias.

La magnitud del desastre material, importante en sí
en cuanto a las cifras, a las que luego me referiré, ad-
quiere gran trascendencia sobre todo de cara a la opi-
nión pública y a la sensibilidad de todas las personas
en el caso de los 87 fallecidos. Deseo recordar hoy es-
pecialmente a ese niño de siete años que no ha apare-
cido todavía, lo que es para su familia muy preocu-
pante en tanto que ni siquiera pueden contar con su
cuerpo.

Quiero también destacar la alta participación desde
el primer momento en que se produjo la noticia, el 7 de
agosto a las 7,30 de la tarde, de todas las administra-
ciones y la coordinación llevada a cabo por el Gobierno
de Aragón, que fue el jefe del operativo. (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Señorías, les ruego guar-
den silencio.

Puede continuar, señor Pintado.

El señor PINTADO BARBANOJ: Muchas gracias,
señor Presidente.

Decía que la participación de todas las administra-
ciones y las Fuerzas de Seguridad del Estado fueron de
una ejemplaridad impresionante. Yo puedo decir que
tuve la suerte de estar presente, prácticamente desde
los primeros momentos en que se montó el operativo,
y vi realmente con qué calor, con qué cariño, con qué
decisión y trabajo se estaba empleando todo el mundo
a la hora de tratar de recuperar personas con vida, de
tratar de recuperar los cadáveres, y está recogido en un
informe bastante extenso hecho por el gobierno civil,
que recomiendo a SS.SS. que en su día hojeen, para
que vean hasta qué punto la actuación coordinada de
todas las Fuerzas de Seguridad del Estado y de las dis-
tintas administraciones contribuyó a que en doce ho-
ras, desde que ocurrió la catástrofe, pudieran recupe-
rarse distintas personas con vida que se encontraban a
lo largo del cauce del río Gállego en dirección a Sabi-
ñánigo. También quiero destacar a esos 1.500 volunta-
rios que participaron en las labores de rescate y más
especialmente en lo que fue la atención a los afectados
, con una participación impresionante de los ayunta-
mientos de Biescas y de Sabiñánigo, así como la actua-
ción del ayuntamiento de Sabiñánigo, donde se montó
toda la operativa de atención a los familiares que ha-
bían perdido vidas humanas y el trámite de los cadáve-
res para poder ser llevados a sus sitios de origen. 

Este decreto no es un acto de bondad de este Go-
bierno. Es un acto de justicia, es un acto de solidari-
dad, es un cumplimiento de unas normas de sentido
común establecidas, en este caso, por el Gobierno de la
nación y que, en definitiva, tienen como contrapresta-
ción —y anteriormente lo ha explicado perfectísima-
mente el señor ministro— el hecho de que por primera
vez introducen una serie de medidas a la hora de eva-
luar y establecer un amplio catálogo para que éstas
puedan llegar a todos los afectados.

Quiero tranquilizar al portavoz del Grupo Socialista
y a todas SS.SS. en cuanto a la aplicación tanto de los
artículos 2º y 3º como del artículo que hay que desarro-
llar, el número 13, que es el que afecta directamente al
Ministerio del Interior, pues la orden se publicó exacta-
mente el pasado sábado y tuve oportunidad de hablar
ayer con el gobierno civil de la provincia de Huesca y
están ya en marcha las operaciones en cuanto a la re-
misión de documentación, en cuanto al contacto de los
representantes legales de todas las familias, porque el
primer objetivo importante a empezar a cubrir es el de
los que han padecido pérdidas de vidas humanas.
También quiero decir que por parte del Gobierno de
Aragón hay un complemento de tres millones de pese-
tas por cada persona fallecida y se ha empezado, a par-
tir de esta misma semana, a tener contacto con todos
los familiares. La orden que desarrolla el decreto apro-
bado por el Gobierno de Aragón explicita que en 13 días
toda la documentación va a estar solucionada para que
puedan llegar a percibirlos. En el caso de los bienes ma-
teriales, el montante global en los cuatro principales
apartados, tanto de infraestructuras como de población
hidrológica forestal, como lo que es la carretera o todos
los aledaños del río Gállego, tiene un montante aproxi-
mado de unos 4.350 millones de pesetas. También
quiero decir a SS.SS. que desde la pasada semana hay
una comisión formada por representantes del Gobierno
de Aragón y de los ministerios que está trabajando para
evaluar definitivamente y medir los medios materiales
que se van a emplear a la hora de llevar adelante los
arreglos en todas estas zonas.

Termino recordando, como no puede ser de otra
forma, a todas esas familias. Yo quisiera que esta Cá-
mara —y estoy convencido de ello por las intervencio-
nes de los distintos portavoces— se sumara realmente
a un acto de solidaridad con todos los fallecidos y que,
en definitiva, considerase continuamente que el Piri-
neo — ese gran Pirineo y especialmente en este caso el
altoaragonés— tiene mucho que decir en el futuro de
ese planteamiento. Creo que —y así se lo manifesté a
los pocos días de haber ocurrido la tragedia al Presi-
dente del Gobierno, al que quiero agradecer su pre-
sencia inmediata en el lugar de los hechos junto al Mi-
nistro del Interior y otros destacados miembros de
este Gobierno- las familias afectadas son el principal
objetivo a la hora de tomar las resoluciones por parte
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del Gobierno.  Posteriormente tendremos tiempo para
trabajar y solucionar los problemas en cuanto a infra-
estructuras rústicas, urbanas o de carreteras, pero el
tema familiar a nuestro juicio es fundamental, y creo
que de ello el Gobierno ha dado una gran muestra a la
hora de sacar adelante este decreto.

Nada más. Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Pintado.
Concluido el debate sobre el decreto-ley, vamos a

proceder a la votación.
Votación sobre la convalidación o derogación del

Real Decreto-ley número 13 de 1996, de 20 de septiem-
bre, por el que se adoptan medidas urgentes para repa-
rar los daños causados por la reciente inundación en el
término municipal de Biescas, en la provincia de
Huesca.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 302; a favor, 302.

El señor PRESIDENTE: Todos los votos han sido
favorables a la convalidación del real decreto-ley, que
queda, en consecuencia, así convalidado.

Por el Grupo Parlamentario Socialista se ha pedido
la tramitación del real decreto-ley como proyecto de
ley. En consecuencia, lo sometemos a votación.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 138; en contra,
165.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
rechazada la tramitación como proyecto de ley del real
decreto-ley convalidado.

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LE-
GISLATIVAS.

— PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA 
QUE SE REGULA LA UTILIZACIÓN DE VI-
DEOCÁMARAS POR LAS FUERZAS Y CUER-
POS DE SEGURIDAD EN LUGARES PÚBLICOS
(Número de expediente 121/000014.)

El señor PRESIDENTE: Punto VII del orden del
día: Debates de totalidad de iniciativas legislativas.
Proyecto de ley Orgánica por la que se regula la utiliza-
ción de videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad en lugares públicos.

Para la presentación del proyecto de ley, en nombre
del Gobierno, tiene la palabra el Ministro del Interior
señor Mayor Oreja.

El señor MINISTRO DE INTERIOR (Mayor
Oreja): Muchas gracias, señor Presidente.

Señoras y señores Diputados, es para mí un honor
comparecer hoy ante ustedes en esta Cámara para
presentar un proyecto de ley que afecta directamente
a cuestiones de la vida diaria de los ciudadanos y a
dos de los derechos más próximos a todos nosotros:
la libertad y la seguridad. Se trata de una regulación
que, como no podía ser de otra manera, ha desper-
tado interés no sólo en los ciudadanos, sino también
en los medios de comunicación y en el conjunto de la
opinión pública. No hay nada más poderoso para
mover la imaginación que una imagen literaria de al-
cance universal. Es verdad que la materia regulada
por esta ley ha hecho pensar a muchos en una de las
grandes obras de ficción política de este siglo, pero
no hay que olvidar que lo que hacía odioso al Gran
Hermano de Orwell no eran los medios técnicos que
utilizaba, sino el terrible sistema político que encar-
naba.

El proyecto de ley que presento ante la Cámara
tiene por objeto, como ustedes conocen, la regulación
de la obtención y posterior tratamiento de imágenes y
sonidos en los lugares públicos por parte de las Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad para prevenir y reprimir
delitos, faltas e infracciones administrativas relaciona-
das con la seguridad pública. Hay que destacar, seño-
rías, el ámbito de aplicación del proyecto de ley, que li-
mita con precisión la grabación, exclusivamente en lu-
gares públicos, de imágenes y sonidos con la única in-
tencionalidad —repito— de prevenir y reprimir delitos
e infracciones en materia de seguridad ciudadana. Lo
digo en el principio de la intervención porque hace po-
cos días he leído algunos comentarios, algunas decla-
raciones, en determinados medios de comunicación,
diciendo que algunos grupos iban a solicitar que el ám-
bito de la ley no incluyera grabaciones dentro de la vi-
vienda. Y no hace falta, señoras y señores Diputados.
El proyecto de ley siempre ha excluido el interior de las
viviendas, incluso el vestíbulo de las viviendas, como lo
precisa el artículo 6, en su apartado quinto, del refe-
rido proyecto de ley.

Con la intención de seguir una exposición sistemá-
tica lo más clara posible en la presentación de este pro-
yecto, quiero señalar que trataremos de agrupar los
criterios y fundamentos que justifican esta ley en los si-
guientes apartados. En primer lugar, trataré de expli-
car y reiterar las razones que motivan la elaboración de
este proyecto de ley; en segundo lugar, los aspectos
fundamentales en la elaboración, en la tramitación le-
gislativa; en tercer lugar, las novedades que incorpora,
las modificaciones que introducen otras leyes del orde-
namiento jurídico vigente; y en cuarto y último lugar,
haré unas consideraciones finales sobre la valoración y
el análisis de la nueva regulación que hoy comienza su
andadura parlamentaria.
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Por ello, señorías, comenzaré con la exposición de
las necesidades, de las motivaciones que justifican este
proyecto de ley. Lo primero que he de decir es que es
un proyecto que trata de dar solución a problemas rea-
les. No es un proyecto asentado en la nada. No es sim-
plemente un proyecto que trata de introducirse en una
mera elucubración o en el análisis y diagnóstico de
problemas de futuro. Trata de dar respuesta ya a un
problema real que sienten y padecen muchos ciudada-
nos, aunque localizadamente, territorialmente, pero
que sin duda es ya una preocupación que existe en la
conciencia y en la vida cotidiana de muchos ciudada-
nos. De ahí que esa sea la primera consideración y la
primera gran razón. Se trata de dar respuesta a la apa-
rición de nuevas formas de violencia urbana que se
producen en espacios abiertos al público.

La gran justificación del proyecto es reforzar las ga-
rantías de los ciudadanos. El proyecto de ley no se en-
tendería si no pusiésemos el acento en el aspecto ga-
rantista del mismo, porque su objetivo —y si no, no
sirve— es reforzar la garantía de las personas y de los
ciudadanos. Ellos son los auténticos destinatarios de
este proyecto de ley, más incluso que las propias Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad; son los ciudadanos los que
ven reforzadas sus garantías con la existencia de un
proyecto de ley de estas características. El objetivo de
este proyecto, señoras y señores Diputados, trata, en
primer lugar, de aumentar esas garantías porque se
abren unos nuevos  espacios jurídicos no regulados. Es
evidente que por la aplicación de nuevas tecnologías
son novedosos en lo que viene a significar el normal
desenvolvimiento de la vida cotidiana de los ciudada-
nos. Hay un nuevo espacio jurídico que no esta regu-
lado y que en un momento determinado, si no se re-
gula, pudiera producir desmanes ante los cuales los
ciudadanos no estarían suficientemente protegidos.
En segundo lugar, y también es verdad, las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad necesitan un marco jurídico
claro para poder actuar y necesitan que esos valores
probatorios, que sin duda alguna significan esos ví-
deos, a través de esta regulación, puedan ser confirma-
dos de modo y manera que ante los tribunales puedan
adquirir, insisto y reitero, un valor probatorio sufi-
ciente como para que puedan desarrollar con más nor-
malidad su función. Y el destinatario final, el benefi-
ciario final, sin duda alguna, es el ciudadano. Por todo
ello, este proyecto pone el acento especial, singular-
mente, en el carácter garantista del mismo.

Quiero recordar que este no es un proyecto de ley
que abre la videovigilancia. La videovigilancia se está
produciendo todos los días en España, en múltiples
circunstancias. No es un proyecto de ley que trate de
introducir un debate sobre la eficacia de la técnica po-
licial. Se trata de saber si es conveniente o no la regu-
lación de este vídeo que ya se está utilizando de una
manera clara, contundente y sistemática, puede de-

cirse, por muchas fuerzas de seguridad y que sin duda,
en opinión del Gobierno, necesita una regulación. Por
ello, no es un proyecto que como consecuencia del
mismo se abre la videovigilancia o que como conse-
cuencia del mismo significa que a partir de mañana va
a haber más videovigilancias o más cámaras instaladas
en el conjunto de España. No es un plan operativo de
un despliegue lo que hoy estamos presentando en esta
Cámara. Lo que nosotros estamos presentando es un
sistema completo de garantías y procedimientos, en el
que hasta ahora no existían más que actuaciones poli-
ciales regidas sólo por las leyes de aplicación general.
Por eso no es verdad que haya un antes y un después de
este proyecto de ley en el uso y en la utilización de vi-
deocámaras. Insisto en que hay un antes y un después
en la regulación, en la normativa que regula los dere-
chos de los ciudadanos y también de las Fuerzas de Se-
guridad del Estado a la hora de la utilización de estos
instrumentos. Por todo ello, este proyecto de ley trata
de buscar un adecuado equilibrio entre las necesidades
operativas de las Fuerzas de Seguridad y las garantías
de los ciudadanos frente a la utilización de los moder-
nos métodos policiales.

En el segundo bloque de cuestiones, a las que antes
me refería, trataré de exponer los aspectos fundamen-
tales de la tramitación del contenido del proyecto que
hoy someto a su consideración. Por lo que se refiere al
proceso de elaboración del proyecto, quiero decir que
ha sido decisiva la participación del Gobierno de la co-
munidad autónoma que más experiencia tiene en el
tratamiento de los problemas de orden público que es-
tán en el origen de esta iniciativa legislativa. La violen-
cia urbana, la violencia callejera, el vandalismo calle-
jero tienen expresión en una determinada comunidad
autónoma, y es evidente que el Gobierno de la misma
es el que tiene más experiencia a la hora de abordar
esta cuestión. Por ello yo he querido poner de mani-
fiesto, en este momento del proceso, que el proyecto ha
sido el resultado de un importante diálogo y consenso
político entre instituciones diversas, lo cual sin duda
ha sido un buen ejemplo de lo que en nuestra opinión,
en la opinión del Gobierno, es esa cooperación autonó-
mica que reclama, cada día con más fuerza, el sistema
autonómico que nos hemos dado en España; eso que el
constitucionalismo comparado ha llamado federa-
lismo cooperativo. Es importante decirlo, señoras y se-
ñores Diputados, porque esta vez ha sido el Estado el
que se ha beneficiado de la experiencia de una admi-
nistración autonómica, cuando, por la naturaleza de
las cosas, hasta ahora esa corriente siempre ha sido del
Estado a las comunidades autónomas. A mí me parece
un aspecto muy relevante que debe marcar, también
sin duda, un camino a la hora de abordar determina-
das cuestiones en las que la experiencia de una admi-
nistración autonómica, que funciona desde hace
tiempo, ojalá pueda ser un elemento determinante a la
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hora de la configuración de políticas, de normativas
que desde el Estado tengamos que arbitrar para el con-
junto de los españoles.

De ahí que yo quiera reiterar que la ley orgánica no
es una norma excepcional. La palabra excepcionalidad
probablemente nos recuerda a todos viejas situaciones.
Precisamente este Gobierno ha hecho todo lo posible
para introducirse en el camino diferente, opuesto, al
que había significado esa ruidosa palabra de excepcio-
nalidad en determinadas comunidades. Es todo lo con-
trario a lo que ha significado la excepcionalidad. Si ha
habido excepcionalidad ha sido porque ha habido más
diálogo que nunca, más acuerdo que nunca, más con-
senso que nunca, más esfuerzo para que, al final, no
sea una norma distante y alejada de lo que es la preo-
cupación de los ciudadanos.

Es verdad también que no solamente tiene ámbito
territorial, porque viene a dar respuesta a los proble-
mas de inseguridad ciudadana en el conjunto del terri-
torio español, aun cuando esos problemas se planteen
más agudamente en el territorio de algunas comunida-
des autónomas. De ahí, señoras y señores Diputados,
que las comunidades autónomas que han participado
especialmente en la elaboración de este proyecto lo
han hecho también con la idea de saber que no están
solamente trabajando a la hora de configurar un
marco para su comunidad autónoma, sino que en ese
sentido el criterio es muy claro: no es una norma aco-
tada territorialmente, sino que es una norma para el
conjunto de España.

Si eso ha sido algo fundamental en la elaboración
del proyecto, en lo que ha significado la tramitación
del proyecto de ley nosotros hemos querido poner de
manifiesto que, precisamente por ser un proyecto difí-
cil, un proyecto de difícil encaje e interpretación en
muchos ciudadanos españoles, necesitábamos reco-
rrer todas las instituciones que en nuestra opinión pu-
dieran avalar y dar la fortaleza moral suficiente para
afrontar un proceso de estas características, y he de de-
cir que el Consejo de Estado, el Consejo General del
Poder Judicial y la Agencia de Protección de Datos han
determinado su posición antes de que este antepro-
yecto -en aquel momento- se convirtiese en proyecto de
ley. Es verdad que se han analizado sus consideracio-
nes y se han incorporado en la mayoría de los casos a
la versión definitiva de la ley sus recomendaciones.
Con todo ello, señorías, se trataba de garantizar el
acierto en la confección del proyecto para que se pro-
dujese el adecuado establecimiento de un sistema de
garantías y una redacción especialmente rigurosa de
su articulado.

Termino en ese sentido recordando la última reco-
mendación o consideración del dictamen del Consejo
de Estado, de acuerdo con la cual dicho Consejo no
formula ningún reparo de constitucionalidad al ante-
proyecto remitido a consulta.

En tercer lugar, señoras y señores Diputados, en-
trando ya en lo que son los aspectos más importantes y
más relevantes del contenido de esta ley, quiero poner
de manifiesto el régimen de garantías que establece,
por una parte, mediante el procedimiento de autoriza-
ción de esas videocámaras, y por otra parte a través del
conjunto de mecanismos protectores de los derechos
fundamentales de los ciudadanos.

En cuanto al régimen de autorización para la insta-
lación de videocámaras fijas, se atribuye al delegado
del Gobierno en la comunidad autónoma de que se
trate y previo informe de una comisión cuya presiden-
cia corresponderá al Presidente del Tribunal Superior
de Justicia de dicha comunidad, que en nuestra opi-
nión es garantía máxima de imparcialidad. 

Hay también que recordar a este respecto que el
Consejo General del Poder Judicial ha reconocido en
su informe que la existencia de una habilitación legal
como la establecida en el proyecto puede justificar la
captación de imágenes, de modo que no sea precisa au-
torización judicial, y de esta manera queda avalada la
opción del proyecto de ley a favor de una autorización
de carácter administrativo, aunque haya miembros del
Poder Judicial en la misma, como perfectamente cons-
titucional y reglado a derecho.

Quiero asimismo señalar que en la composición de
la comisión se ha hecho un esfuerzo singular en el sen-
tido, en primer lugar, de que la mayoría de los miem-
bros no formarán parte de dependencias de la admi-
nistración autorizante, es decir, la mayoría de los
miembros de esa comisión que tiene que emitir el in-
forme no serán dependientes de la administración au-
torizante, y tendrá además carácter vinculante, es de-
cir, que si esa comisión dice que no se debe o no se
puede autorizar una videocámara fija no habrá video-
cámara fija; reitero que tendrá carácter vinculante.

Se recogen también, señoras y señores Diputados,
de forma expresa y minuciosa, los criterios de autori-
zación y utilización de la videocámara y se hace hinca-
pié en los principios de proporcionalidad, de idoneidad
y de mínima intervención. El objeto del proyecto no es
llenar las calles de nuestros pueblos y ciudades de vi-
deocámaras, sino dotar a las fuerzas de seguridad de
un medio eficaz para luchar contra la delincuencia. Es
más, los instrumentos que se prevén en este proyecto
de ley hacen ciertamente laboriosa esta actuación de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Yo me alegro que
sea un proyecto de ley exigente con nosotros, con el
Ministerio del Interior, con la Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad del Estado;  es más, cada decisión que se
adopte a la hora de autorización de una videocámara
fija, va a exigir trabajo, va a ser un proceso laborioso
que, sin ninguna duda va a hacer que sea muy respon-
sable quien decida una autorización de esas caracterís-
ticas. De ahí que eso en si mismo creo yo sea una exi-
gencia que redunda en favor del conjunto de garantías
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de los ciudadanos a la hora de la aplicación de este pro-
yecto de ley.

En cuanto al régimen de garantías y mecanismos
protectores de los derechos fundamentales de los ciu-
dadanos, el proyecto introduce elementos adicionales
que dan coherencia y buscan equilibrio en el conjunto
normativo.La obligación de poner las cintas a disposi-
ción judicial en el plazo de 72 horas desde su graba-
ción, ni siquiera desde su visualización, si recogieran
hechos que pudieran ser consecutivos de ilícitos pena-
les; la obligación de destrucción en el plazo de un mes,
salvo lo que son necesidades de procedimientos o in-
vestigaciones que estén en curso; el derecho de acceso
a los ciudadanos; el derecho de cancelación de las mis-
mas y la previsión del régimen sancionador especial-
mente agravado para quienes hagan de ellas un uso
previsto de ley; es decir, absolutamente nada de lo que
existe en la actualidad.

Todas estas cuestiones que significan un aumento
importante y significativo de las garantías que tienen
los ciudadanos a la hora de la aplicación y utilización
de estas videocámaras son novedosas y todas van en la
línea de garantizar más sus derechos.

Señoras y señores Diputados, me referiré por último
a lo que pueden significar algunas modificaciones im-
portantes que se han producido en nuestro ordena-
miento jurídico y que pasaré a relatar con brevedad an-
tes de proceder a lo que significa la enumeración de las
conclusiones finales que me merece la presentación de
este proyecto de ley.

Se modifica la Ley Orgánica reguladora del derecho
de reunión, introduciendo la responsabilidad subsidia-
ria de las personas organizadoras o promotoras de reu-
niones o manifestaciones, por los daños que los parti-
cipantes causen a terceros. Ni que decir tiene que la fi-
nalidad de la norma es atajar la violencia callejera que
eventualmente se produce con ocasión del ejercicio del
derecho de reunión y manifestación en lugares de trán-
sito público. 

Estoy seguro que no tienen absolutamente nada que
temer quienes organicen una manifestación o una reu-
nión en la que puede haber una persona ajena a quien
dirige o a quien organice esa reunión o manifestación
que quiera causar un daño especial y que quiera boico-
tear o intentar que la responsabilidad recaiga en el or-
ganizador de la reunión. Estén ustedes seguros que en
opinión del Gobierno esa situación no se produce. De
ahí, que también se modifique la Ley Orgánica de pro-
tección de la Seguridad Ciudadana.

Éstas son las modificaciones que sustancialmente
conlleva la aprobación de este proyecto de ley.

Por último, quiero hacer unas consideraciones fina-
les que al mismo tiempo me van a permitir que haga
una valoración conjunta de este proyecto de ley. En
primer lugar, ¿por qué este proyecto de ley es necesa-
rio? Además del aumento de las garantías de los cuida-

danos, como antes decía, constituye un respaldo legal
adecuado a la utilización de las videocámaras por las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Es verdad que esta realidad está siendo respaldada
en la reciente jurisprudencia de los Tribunales, pero no
es menos cierto que necesita de manera ineludible una
regulación normativa expresa de rango adecuado y
que, por afectar a derechos fundamentales de los ciu-
dadanos, debe tener el carácter de Ley Orgánica. Por
eso y desde este punto de vista el proyecto de ley cubre
ese vacío legal, y constituye el marco jurídico adecuado
para la actuación de las fuerzas policiales y la seguri-
dad de los ciudadanos. Permitirá utilizar con más cla-
ridad un medio de prueba eficaz, sin las dudas e incer-
tidumbres actuales, para prevenir y reprimir algunas
de las conductas ilícitas que mayor inquietud siembran
en la ciudadanía, sin que por ello sufran sus derechos
fundamentales, cuyo ejercicio pacífico y efectivo es el
fin último perseguido por la ley.

En segundo lugar, aun cuando el principal pro-
blema a abordar —lo he dicho antes— es el de la vio-
lencia urbana que se vive en el país Vasco y Navarra,
hemos querido sobrepasar esos límites y establecer
una regulación general para todo el territorio de Es-
paña, que sirva como marco para la protección de las
personas y de los bienes cuando se ven perturbados en
lugares de tránsito público.

En tercer lugar quiero reiterar que, de la misma ma-
nera que en el procedimiento, en la elaboración y en la
tramitación de este proyecto el Gobierno ha estado
abierto a las sugerencias e indicaciones de los distintos
grupos políticos y de lo que son otro conjunto de insti-
tuciones, creo que todavía tenemos un tramo en la tra-
mitación de este proyecto de modo y manera que po-
damos avanzar en el mayor perfeccionamiento del
mismo, y reitero en ese sentido la voluntad inequívoca
por parte del departamento de Interior y por parte del
Gobierno.

La última consideración es que este proyecto no es
ninguna panacea. No es la solución universal a los pro-
blemas de violencia callejera que se producen en el
País Vasco y en Navarra y que pudieran producirse en
otros lugares.

Sabemos que un fenómeno tan complicado de estas
características tiene diferentes raíces sociales, comple-
jas, que no se pueden despachar con un proyecto de ley
de estas características, pero en opinión del Gobierno
resulta dramático que haya una incapacidad de res-
puesta por parte del mismo cuando se producen situa-
ciones de estas características. Lo importante es dar
los pasos necesarios, ir avanzando día a día en esta
cuestión, parcialmente, no de una manera definitiva,
porque no hay forma y manera de resolver con un pro-
yecto de ley un conjunto de problemas ciertamente
complejos en aquellos territorios. El mayor drama de
un Gobierno es que, ante la pasividad, ante la sensa-
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ción de impunidad que se produce con estos hechos,
no tenga capacidad de respuesta. 

Hay otras medidas que tendrán que complementar
este proyecto de ley, que servirán para demostrar que el
conjunto de la sociedad, el conjunto de las institucio-
nes, no sólo el Gobierno, no permanecen impasibles, no
pueden aceptar que la impunidad se apodere de quie-
nes sólo saben utilizar este fenómeno de delincuencia
en las calles del País Vasco y de Navarra, y deben saber
que tienen una respuesta inmediata por parte del Go-
bierno. Insisto, no es la panacea, pero se avanza en la
solución de este dramático problema que angustia en
muchas ocasiones a buena parte de nuestra sociedad.

Por ello, y con esto ya termino, señoras y señores Di-
putados, este proyecto de ley nace con la vocación de
ser un medio eficaz en la lucha contra la inseguridad
ciudadana, que se enmarca en ese amplio consenso
parlamentario que dio lugar a los acuerdos de los par-
tidos políticos de Ajuria Enea, de Pamplona y de Ma-
drid, también para tratar un tema que, sin ninguna
duda, tiene su conexión con el fenómeno del terro-
rismo, y con la convicción de que este nuevo instru-
mento legal contribuya a fortalecer la acción política y
social frente a la violencia y con la finalidad de alcan-
zar una mejor convivencia por parte de todos.

Muchas gracias, señoras y señores Diputados.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro
del Interior.

Al proyecto de ley se han presentado tres enmiendas
de totalidad, dos de ellas procedentes del Grupo Mixto
—señor Rodríguez y señora Lasagabaster—, y otra, la
primera de ellas, de totalidad y devolución, presentada
por el Grupo Parlamentario Federal de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Parala defensa de la enmienda de totalidad de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pala-
bra el señor Navas.

El señor NAVAS AMORES: Señor Presidente, seño-
ras y señores Diputados, me dirijo a la Cámara para
proponer la devolución del proyecto de ley orgánica
por la que se regula la utilización de videocámaras en
lugares públicos por las Cuerpos y Fuerzas de Seguri-
dad. 

La posibilidad de conocer, recopilar, manejar y con-
trolar, en definitiva, todo lo que sucede en los espacios
públicos en que el ser humano desarrolla su actividad
es una vieja aspiración que ha tentado a muchas per-
sonas y con mayor intensidad a los que ostentan el po-
der. Sin embargo, a estas y otras aspiraciones de con-
trol históricamente se ha opuesto la formulación de de-
rechos fundamentales y libertades públicas como obs-
táculos infranqueables. 

Sin ninguna duda, el proyecto de ley remitido por el
Gobierno tiene por objeto la utilización de unos me-

dios técnicos que por sus propias características pue-
den afectar peligrosamente a derechos fundamentales
tan básicos como la intimidad, la propia imagen, el se-
creto de las comunicaciones e incluso la libertad de cir-
culación. Como he dicho, este extremo no es objeto de
discusión; el propio Gobierno califica de orgánica la
iniciativa legislativa que presenta por este motivo. 

Más aún. Las concretas actuaciones policiales au-
torizadas o permitidas por esta ley se situarán en el lí-
mite mismo de la vulneración de derechos y libertades,
un límite fácilmente franqueable, aunque sea de forma
inconsciente o involuntaria, pero no debemos olvidar
que de la naturaleza de los derechos que pueden verse
afectados se deriva la irreparabilidad de los efectos de
dichas agresiones. Por ello, cualquier sistema de ga-
rantías debería ser minucioso y exhaustivo. Sin em-
bargo, el sistema de garantías que propone el texto no
puede calificarse ni mucho menos con estos adjetivos.
En primer lugar,  se desprecia la posibilidad del con-
trol directo por parte del Poder Judicial a quien com-
pete primordialmente la investigación de los ilícitos
penales. Se elige, en cambio, un método de autoriza-
ción gubernativa revisable y controlable por los tribu-
nales, pero de manera indirecta por la vía de los recur-
sos ordinarios, y se pretende dar una apariencia de in-
tervención judicial haciendo descargar el contenido de
la resolución en una comisión cuya composición no se
define, excepto en lo que se refiere a su presidencia por
un magistrado. Esta técnica, además de pretender una
derivación de la responsabilidad última de la resolu-
ción autorizante, supone la creación de un problema
de independencia judicial, ya mencionado por el Con-
sejo General del Poder Judicial en su informe y no
atendido por el Gobierno en la presentación del pro-
yecto de ley.

Por otra parte, este sistema de garantías está pla-
gado de conceptos jurídicos indeterminados como los
de mantenimiento de la seguridad ciudadana, razona-
ble riesgo, idoneidad, urgencia máxima, etcétera, por
lo que no elimina suficientemente la posibilidad de uti-
lidación amplia e indiscriminada de los medios técni-
cos de videovigilancia o su uso para actuaciones de
tipo exploratorio general, actuaciones que deben re-
chazarse so pena de aceptar la liquidación del derecho
a la intimidad, convirtiendo cualquier sistema de ga-
rantías en papel mojado.

En este aspecto se olvida a menudo que no es lo
mismo emplear el vídeo para investigar un delito con-
creto, sobre cuya posible existencia se tiene noticia,
que barrer el espacio urbano para encontrar como por
azar hipotéticas infracciones contra la convivencia y el
uso pacífico de las calles.

Los jueces y tribunales han manifestado que los de-
rechos fundamentales y las libertades públicas no re-
visten carácter absoluto, sino que su límite resulta de
otros derechos fundamentales, por lo que pueden ce-
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der ante intereses constitucionalmente relevantes.
Todo ello es cierto siempre que el recorte que los dere-
chos y libertades hayan de experimentar se revele en
primer lugar necesario para lograr el fin legítimo pre-
visto; en segundo lugar, proporcionado para alcan-
zarlo; y, por último, respetuoso con el contenido esen-
cial del Derecho. Por tanto, los problemas o peligros de
vulneración de derechos que pueden aparecer precisa-
rían de una justificación excepcionalmente impor-
tante, de un objetivo de especial relevancia para poder
nivelarse en un juicio de proporcionalidad. Por ello, el
Gobierno aduce en el artículo 1º del proyecto una fina-
lidad más que ambiciosa: asegurar la convivencia ciu-
dadana, la erradicación de la violencia y la utilización
de las vías y espacios públicos, así como prevenir la co-
misión de delitos, faltas e infracciones relacionadas
con la seguridad ciudadana. Pero nadie puede creer en
serio que la aplicación aun de la forma más eficaz ima-
ginable de las medidas e instrumentos derivados y re-
gulados por este proyecto pueda lograr el fin deseado;
los métodos utilizados por quienes protagonizan los
episodios de violencia callejera son fácilmente compa-
tibles con la existencia de estos medios técnicos.

En cuanto a su eficacia preventiva, son unos me-
dios, en primer lugar, previsibles, sobre todo en cuanto
que, según el propio proyecto, el público será infor-
mado de manera clara y permanente de su existencia.
Además, por su propia naturaleza, son eludibles, trans-
firiendo en todo caso las situaciones de violencia a
otras zonas no vigiladas y son fácilmente vulnerables
en la caso de las instalaciones fijas.

Respecto a su eficacia probatoria y de esclareci-
miento de actividades delictivas, no creo que sea nece-
sario argumentar que, con un poco de voluntad y pre-
visión por parte de los delincuentes, no asegurarán su
identificación y, por otro lado, contrariamente a su fi-
nalidad pueden provocar la aparición de un nuevo fe-
nómeno de violencia cual sería la ejercida sobre las ins-
talaciones de videovigilancia sobre los inmuebles en
los que se instalen y sobre las personas propietarias u
ocupantes de los mismos. Y es que por más que se pre-
tenda ofrecer la regulación que se nos presenta como
un medio eficaz para acabar con la inseguridad ciuda-
dana, o al menos con fenómenos sectoriales de violen-
cia organizada, ofende a la menor intelegencia pensar
que la colocación meramente pasiva de medios técni-
cos, de por sí vulnerables y fácilmente eludibles, con-
siga los resultados pretendidos. Así, el resultado no in-
cidirá en la erradicación de estas situaciones mientras
que llevaría a la sociedad a una permanente sensación
de excesivo control de su actividad en determinados lu-
gares públicos con la consiguiente ruptura de los ám-
bitos de privacidad en estos lugares y, aún más, el fac-
tible desplazamiento de los ciudadanos hacia otras zo-
nas. Incluso puede existir el peligro de la división de la
sociedad en dos bloques: los que prefieran moverse en

los lugares vigilados, aun a costa de su privacidad, y los
que para preservar ésta se trasladen a zonas libres de
ojos mecánicos.

Otro grave problema del proyecto de ley es su apa-
rente vocación de aplicarse no generalizadamente en
todo el territorio del Estado, como ha expresado el Mi-
nistro, sino de manera específica en el País Vasco y Na-
varra. Naturalmente no aparece en su exposición de
motivos ni en su memoria tal propósito, pero tampoco
ha evitado el Gobierno con su actuación creer en el de-
sarrollo de esta intención. Tanto la presentación pú-
blica de la iniciativa como la elaboración de la misma
se han realizado en íntima colaboración del Ministro
del Interior con su homólogo en la Comunidad Autó-
noma vasca. En este sentido, se ha producido curiosa-
mente un cambio de opinión en determinadas forma-
ciones políticas en relación con esta materia. El anun-
cio en 1993, durante el mandato al frente del Ministe-
rio del señor Asunción, de una iniciativa análoga de la
Comisaría General de Seguridad Ciudadana para su
implantación en otras zonas del Estado, provocó el re-
chazo desde los más variados sectores; sin embargo,
ahora parece suscitar coincidencias y adhesiones
cuando se prevé su aplicación de forma casi exclusiva
en el País Vasco y Navarra.

No quiero negar la existencia de un evidente y
grave problema de violencia callejera en estas comu-
nidades, pero no se puede pretender solucionar este
conflicto por medio de la mera aplicación de unas
técnicas de dudosa eficacia y de más dudosa aún ade-
cuación a un Estado de libertades, sin intentar si-
quiera llevar a cabo un análisis de las causas de este
tipo de fenómenos. 

Ante todo no deben ustedes llamarse a engaño. Los
episodios de violencia juvenil no son patrimonio exclu-
sivo de estos territorios. Es cierto que nuestra tierra tiene
características propias derivadas de especiales proble-
mas políticos y de una crisis económica y de empleo, así
como marginación, especialmente grave en la población.
Por ello, las alternativas y los intentos de solución deben
pasar, en todo caso, por la articulación de medidas que
acentúen los aspectos formativos de la juventud, real-
zando la importancia de los valores democráticos, de li-
bertad, tolerancia, convivencia y la toma de decisiones
políticas que disminuyan esa tensión social. 

Además, no se ha producido aún el pleno desarrollo
de las potencialidades del nuevo Código Penal en este
ámbito. Todas las conductas asociadas a los episodios
de violencia callejera están tipificadas como delitos y
sancionados con penas rigurosas, sin que sea necesario
recurrir a procedimientos que debilitan principios pro-
cesales fundamentales, como son la presunción de ino-
cencia o la legitimidad de los medios de prueba.

Es constatable, por otro lado, la sensación de impu-
nidad que subyace en los autores de estas conductas,
pero la aplicación de la legalidad no depende sólo de
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los jueces, sino del seguimiento escrupuloso y efectivo
de un proceso que consta de varias fases: la investiga-
ción policial, la obtención de pruebas, el enjuicia-
miento, etcétera y todo ello debe efectuarse con res-
peto escrupuloso a los derechos fundamentales. En
todo caso, estas medidas de videovigilancia no parecen
las más urgentes, teniendo en cuenta que en 1995, sin
la existencia de esta regulación, se llevaron a cabo por
la Ertzaintza 648 detenciones que dieron lugar a más
de 600 escritos de acusación por los fiscales y a casi
700 procesos por delitos de violencia callejera en Eus-
kadi, siendo quizá más perentoria la remisión de una
inciativa legislativa que agilice y simplifique los trámi-
tes judiciales mediante una reordenación sistemática
de las leyes procesales.

Debe hacerse también una reflexión sobre los cri-
terios de actuación de las fuerzas policiales, no en
cuanto a limitaciones o escasez de medios materiales
y humanos, sino en cuanto al diseño de una estrate-
gia efectiva para este tipo de violencia, con métodos
operativos específicos que incrementen su grado de
eficacia. Todas las medidas que se articulen deberán
llevarse a cabo, en cuanto puedan interferir en el
ejercicio y desarrollo de derechos y libertades, bajo el
control judicial, imprescindible en un Estado de De-
recho.

No puede pasarse por alto la utilización del pro-
yecto para regular una inaceptable responsabilidad
subsidiaria de tipo objetivo de los convocantes de
una manifestación por los daños que pudieran cau-
sarse durante el transcurso de ésta, aun cuando se
hubieran adoptado las medidas previas consideradas
como razonables, apartándose de la doctrina del Tri-
bunal Constitucional de la responsabilidad personal
por hechos propios. Sólo desde una óptica impropia
puede conectarse con el contenido del articulado de
esta ley. 

El señor PRESIDENTE: Señor Navas, le ruego con-
cluya.

El señor NAVAS AMORES: Concluyo, señor Presi-
dente.

Con la aprobación de esta ley el Ministerio del Inte-
rior y la Consejería de Interior del Gobierno vasco se
van a convertir en los mayores productores de pelícu-
las con soporte de cinta magnética. Todas ellas serán
superproducciones plagadas de extras que aparecerán
y desaparecerán de la pantalla sin seguir ningún guión
fijo. A corto plazo se conseguirá que tengan muchas ta-
blas ante las Cámaras y, lo que es más grave, que los
protagonistas para los que se ha inventado esta histo-
ria, nunca aparecerán y cuando lo hagan, lo harán de
espaldas. Este fin no justifica los medios para los que
se pretende utilizar.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Navas.
Las enmiendas del Grupo Mixto han sido presenta-

das, en primer lugar, por el señor Rodríguez. En con-
secuencia, tiene la palabra para su defensa.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
Presidente.

Señoras Diputadas, señores Diputados, señor Mi-
nistro, primer misterio. ¿Cómo es posible intentar
combatir el delito poniendo en entredicho derechos
fundamentales, como ya advirtió en concreto el orgá-
nismo máximo del Poder Judicial y además, haciendo
vascular a terrenos más peligrosos leyes con las que ya
contábamos como la de Seguridad Ciudadana? 

Señor Ministro, segunda reserva. ¿Cómo es posible
conducir a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Es-
tado a una actitud más proclive a la defensa de la segu-
ridad entendida como control, como arbitrariedad,
como sospecha, como inseguridad y no a la defensa de
los derechos y libertades ciudadanas? 

Tercer dolor. ¿No es cierto que en la Constitución
Española existen artículos, como el 9º, el 10, el 16 y el
18, del título preliminar y, en concreto, del título I que
establecen cuáles son los fundamentos del orden polí-
tico en que nos basamos y que realmente se ponen en
peligro y solamente sirven de retórica encubridora de
esta ley que ahora se nos presenta?

Cuarto misterio. ¿Cómo es posible que en la actual
situación, donde la tendencia al pensamiento único no
solamente en el Estado, sino en otras muchas partes
del mundo, la tendencia a la privatización, la tendencia
a la arbitrariedad por parte de los poderes públicos e
incluso el servicio a intereses muy poderosos, cómo es
posible, repito, situar toda esta dialéctica con menor
control democrático?

Quinta reserva. ¿Alguien puede creer que semejante
proliferación legal de videocámaras, cámaras móviles
y fijas, no va a atentar objetivamente, al margen de la
intención subjetiva de los responsables políticos o judi-
ciales, contra el artículo 18, que, por cierto, ya está re-
glamentado en una ley orgánica de 1982 de derecho al
honor y a la imagen e incluso a la privacidad de las per-
sonas? ¿Le parece a alguien que, en la actual situación,
la privacidad de las personas está suficientemente ga-
rantizada y no es pasto ya de suficiente debate público
como para ponerla más en entredicho?

Sexto dolor. Señor ministro, ¿cómo se hace una co-
misión híbrida de poder judicial y poder administra-
tivo y político, mezclada con semejante proliferación y
excepcionalidad? ¿Cómo es posible pensar que incluso
los funcionarios más responsables van a mantener re-
serva, sigilo y confidencialidad sobre semejante explo-
sión de imágenes, de grabaciones de voz y de conversa-
ciones privadas, que objetiva e inevitablemente van a
figurar en grabaciones de personas que no están come-
tiendo delitos?
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Y séptima espada. ¿Cómo es posible que en un Es-
tado de Derecho, donde las manifestaciones públicas
son hoy un margen fundamental de la libertad que nos
queda, se coloque en semejante situación de intimida-
ción a aquellos que las convocan, de violencia del prin-
cipio de objetividad y seguridad jurídica para sus con-
vocantes, colocándolos incluso como pasto de posibles
provocadores o solamente como víctimas de indicios,
solamente de indicios, de que puedan ser responsables
de desórdenes que se causen?
Y en esta espada, señor ministro, va una observación
objetiva: ¿Alguien puede pensar que en el Estado espa-
ñol, donde el 99 por ciento de las manifestaciones son
pacíficas, es necesaria semejante incidencia de sospe-
cha sobre ellas?

Señor ministro, para ir acabando le diré que una
paisana mía, que se llamaba Rosalía de Castro, a fina-
les del siglo XIX se lamentaba desencantada de cómo
fueron violados los principios revolucionarios de la
igualdad, la libertad y la fraternidad. En nombre del
Bloque Nacionalista Galego tengo que decirle que con
este proyecto de ley nos están situando ustedes no en
las orillas del Sar, sino en las orillas del Estado policial
y, como tal, no podemos aceptar un proyecto de ley
que consideramos contraproducente para Euskadi y
totalmente inútil y provocador para el resto del Estado
español.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rodríguez.
Para la defensa de su enmienda, tiene la palabra la

señora Lasagabaster.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: Gracias,
señor Presidente.

Señor Ministro del Interior, señoras y señores Dipu-
tados, intervengo en nombre de Eusko Alkartasuna en
defensa de la enmienda a la totalidad presentada a este
proyecto de ley que regula la utilización de videocáma-
ras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares
públicos, solicitando asimismo la devolución del pro-
yecto al Gobierno.

Antes de entrar en las consideraciones que formula
este proyecto de ley, me gustaría hacer una pequeña
matización al Ministro del Interior, con todo el cariño
del mundo, y es que ha dicho que el origen de este pro-
yecto, la inspiración y la colaboración lo es con el Go-
bierno vasco, y yo, por coherencia política, tengo que
matizar que lo es con una o dos consejerías —no lo
sé— del Gobierno vasco, pero no con el Gobierno vasco
en su totalidad en la medida en que esta Diputada re-
presenta a una formación que está en el Gobierno
vasco. Lo digo, como ya he manifestado, por coheren-
cia política con las posiciones que voy a defender.

Es evidente que cuando hablamos de los objetivos
finales que pretende este proyecto de ley —conseguir
una convivencia pacífica, erradicar la violencia calle-

jera— no creo que haya mucha gente que se oponga a
los mismos; es decir, que la mayoría de los ciudadanos,
también los vascos, están de acuerdo con estos objeti-
vos y, cómo no, Eusko Alkartasuna. 

Ahora bien, lo que entendemos es que el medio que
se propone con este proyecto de ley no es adecuado.
Primero, porque es muy discutible que este proyecto
de ley sea eficaz para lo que se pretende y, segundo,
porque entendemos que el mismo no solamente no va
a ser eficaz frente a una violencia callejera organizada,
sino que, al revés, puede suponer graves perjuicios y
sacrificios para los derechos y libertades de los ciuda-
danos, que, en su mayoría, son ajenos a toda esta pro-
blemática. Así, se van a ver afectados derechos como el
de la imagen, la voz, nuestras conversaciones, por no
hablar de otros derechos derivados, como el derecho
de reunión, el derecho de asociación, etcétera. Es de-
cir, que todos y cada uno de nosotros como ciudadanos
nos vamos a ver afectados en nuestros derechos, aun-
que nada tenemos que ver con esos problemas.

Tampoco nos parece adecuada esta técnica legisla-
tiva de ir adoptando medidas en función de situaciones
muy concretas, al parecer sólo respecto de un territorio
y al parecer sólo respecto a un tipo de fenómeno de vio-
lencia muy concreto y determinado. Entendemos que,
aunque coyunturalmente pueda existir una demanda
creciente de seguridad, ello nunca puede suponer un
deslizamiento progresivo de los esquemas del Estado de
Derecho orientados a garantizar las libertades (los jue-
ces y la ley) y no hacerlos descansar, como se pretende,
ni en manos del Ejecutivo ni en manos de la policía.
Baste recordar que la Ley de Orden Público de 1933 de
la República, orientada a defender la legalidad republi-
cana, estuvo vigente no sólo en esa época, sino también
en toda la época franquista hasta 1959; es decir, en la
época más dura. Por ello, no nos debemos fijar exclusi-
vamente en un momento o situación coyuntural, aun-
que sea grave —reconociéndolo—, sino en la posible
aplicación generalizada, a través de los diferentes mo-
mentos y lugares, para determinar si los efectos, si las
aplicaciones pueden afectar a todos los ciudadanos.

No podemos estar de acuerdo con el principio de
instalar videocámaras fijas y móviles cuando no exista
ningún riesgo concreto, razonable y actual o cuando
no haya un peligro inminente para la integridad física
de las personas o daños para los bienes, pero siempre
inminente.

La ley regula la posibilidad de utilización de estos
medios técnicos de forma generalizada, entendiendo
que el conocimiento de la existencia de las videocáma-
ras llevará a prevenir automáticamente la comisión de
ilícitos penales o infracciones administrativas o, lo que
coloquialmente se dice, como os controlo no vais a ha-
cer nada; o, por el contrario, como os controlo cono-
ceré todas y cada una de las actuaciones que hagan los
ciudadanos.
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Se ha dicho certeramente que los derechos y liber-
tades fundamentales no tienen carácter absoluto, sino
que tienen un límite que resulta de compararlos con
otros derechos fundamentales que también pueden ser
relevantes. Somos conscientes de ello, pero entende-
mos que esas restricciones deben ser proporcionadas a
los medios utilizados y al fin que se pretende conse-
guir.

A nuestro entender, en este proyecto de ley no existe
esa proporción o ese equilibrio. No hay que olvidar que
el fenómeno violento coyuntural al que estamos ha-
ciendo frente es un fenómeno de violencia organizada,
con todas las consecuencias que eso conlleva y que, por
el poco espacio de tiempo que tengo, no puedo decir-
les, pero que ustedes ya se imaginan, como puede ser el
desplazamiento hacia otras zonas o la posibilidad de
eludir esas técnicas. Además, la regulación de las téc-
nicas y de las garantías que hace este proyecto de ley
puede dar lugar, que es lo más importante, a juicio de
esta formación política, desde un punto de vista jurí-
dico, a graves dificultades a efectos de valor probato-
rio, incluso produciendo efectos en todo caso contra-
rios a lo que hoy se pretende. Y no podemos olvidar
nunca que la validez y eficacia probatoria de estas imá-
genes, sonidos y datos que se obtengan con las video-
cámaras tendrá que ser siempre determinada por los
órganos jurisdiccionales.

Se ha aludido a una justificación clara: dado que ya
se está realizando, hay que regularlo. Eso es empezar
la casa por el tejado. Primero habrá que cuestionarse si
se pueden o no se pueden efectuar esas grabaciones. Si
entendemos que se pueden realizar, habrá que regular-
las, pero antes habrá que cuestionarse si es legal, si
está justificado el que se hagan esas grabaciones o, lo
que es lo mismo, no es justificación alguna el hecho de
que, como se están produciendo, vamos a regularlas.
Cuestionémonos si realmente son necesarias, son ade-
cuadas y están justificadas.

Además, si todas estas razones no fueran suficien-
tes para presentar una enmienda a la totalidad por ra-
zón de principio, entendemos que el hecho de haber
enmendado el proyecto de ley desde el artículo 1º hasta
el último, o casi todos, incluida la exposición de moti-
vos, es razón suficiente para presentar una enmienda a
la totalidad con solicitud de devolución al Gobierno.
No voy a entrar en el articulado, pero el hecho de que
no se recoja de manera clara ese principio de propor-
cionalidad, los múltiples conceptos jurídicos indeter-
minados, las múltiples remisiones al desarrollo regla-
mentario a posteriori, la gran amplitud de los plazos
para poner a disposición judicial, la indefinición res-
pecto a la custodia, la destrucción, el control, las co-
pias, las continuas referencias a la seguridad del Es-
tado y a la defensa nacional, que ya sabemos todos que
sirven para casi todo, hacen que realmente la necesi-
dad de enmendar todo el proyecto de ley suponga obli-

gatoriamente la presentación de una enmienda a la to-
talidad.

Por último, hay una cuestión importante que obser-
vamos en este proyecto de ley. Es cierto que en la dis-
posición adicional segunda se recogen las competen-
cias propias de comunidades autónomas en relación a
orden público, protección de bienes y personas, pero
entendemos que la amplitud de los artículos 1º y 4º
puede llevar a permitir un deslizamiento y una amplia-
ción de las competencias, hoy residuales, que entende-
mos se establecen para las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad del Estado en el artículo 17 del Estatuto de Auto-
nomía de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Por
eso también entendemos que esos objetivos son muy
amplios y pueden suponer ese deslizamiento.

Concluyo. En el objetivo estamos todos de acuerdo
y ciertamente hay que hacer algo. En eso también esta-
mos todos de acuerdo. En ese sentido entendemos que
éste no es el medio más adecuado. Por el contrario, en-
tendemos que, por ejemplo, realizar un plan interde-
partamental como está haciendo todo el Gobierno
vasco, un plan integral para conocer el estudio y las
causas y combatir la violencia callejera, sí puede ser un
medio proporcionado y adecuado que no suponga sa-
crificios para aquellas personas y ciudadanos, como
todos nosotros, que nada tenemos que ver con esos
problemas.

Por ello y por todas las razones que les he especifi-
cado, solicitamos la devolución al Gobierno de este
proyecto de ley.

Gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Lasaga-
baster.

Tiene la palabra el señor Ministro de Interior.

El señor MINISTRO DE INTERIOR (Mayor
Oreja): Gracias, señor Presidente.

Señores Diputados, yo quiero empezar agrade-
ciendo el tono y la intervención de los grupos que han
presentado esta enmienda a la totalidad y recordar de
qué debate se trata. Estamos en estos momentos en el
debate de unas enmiendas de petición de devolución,
es decir, enmiendas de totalidad al proyecto de ley. Yo
quiero significar que en el fondo ante un proyecto de
estas características hay tres posiciones posibles. La
primera posición es decir que no es necesario un pro-
yecto de regulación de estas características; la segunda
posición es que sí es necesario un proyecto de estas ca-
racterísticas y la tercera es que debe haber un proyecto
que elimine la posibilidad de funcionamiento de las vi-
deocámaras. Ésas son las tres posiciones, las tres legí-
timas, las tres absolutamente democráticas, las tres ab-
solutamente respetables. 

Yo he entendido, escuchando algunas de las inter-
venciones, que alguna posición —no todas— de los
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grupos intervinientes parecía que era: las videocáma-
ras deben ser reguladas en cuanto a su eliminación y
su derogación. Yo no coincido con ello. Yo creo que las
videocámaras significan un avance tecnológico y no
tiene ningún sentido que no se utilice en aras de la se-
guridad ciudadana. Pero es una posición —insisto y
reitero— respetable.

La segunda posición es la de señalar que lo impor-
tante es que sigamos como hasta ahora. Sin embargo,
señoras y señores Diputados, creo que en ese tema las
razones que ha expuesto el Gobierno son contundes.
Podrá ser discutible la forma en que regula esta activi-
dad, pero de lo que no cabe ninguna duda es de que
con este proyecto de ley, y respecto de la situación que
vivimos hoy, se acrecientan las garantías tanto de las
Fuerzas de Seguridad como de los ciudadanos. Por eso
yo también pregunto a algún grupo político por qué no
se rasga las vestiduras, pero por la actual situación, no
por la que va a resultar después de la aprobación del
proyecto de ley; porque si cabe rasgarse las vestiduras
después de la aprobación de este proyecto de ley, de lo
que no tengo ninguna duda es de que hay muchas más
razones para rasgarse las vestiduras por la actual si-
tuación que atravesamos en ese terreno.

El debate de hoy, señoras y señores Diputados, no
es sobre la eficacia de una técnica policial concreta. El
debate no es sobre si las videocámaras deben ser utili-
zadas o no, es saber si cuando se apruebe este proyecto
de ley va a haber más o menos garantías que en la fe-
cha de hoy. En ese sentido la respuesta del Gobierno es
contundente, va a haber más garantías; es mejor la si-
tuación que se va a producir después de la aprobación
de este proyecto de ley que la actual. Ése es el debate.
No hay ningún otro debate y no debiéramos, en opi-
nión del Gobierno, desviarnos de esta cuestión.

De ahí que si, por ejemplo, el representante del Blo-
que hablaba de misterio en la posición del Gobierno,
para mí es un misterio que una posición tan radical en
esta cuestión no haya sido explicada antes de la apro-
bación de este proyecto de ley, cuando todas las cintas
no tienen ningún tipo de garantía, cuando se están uti-
lizando, cuando no hay ningún plazo de destrucción de
las mismas, cuando no hay ninguna comisión que las
autorice, cuando no hay previa autorización ni si-
quiera administrativa, cuando en estos momentos los
ciudadanos pueden ser enfocados por una cámara de
esas características y no hay ninguna regulación sobre
la materia, cuando las cintas que se graben en estos
momentos por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado pueden mantenerse todo el tiempo que se
quiera. Para mí el misterio es cómo no han salido con
iniciativas propias antes de que el Gobierno presentara
un proyecto de estas características, si de verdad preo-
cupaba la utilización, que las señoras y señores Dipu-
tados sabían que se estaba produciendo con normali-
dad en el conjunto de España.

Respecto de algunas cuestiones que son básicas a la
hora de configurar esas enmiendas a la totalidad,
quiero dejar muy claro que el debate de la judicializa-
ción de la decisión —es decir, de la autorización previa
judicial, que como ustedes saben se aplica, según el ar-
tículo 18.3 de la Constitución, a las escuchas telefóni-
cas y al registro domiciliario—, en mi opinión no debe
extenderse y generalizarse. Creo que es bueno saber se-
parar lo que es el Poder Ejecutivo de lo que es el Poder
Judicial, y creo que es bueno, precisamente para que
las decisiones judiciales tengan más fuerza, saber aco-
tar el terreno de lo que significan actuaciones y deci-
siones estrictamente judicializadas.

Me parece que la presencia del órgano administra-
tivo que definimos, de un magistrado, en modo alguno
es un desdoro o significa una injerencia o una interfe-
rencia de poderes, como algún Diputado ha dicho hace
unos momentos. La presencia judicial en actos no ju-
risdiccionales es la garantía de los derechos de los ciu-
dadanos y está prevista en el artículo 117.4 de la Cons-
titución, porque resulta frecuente la presencia de
miembros del Poder Judicial en órganos administrati-
vos.

Hace pocos días hemos puesto en marcha lo que es
la Comisión de Policía Judicial y es bueno que los po-
deres respectivos estemos en algunos órganos de esa
naturaleza. Es bueno, como se ve en los juzgados pro-
vinciales de expropiación forzosa o en las comisiones
de asistencia jurídica gratuita o en las comisiones de
ayuda de delitos violentos. No significa ninguna inter-
ferencia que haga chirriar el Estado de Derecho, es
bueno que los representantes del poder judicial estén
en algunos órganos de estas características y, en mi
opinión, es bueno saber reservar al poder judicial lo
que constitucionalmente le corresponde; y lo que es
muy importante entonces es que tengamos la seguri-
dad de que los órganos administrativos, que regulamos
a través de un proyecto de ley, tienen el mayor número
de garantías posibles para que no sean marionetas del
poder político en ese terreno. No obstante, defiendo y
reitero la no judicialización porque si no estaríamos
confundiendo permanentemente lo que es el Poder
Ejecutivo con lo que significa el Poder Judicial.

Preguntaba la Diputada Begoña Lasagabaster por
qué se manejan tantos conceptos jurídicos indetermi-
nados. Ella misma ha utilizado algún concepto jurídico
indeterminado a la hora de definir el proyecto de ley. Y
nosotros lo hemos hecho. ¿De qué forma? Utilizando el
término razonable, utilizando el principio de la propor-
cionalidad, de la idoneidad de la mínima intervención.
Se trata de una técnica legislativa normal y corriente.
Se trata de valorar adecuadamente cada situación con-
creta que se pudiera producir en un tema como el que
nos ocupa. Creo que no cabe reiterar la idea de que el
Derecho no es una ciencia exacta sino que es una cien-
cia social donde los operadores jurídicos deben mane-
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jar conceptos susceptibles de valoraciones diversas en
sus relaciones con situaciones distintas.

Lo importante es si sigue habiendo un control de la
justicia, un control jurisdiccional de los actos o de las
decisiones administrativos. Eso es lo importante. En
ese sentido, quiero reiterar que es claro que existen to-
dos los procedimientos de carácter judicial de control
jurisdiccional de lo que es una decisión de estas carac-
terísticas, lo que pasa es que no se reitera en el pro-
yecto, porque es un grave error de técnica legislativa,
en la opinión del ministerio, provocar y producir una
reiteración de lo que es la vigencia de otras leyes. Pero
cuando un órgano como el que nosotros definimos en
este proyecto de ley toma una decisión, es evidente que
contra esa decisión administrativa cabe interponer, en
primer lugar, un recurso administrativo. ¡Sólo faltaba!
Y cabe interponer un recurso contencioso-administra-
tivo ordinario o especial, al amparo de la Ley 62/1978,
o cabe también un recurso de amparo al Tribunal
Constitucional. Eso es evidente y nadie lo pone en
duda. Por ello, lo importante no es que se mencionen
conceptos jurídicos indeterminados, lo impotante es
conocer si se limitan los controles jurisdiccionales de
los actos administrativos, de las decisiones administra-
tivas, que no es el caso en la presentación de este pro-
yecto de ley.

Antes, la Diputada Lasagabaster —y algún otro Di-
putado lo ha hecho—  planteaba ese concepto de ex-
cepcionalidad. Begoña Lasagabaster es muy joven y se-
guro que no recuerda, de verdad, lo que era la excep-
cionalidad en algunos años, en algún territorio, y ese
concepto no tiene absolutamente nada que ver, más
bien está en las antípodas del esfuerzo que se ha hecho
en la elaboración de este proyecto de ley. No hay abso-
lutamente más que una excepcionalidad: que ha ha-
bido más diálogo que nunca; ha habido una excepcio-
nalidad en que se han hecho todas las consultas posi-
bles a todas las instituciones que podían emitir opinio-
nes sobre esta cuestión. Ésa ha sido la única excepcio-
nalidad de la que en estos momentos se puede hablar.
Porque de la otra, de la que recuerda a otros tiempos,
si han servido aquellas experiencias para algo es preci-
samente para introducir unos esfuerzos políticos en las
direcciones opuestas, antagónicas y antitéticas.

Por eso le quería decir que la disposición adicional
existente es tan clara, es tan nítida, para las comunida-
des autónomas con fuerzas propias y que tienen com-
petencias en materia de orden público y seguridad, que
la exageración autonomista desde la desconfianza per-
manente puede llevar a una cierta esquizofrenia polí-
tica. Si en algo este proyecto ha sido respetuoso con
esa disposición adicional creo que es, precisamente,
con las comunidades autónomas que tienen fuerzas y
cuerpos de seguridad propios, que tienen ahí un marco
autónomo de regulación en el que en modo alguno po-
drá interferir el Estado.

Quizá pudiera haber una enmienda en sentido con-
trario, en que puede haber un exceso de confianza, un
exceso de autonomía en esta materia. Pudiera haberlo
en esa materia, porque hay una capacidad autonorma-
tiva importante y relevante, pero no en la dirección que
usted apunta. Lo comprendería más en la otra direc-
ción, pero espero que no sea el caso en esta Cámara,
porque, sin duda ninguna, en esta cuestión se sigue
operando dentro de los márgenes razonables. 

Señoras y señores Diputados, insisto en que el pro-
yecto de ley mejora la situación existente hoy. ¿Que to-
davía puede haber algunas fórmulas que mejoren el
proyecto de ley? Sin duda ninguna. Y el Gobierno está
dispuesto a encontrarlas con los grupos que han pre-
sentado enmiendas a la totalidad y con los que no lo
han hecho. Le quiero recordar simplemente que si
comparamos los controles cuando está funcionando
una videocámara hoy con los que van a producirse
cuando exista este proyecto de ley, no hay color ni
comparación: En primer lugar, una comisión previa a
cualquier autorización, que no se produce hoy; en se-
gundo lugar, la obligación de someterse como segundo
gran control a la regulación legal, que no se produce
hoy; en tercer lugar, lo que evidentemente significa el
control del recurso y la revisión en vía administrativa o
lo que es un proceso judicial; y en cuarto lugar, el sis-
tema de controles previsto para el tratamiento auto-
matizado de datos en la ley orgánica reguladora del
mismo. Hoy no hay registro, hoy no hay plazos de des-
trucción de cintas, hoy se encuentra uno mucho más
indefenso de lo que se va a encontrar en pocos meses
cuando se apruebe este proyecto de ley. De ahí la im-
portancia del proyecto, y de ahí, en mi opinión, que no
tenga mucho sentido y mucho significado una en-
mienda a la totalidad de esta naturaleza. 

En definitiva, no hay Estado policial, como plantea
el Bloque, a través de este proyecto de ley hay precisa-
mente un esfuerzo que se va a exigir a las Fuerzas de
Seguridad del Estado, y el Ministro del Interior está es-
pecialmente satisfecho de hacerlo, porque yo creo que
eso sí que es avanzar hacia el futuro, hacia el progreso,
ya que en este terreno del Estado de Derecho y del
avance en lo que son los derechos fundamentales, a to-
dos, y también a las Fuerzas de Seguridad del Estado y
al Ministerio del Interior, cada día la sociedad nos va a
exigir más precauciones, más esfuerzo, más trabajo y
más capacidad de dar una respuesta satisfactoria a los
ciudadanos.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Ministro.
El señor Navas tiene la palabra. 

El señor NAVAS AMORES: Señor Presidente, se-
ñoras y señores Diputados, el señor ministro ha co-
menzado su exposición en esta segunda intervención
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agradeciendo a los grupos que hemos presentado en-
mienda a la totalidad el tono de nuestro discurso. Yo
le tengo que pedir al ministro que recupere el tono que
nos ha otorgado a los partidos que hemos presentado
la enmienda, porque desde luego la referencia que ha
hecho al concepto de rasgarse las vestiduras por la si-
tuación que se vive en el País Vasco  y respecto a la po-
sible aprobación de esta ley, desde luego me parece to-
talmente fuera de tono y de contexto, sobre todo
cuando usted sabe que al menos la fuerza política que
yo represento, el Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya, Ezkerra Batua en
Euskadi,  está participando con todas sus fuerzas en
todos los procesos, en todas la vías que se están
abriendo para poder conseguir eso que todos preten-
demos, que es distensionar, normalizar la situación
política y social de Euskadi; y hacer referencias en
abstracto, como usted las ha hecho, y genéricas res-
pecto a que hay que rasgarse las vestiduras por la si-
tuación que se vive allí, a nosotros nos duele, como
creo que a ustedes, porque allí todos estamos pade-
ciendo esa misma situación y todos participamos en
los mismos órganos y en las mismas apuestas por pa-
cificar nuestro territorio.

De alguna forma, por ser breve, sólo voy a hacer
mención a dos conceptos que considero que son fun-
damentales y quizá no han quedado suficientemente
explicados en mi primera intervención. Usted ha desa-
rrollado parte importante de su discurso alrededor del
concepto de excepcionalidad. Me gustaría preguntarle
si usted hubiese aceptado, si no hubiese el problema de
violencia callejera que existe en el País Vasco y en Na-
varra, ante la petición del señor Atutxa, regular la cap-
tación de imágenes y sonido en las calles, cuestión ésta
que no estaba actualmente desarrollándose. Usted ha
hecho la mención de que lo que pretende también esta
ley es regularizar algo que ya se hace, pero en concreto
amplía de una forma importante lo que hasta ahora se
venía realizando en lugares cerrados, en espacios tipo
edificios públicos, bancos, etcétera, amplía mucho
más y abarca hasta las vías públicas, lugares públicos y
la captación de sonido. Este hecho es fundamental,
porque me parece que la ley incorpora elementos no-
vedosos respecto a la anterior situción. Eso tampoco es
dar más garantías a lo que ya se hacía, sino incorporar
elementos realmente importantes y novedosos.

El hecho de la excepcionalidad también viene dado
porque su aplicación básicamente va a ser en un terri-
torio, y usted, no sé si consciente o inconscientemente,
lo ha ido diciendo a lo largo de su discurso. Evidente-
mente se pretende atajar un problema concreto, y para
eso se ha colaborado con la Consejería de Interior del
Gobierno vasco, para conformar una proposición de
ley que quiera solucionar el problema concreto que se
vive allí.

El otro elemento fundamental es la eficacia. Todo
este tipo de normativa especial, ¿para conseguir qué
fin?. Realmente esa es la cuestión, la cuestión y el cues-
tionamiento porque entendemos nosotros que el fin
que se pretende difícilmente se va a poder conseguir
por los métodos y mecanismos en los que se desarrolla
este tipo de violencia. De alguna forma sí es seguro que
se va a conseguir una cosa, que es la afectación a esos
derechos fundamentales que hemos enumerado con
anterioridad.

Lo que sí le digo es que ha habido una serie de ar-
gumentos de los propios órganos a los que usted ha pe-
dido informes —el Consejo General del Poder Judicial,
el Consejo de Estado, la Agencia de Protección de Da-
tos— que no ha incorporado al proyecto de ley. Consi-
dero que son fundamentales y no ha hecho usted men-
ción a ellos. El Consejo General del Poder Judicial ha-
bla de retirada de la posibilidad de captar sonidos. La
Agencia de Protección de Datos hace referencia a la
utilización excesiva de conceptos jurídicos indetermi-
nados, que no sólo los partidos que han presentado en-
miendas nos hemos percatado de ellos. También pro-
pone un nuevo concepto de la proporcionalidad, que se
defina como aquel que exige que la grabación com-
prenda las imágenes y sonidos que sean estrictamente
necesarios para el cumplimiento y finalidades legíti-
mos que se pretenden alcanzar.

En definitiva lo que algunos hemos pretendido con
nuestra enmienda a la totalidad es eliminar todos estos
conceptos genéricos, ambiguos, porque lo que está ga-
rantizado que van a ocasionar es la captación generali-
zada de imágenes y sonidos de todos los ciudadanos en
el ámbito público en el que se desenvuelven. (El señor
Rodríguez Sánchez pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Navas.
Señor Rodríguez.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Gracias, señor
Presidente.

Voy a intervenir muy brevemente, pero con clari-
dad, porque pienso que es un tema en el que conviene
que las posiciones de los distintos grupos políticos, so-
bre todo de aquellos que rechazamos frontalmente este
proyecto de ley, queden bien matizadas.

Señor ministro, pensamos que hacer legal lo que era
ilegal, o lo que era paralegal, o lo que no estaba asu-
mido desde el punto de vista jurídico-político y admi-
nistrativo como una realidad probatoria, no se puede
decir que sea lo más correcto legalizarlo y, además, ge-
neralizarlo. Usted imagínese lo que significa que se le-
galicen y generalicen actuaciones que nos afectan a to-
dos. Le voy a poner un ejemplo. Es inevitable que
cuando los vídeos graban voz e imagen haya muchas
personas paseando en esos momentos por lugares pró-
ximos en los que se va a cometer algo que a lo mejor es
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delictivo. Lo que usted no puede es colocar esos vídeos
como pruebas, y mucho menos su voz para demostrar,
con una cobertura administrativa de carácter parale-
gal, que ahí hay indicios o sospechas suficientes como
para, por lo menos, molestar a todas esas personas.
Eso equivaldría a decir que la Administración es neu-
tral y quien compone la Administración es neutral. Y
mire usted, ni yo soy neutral, ni usted es neutral, ni los
jueces son neutrales; tienen su ideología y tienen sus
posiciones. Por tanto, nos tenemos que atener a prue-
bas contundentes que se puedan demostrar en ates-
tado, no solamente con testigos, sino cogiendo in fra-
ganti, con las manos en la masa, a los infractores, por-
que determinadas cosas son de distinta manera. Creo
que esa es una garantía jurídica esencial en un Estado
de Derecho.

Usted sabe que en las grabaciones de voz las perso-
nas tenemos conversaciones que pueden representar
muchísimas veces solamente un estado de opinión, un
deseo, una subjetividad o incluso una fantasía. No se
puede dar valor probatorio a determinado tipo de con-
versaciones en un Estado de Derecho porque lo que in-
teresa son los hechos, no la incidencia mental. Sería
tanto como decir que el pensamiento delinque, y el
pensamiento nunca delinque, lo que importan son las
obras de las personas, no lo que les pasa a las personas
por el cerebro, sea o no enunciado lingüísticamente.
Desde luego, este proyecto de ley deja todo eso en un
desamparo brutal, en una comisión que, le vuelvo a re-
petir, no la van a formar personas indiferentes ni neu-
trales y pueden meter a muchísima gente en una serie
de armadanzas sin ningún tipo de garantías.

En definitiva, creo que la objetividad y la seguridad
palidecen en todo el proyecto de ley. Mire usted, que
haya edificios privados, no públicos, de carácter sensi-
ble, del Ministerio de Defensa o ciertas entidades ban-
carias o lo que se considere que efectivamente es sensi-
ble desde el punto de vista de la seguridad, que tengan
que aguantar videocámaras en sus fachadas, es un ele-
mento de intimidación para los propietarios, para los
vecinos. Uno se siente totalmente inseguro de lo que
está haciendo dentro de su casa legítimamente y den-
tro de la legalidad constitucional. Esto es así de claro,
gústele a usted o no.

Finalmente quiero decirle que es un misterio la ra-
zón que les lleva a regular todo esto y a mezclarlo con
algo que, cuando menos, es una intimidación respecto,
vuelvo a repetir, de la celebración de reuniones y ma-
nifestaciones. Yo no sé si vivo en un país ideal; es un
país que tiene muchísimos problemas, muchísimos
conflictos, pero le puedo asegurar que las manifesta-
ciones y reuniones, excepto en lo que es procacidad
oral, no pasan de ser algo que tiene que ser asumible
por un Estado de Derecho. Entonces, no sé a qué viene
mezclar la restricción de derechos ciudadanos de ma-
nifestación y responsabilizar a personas sin datos obje-

tivos. Le vuelvo a repetir que no es neutral el Estado ac-
tual. Si ahora, porque aparezca una bandera con estre-
lla, usted va a decir que eso es de determinada organi-
zación política o, porque aparezcan panfletos por me-
dio de no sé quién, usted va a decir que la responsabi-
lidad es de los que lo organizaron y no de los que lan-
zaron el panfleto para difundir el discurso ideológico,
este es un problema gravísimo.

El señor PRESIDENTE: Señor Rodríguez, le ruego
que concluya.

El señor RODRÍGUEZ SÁNCHEZ: Esto no es ca-
prichoso, lo vuelvo a repetir. Nosotros pensamos que el
actual ordenamiento jurídico es más que suficiente en
ese aspecto e incluso tiene muchos peligros, que usted
ya indicó. Si lo actual es infumable y usted lo legaliza
y, además, deja lo que es infumable e ilegal, imagínese
usted.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Rodríguez.
Señora Lasagabaster.

La señora LASAGABASTER OLAZÁBAL: Voy a in-
tervenir brevemente para hacer una pequeña réplica
sobre tres temas que se han suscitado en la respuesta
del ministro.

En primer lugar, cuando hablo de excepcionalidad,
como usted puede comprender, no hablo del régimen
de estado de excepción, hablo de que no es una cues-
tión generalizada sino un fenómeno muy concreto y
determinado, como ha dicho reiteradamente en su in-
tervención. ¿Qué significa eso? No me parece una téc-
nica legislativa muy adecuada establecer proyectos de
ley o leyes que afectan a todos los ciudadanos por un
fenómeno muy concreto y determinado cuando, ade-
más —voy a ser amplia—, según la gran mayoría de los
ciudadanos de todos los aspectos y ámbitos, es muy
discutible que este proyecto de ley sea eficaz para lo
que pretende.

Por otra parte, usted nos dice: No se preocupen, se-
ñores, porque no vamos a poner más cámaras; no va-
mos a poner más de las que hay; no vamos a poner más
cosas; no vamos a utilizarlo para otras cuestiones que
no sean éstas; vamos a ser muy restrictivos. Mi pro-
blema no es que confíe o no en lo que vaya a hacer el
consejero de Interior en su máxima responsabilidad o
el ministro de Interior en su máxima responsabilidad,
mi problema es que, existiendo una ley, esa ley sigue en
el futuro y puede ser utilizada por otras personas de
distinta visión o para otros efectos. Eso es lo grave, no
que se nos dé confianza o no y nos digan: No se preo-
cupen, no vamos a hacer nada más, no hay más video-
cámaras. El problema es que, cuando uno aprueba una
ley, esa ley puede tener efectos a posteriori, en el futuro
y, en ese sentido, puede dar lugar a consecuencias gra-
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ves que no se han previsto. Eso es lo que a nosotros nos
preocupa realmente.

Por otro lado, usted habla de eficacia. Ya sé que us-
ted conoce muy bien el tema, pero yo también lo co-
nozco porque vivo allí y conozco a personas que llevan
estos asuntos en los ambientes jurídicos, en los juzga-
dos, y realmente se cuestionan las dificultades jurídi-
cas que pueda ocasionar esta nueva ley. Esto habrá que
pensarlo. ¿Por qué? Porque todos sabemos que una
violencia organizada puede dar lugar a eludir las cá-
maras, a  dispersar la violencia en las ciudades y donde
hoy está concentrada en un lugar, ahora se va a disper-
sar. Y así muchísimas cosas, como problemas jurídicos
con las autorizaciones, por no entrar en detalles que no
tenemos por qué entrar aquí. Es decir, que hay muchos
problemas que hacen que sea discutible la eficacia de
esta cuestión.

Cuando habla usted de exageración autonomista,
yo creo que cada uno exagera lo que quiere, eso es evi-
dente, pero no pienso que sea exagerar que se exija el
cumplimiento o, cuando menos, se vigile que no se in-
cumpla determinada ley, como puede ser el estatuto de
autonomía. No me negará que, recogiéndose en el es-
tatuto de autonomía de forma muy clara, muy concisa
y muy concreta infinidad de cuestiones, hoy, 17 años
después, siguen estando incumplidas, con lo cual no
me negará que es como para desconfiar o, cuando me-
nos, para estar ojo avizor. Por lo cual creo que hablar
de exageración y de una cierta esquizofrenia no es pre-
cisamente nuestro caso cuando, después de 17 años,
cuestiones que están muy claras en una ley, no se han
cumplido.

Yo creo que cada uno tiene que ser consciente de
qué se está hablando y nuestro interés, desde luego, es
que se cumpla lo que se refleja en la disposición adi-
cional segunda, pero que no haya ningún concepto de
difícil o, cuando menos, de diferente interpretación
que permita anular o vaciar a una disposición adicio-
nal. Yo creo que eso no es exageración, sino estar vigi-
lantes por lo que hemos sufrido.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Lasaga-
baster.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.)
Por el Grupo Parlamentario de Coalición Canaria,

tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente,
señorías, en nombre de Coalición Canaria fijo nuestra
posición ante el debate de estas enmiendas, de totali-
dad y de devolución, que han presentado los grupos
que han intervenido, es decir, Izquierda Unida-Inicia-
tiva per Catalunya y, por el Grupo Mixto, el Bloque Na-
cionalista Galego y Eusko Alkartasuna.

La verdad es que esta ley, según la lectura que se
haga, es como interpretar una fórmula poliédrica. 

Coalición Canaria y este Diputado se ha situado en el
punto de vista constitucionalista, sin perder de vista
una correlación con la eficacia policial, pero también
con el realismo. Señorías, la proliferación de cámaras
o de videocámaras en las calles de todos los pueblos y
ciudades de España, es un fenómeno creciente: las po-
nen bancos, las ponen cuarteles, las ponen instalacio-
nes privadas, las ponen instalaciones públicas, unas
para vigilar fachadas, para prevenir cualquier tipo de
riesgo que entienda esa institución, militar, civil o cul-
tural, y que quiera tener un apoyo en la tecnología mo-
derna, por lo que es necesario ordenar la proliferación
de unos medios electrónicos de vigilancia en los espa-
cios abiertos urbanos. 

De aquí que nosotros nos situemos, en primer lugar,
en  resolver un fenómeno realista que necesita ordena-
ción legal, por lo que nos congratulamos de la primera
interpretación que, en esta lectura de las muchas que
se pueden hacer de este proyecto de ley, ha hecho el se-
ñor Ministro de Interior: una ley garantista, es decir, ir
a las garantías. Claro que se pueden hacer otras lectu-
ras y las han hecho legítimamente otros grupos parla-
mentarios en la Cámara. Como demócrata, yo quiero
que la policía sea eficaz, constitucional y, por tanto, de-
mocrática. 

Tenía mis dudas, como Diputado, sobre si este pro-
yecto de ley tenía que haber entrado por la Comisión
Constitucional y no por la de Justicia e Interior, y la
verdad es que cualquier ministro del Gobierno, pero,
en este caso, la Ministra de Justicia o el Ministro de In-
terior, podían hacerlo en su área específica, porque,
desde luego, para mí, son fundamentales las garantías
de derechos constitucionales.

Lo que ocurre es que en este momento, ante la pro-
liferación de videocámaras, no había ninguna regula-
ción que me diera a mí como ciudadano, y a los res-
tantes ciudadanos, unas garantías de protección para
no dejarme indefenso ante quien tiene videocámaras
en la calle, en ayuntamientos que incluso ni exigen li-
cencia municipal para instalar videocámaras en las ca-
lles y sí han sido a veces muy celosos para regular el ca-
ble en las transmisiones de televisión u otros artilugios
que se ponen en las calles, para los que exigen licencia
municipal y el pago del correspondiente derecho de
acuerdo con las ordenanzas municipales respectivas.
Esta proliferación está conculcando los derechos de
privacidad y de intimidad, y aquí nosotros damos
nuestro primer apoyo, por estas razones, a este pro-
yecto de ley del Gobierno.

Dicho esto, quiero añadir que Coalición Canaria ha
presentado ocho enmiendas al articulado de este pro-
yecto de ley, porque entendemos que hay insuficien-
cias y deficiencias que son fundamentales en la línea
de garantizar estos derechos y libertades. 

Al final, escuchando al señor Ministro de Interior,
se me han disipado las dudas hasta de que él fuera el

– 1572 –

CONGRESO 31 DE OCTUBRE DE 1996.–NÚM. 36



idóneo para hacer esta presentación, pero he enten-
dido que las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Es-
tado deben recibir la doctrina o el criterio de su Mi-
nistro de Interior con los pies bien puestos en los de-
rechos y libertades fundamentales de la Constitución
Española, para dar por vía de ejemplaridad la lección
de comportamiento a las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad del Estado, en cuyas manos técnicas —porque
va a ser el que esté en el monitor o el que recoja la
cinta de la grabación— va a estar la posibilidad de
conculcar los derechos constitucionales, y necesitan
que los mandos ejerzan esta función de ejemplaridad.
Esto es fundamental, hasta tal punto, señor ministro,
que creo que una de las insuficiencias de la ley es el
artículo 10, de infracciones y sanciones; contiene
unas disposiciones, a nuestro parecer, muy débiles, y
aunque en la disposición final octava se habla de lo
que se consideran faltas graves y muy graves en las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, no ol-
vide, señor ministro, que en la disposición adicional
segunda se da entrada no solamente a fuerzas y cuer-
pos de seguridad propios de las comunidades autóno-
mas, sino a las policías locales, las que dependen de
las corporaciones locales. Tienen que sentirse tam-
bién los policías municipales implicados con faltas le-
ves, graves o muy graves en la conculcación de dere-
chos en los que incurran con los soportes de visuali-
zación o de sonido de las imágenes que tomen en la
calle. Porque todos podemos estar pensando a lo me-
jor en una casuística que mueve esta ley en el País
Vasco y nos estamos olvidando de la casuística de ac-
tuaciones municipales y de alcaldes en otras localida-
des de cualquier latitud española que pueden utilizar
también en otro sentido esta ley y verse liberados de
una penalización para las policías municipales que se
dediquen a llenar su ciudad de videocámaras, tam-
bién conculcando derechos, pero al amparo de una
falsa interpretación.

Por todo esto, señor ministro, señores Diputados,
creemos que la ley es garantista, que la ley es perfec-
cionable —ahí está el bloque de enmiendas—, que hay
que evitar la extralimitación del celo policial muchas
veces, que esto viene a regular la propia destrucción de
los soportes, que es necesaria de alguna manera una
mentalización al respecto y que la ley define perfecta-
mente el bien jurídico a proteger. El bien jurídico a
proteger que Coalición Canaria ha interpretado que
está en esta ley no es una eficacia policial que puede
extralimitarse, sino precisamente las garantías, los de-
rechos fundamentales y las libertades de los ciudada-
nos en cuanto a su intimidad y su privacidad, y al
mismo tiempo conseguir que los medios tecnológicos
de innovación, que deben estar al servicio de toda poli-
cía moderna, no conculquen, no se extralimiten por un
exceso de celo profesional o por un mal entendido
principio de la eficacia policial. En cualquier caso de

duda, nosotros creemos que las regulaciones deben dar
estas garantías. 

Una de nuestras enmiendas, señor ministro, es pre-
cisamente, recogiendo observaciones de órganos de
opinión que ha consultado el Gobierno, para pedir más
la presencia del Ministerio Fiscal que el ámbito juris-
diccional de jueces y magistrados, para evitar después
problemas en los contenciosos y en las recusaciones.
Nosotros creemos que una de las deficiencias que tiene
que superar la ley es regular perfectamente esta comi-
sión que va a dar el dictamen y que en esa comisión, a
nuestro juicio, debe estar más el Ministerio Fiscal que
un juez o magistrado de las audiencias territoriales o
de los tribunales superiores de justicia.

El señor PRESIDENTE: Señor Mardones, le ruego
que vaya concluyendo.

El señor MARDONES SEVILLA: Termino inme-
diatamente, señor Presidente.

Por creer que es mucho mejor el planteamiento ju-
rídico que trae la ley, la intencionalidad de esta protec-
ción, nosotros, señorías, vamos a votar en contra de las
enmiendas presentadas por los grupos que lo han he-
cho y vamos a apoyar, con la intención de perfeccio-
narlo en el trámite de Ponencia y Comisión con nues-
tras enmiendas, este proyecto de ley que consideramos
no solamente necesario sino imprescindible para las
garantías de los ciudadanos.

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor
Mardones.

Por el Grupo Parlamentario Vasco (PNV) , tiene la
palabra la señora Uría.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: Gracias, señor
Presidente.

Intervengo para anunciar la oposición del Grupo
Vasco a las enmiendas presentadas a la totalidad.

Quiero empezar manifestando mi convicción de
que en las intervenciones parlamentarias debe utili-
zarse el lenguaje acorde con el tipo de actividad de
que se trate. Cuando se trata de la faceta del control al
Gobierno, preguntas, defensa de interpelaciones, in-
tervenciones en comparecencias de altos cargos, es
lógico y lícito el empleo de un lenguaje más libre, más
exaltado, si se quiere, o incluso menos riguroso en
pro de la consecución del efecto crítico o laudatorio
buscado. Pero cuando se trata de la tarea legislativa
es exigible en las intervenciones el empleo del len-
guaje ceñido a su estricto significado. Estamos en el
inicio del proceso de elaboración de una norma jurí-
dica del más alto rango, de una ley orgánica, y el rigor
y la precisión en el debate son absolutamente exigi-
bles en este foro.
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Esta afirmación va a constatar que las descalifica-
ciones de inconstitucionalidad al texto, efectuadas en
las enmiendas a la totalidad, no han salido del terreno
de lo coloquial, sin ningún contraste con el alcance
doctrinal de los preceptos constitucionales o con la in-
terpretación y alcance dados a los mismos por el Tri-
bunal Constitucional.

No estamos en una tertulia, dicho sea con todo el
respeto a las mismas —de alguna de las cuales me con-
fieso asidua seguidora— sino ante la tarea de abordar
la elaboración de una ley orgánica. Seamos, pues, pre-
cisos.

A juicio de mi grupo dos son las cuestiones a valorar
en este trámite: primero, si la norma prevista es nece-
saria, es decir, si aborda una realidad social necesitada
de regulación, si existe una necesidad sentida de nor-
mativizar un fenómeno cualesquiera ya existente.Y, en
segundo lugar, si la regulación que se propone res-
ponde a unos parámetros de constitucionalidad y
aborda, con eficacia y acierto, aquello que se pretende
normar, en el bienentendido supuesto de que, respecto
de este segundo aspecto, son posibles todo tipo de me-
joras en el devenir parlamentario del proyecto por la
vía de enmiendas ya presentadas y posibles consensos
suscitados en los distintos trámites de Ponencia y Co-
misión.

Abordo la primera cuestión: la necesidad de la
norma. Desde mi punto de vista, el proyecto de ley or-
gánica que se enmienda de totalidad pretende introdu-
cir el principio de legalidad, aplicar el principio de le-
galidad a una actividad lícita ya existente. El artículo
19.2 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, Ley
sobre protección de la seguridad ciudadana, establece
que para el descubrimiento y detención de los partíci-
pes en un hecho delictivo causante de grave alarma so-
cial, se podrán establecer controles en las vías, lugares
o establecimientos públicos, al objeto de proceder a la
identificación de las personas que transiten o se en-
cuentren en ellos. Controles entre los que están inclui-
dos, sin violentar el texto, las videocámaras, fijas o mó-
viles.

De igual forma, el artículo 11, letra h), de la Ley Or-
gánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos
de Seguridad del Estado, les atribuye a éstas la función
de captar, recibir y analizar cuantos datos tengan inte-
rés para el orden y la seguridad pública.También la
Ley 23/1992, de Seguridad Privada, permite procedi-
mientos de videovigilancia, y el reglamento dictado en
su desarrollo por el último Gobierno socialista impone
su uso en determinados establecimientos, joyerías, ga-
solineras, bancas —por cierto, en norma de insufi-
ciente rango— para establecer el adecuado sistema de
garantías. Pese a ello, como manifiesta el Tribunal
Constitucional en la sentencia 143/1994, que remite a
otras anteriores, la ciudadanía no siente invadida la es-
fera de su intimidad personal, delimitada según las

pautas de nuestra cultura. Por no hablar ya de las gra-
baciones amparadas en la normativa de espectáculos
deportivos, sin ninguna posibilidad de control ulterior
por los espectadores grabados. 

La ley, proyectada con el carácter de orgánica, pre-
tende abordar una realidad ya existente para rodearla
de garantías, de todas las que sean necesarias, para
proteger la esfera constitucionalmente garantizada
respecto de las personas.

Es posible afirmar que existe cierto paralelismo
conceptual, contemplado por cierto en el proyecto, en-
tre los medios mecánicos de captación de imágenes y
los medios informáticos, con la diferencia de que estos
sí tienen tratamiento constitucional específico. El ar-
tículo 18 de la Constitución, en su apartado 4, se de-
dica a este aspecto y ha tenido desarrollo posterior en
la Ley Orgánica de tratamiento automatizado de datos
de carácter personal.

El propio artículo 18 de la Constitución, al consa-
grar la garantía del derecho a la intimidad personal y
familiar y a la propia imagen, desdobla este derecho en
dos facetas, en los apartados 2 y 3; sólo dos aspectos
que son manifestación del núcleo esencial de este dere-
cho: la inviolabilidad del domicilio y el secreto de las
comunicaciones. Estos dos aspectos son escrupulosa-
mente respetados por el texto que se propone. En estos
casos la Constitución exige mandamiento judicial para
incidir en ellos y no cabe hacerlo con las finalidades
preventivas, como ocurre con lo previsto en el pro-
yecto, sino que el mandamiento judicial sólo podrá
otorgarse en el caso de indicios racionales de existen-
cia de hecho delictivo.

En todo caso, no puede decirse ni deducirse del ar-
tículo 18 que el derecho a la propia imagen, en cuanto
límite del obrar ajeno, comprenda un derecho incondi-
cionado y sin reservas a permanecer en el anonimato.
El Tribunal Constitucional tiene establecido en su Sen-
tencia 170/1987 que los derechos a la intimidad perso-
nal y a la propia imagen salvaguardan un espacio de in-
timidad que queda sustraído a intromisiones extrañas
pero que no revisten carácter absoluto, sino que su lí-
mite resulta de otros derechos fundamentales y de las
leyes que desarrollen los mismos, pudiendo ceder ante
intereses constitucionalmente relevantes siempre que
el recorte que hayan de experimentar aparezca como
necesario para lograr el fin legítimo previsto (senten-
cias 57 y 143/1994), y con arreglo a un sistema de ga-
rantías legalmente previsto. A establecer estas garan-
tías viene llamado el proyecto que examinamos hoy.

El señor PRESIDENTE: Señora Uría, le ruego que
vaya concluyendo.

La señora URÍA ECHEVARRÍA: El Consejo Consti-
tucional francés, al analizar la llamada Ley Pasqua, de
21 de enero de 1995, declaró a ésta expresamente cons-
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titucional y respetuosa de las libertades individuales, y
en interesantísimo planteamiento sostiene que la utili-
zación de estas tecnologías vinculadas a la seguridad
ciudadana, no inciden en la esfera de la privacidad,
cuya garantía constitucional expresa se circunscribe
no sólo a dos manifestaciones, como son  la inviolabi-
lidad del domicilio y el secreto de las comunicaciones,
sino que incide en la esfera de la libertad. Es en este
ámbito donde se hacen precisas las cautelas que el
Consejo Constitucional francés traduce en el respeto
escrupuloso del principio de proporcionalidad; pro-
porcionalidad que aparece recogida tanto en la exposi-
ción de motivos de la ley como en el apartado 1 del ar-
tículo 6 del proyecto, como primer criterio de utiliza-
ción de las videocámaras, y en el artículo 4 como crite-
rio de autorización de instalaciones fijas, siguiendo así
las recomendaciones de la Agencia de Protección de
Datos del Consejo General del Poder Judicial y del
Consejo de Estado, cuyos informes han contribuido a
la mejora del anteproyecto, ya que sus atinadas obser-
vaciones han sido acogidas en todos los casos.

Quisiera referirme, con el permiso de la Presiden-
cia, y por no extenderme en el articulado, a dos aspec-
tos que me han llamado la atención de las enmiendas a
la totalidad. En relación con la enmienda de Izquierda
Unida, me referiré a la prevención de si se trata de una
norma de excepción para ser aplicada en una sola
parte del territorio. Si la sospecha viene motivada por
el acuerdo con el departamento de Interior del Go-
bierno vasco, debo manifestarle que tal acuerdo viene
fundamentado en que en la actualidad sólo hay una po-
licía, además de las policías estatales, que está en con-
diciones, por su carácter de policía integral y sus com-
petencias en materia de orden público, de hacer uso de
estos elementos. Es, por tanto, lógico, e incluso obli-
gado, que el responsable de esta policía, de la Ert-
zanza, promueva y actúe de común acuerdo con el Mi-
nisterio de Interior la iniciativa legislativa de que se
trata.

Los recelos de la Diputada de Eusko Alkartasuna so-
bre la invasión competencial creo que se salvaguardan
con la observación de que la referencia a las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad del Estado lo son, en el ámbito
de la comunidad autónoma, a la Ertzanza, y que el que
el artículo 3.2 carezca de rango orgánico supone que lo
en él establecido, en cuanto a la articulación orgánica,
será objeto de regulación propia, con el rango que sea
necesario, por la Comunidad Autónoma Vasca.

Quiero terminar esta intervención haciendo refe-
rencia a lo manifestado por un ex consejero de Justicia
del Gobierno vasco, socialista, fino jurista, con larga
trayectoria en la defensa de los derechos humanos,
cuando le fue requerida una valoración sobre el pro-
yecto de videovigilancia, y que hago mío, con su per-
miso. Decía: Aunque hay que estar vigilantes frente a
los excesos del poder, es preciso que adoptemos una

actitud de confianza en el comportamiento de nuestros
órganos democráticos, no prejuzgando siempre la in-
constitucionalidad de sus actos.

Con este criterio el Grupo Vasco apoya la tramita-
ción del proyecto y rechaza las tres enmiendas de tota-
lidad.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señora Uría.
Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència

i Unió), tiene la palabra el señor Guardans.

El señor GUARDANS I CAMBÓ: Señor Presidente,
señorías, no es ésta una iniciativa legislativa que pueda
ser recibida con indiferencia por ningún grupo parla-
mentario. No puede ser recibida con apatía, con asep-
sia, como si se tratara de una iniciativa cualquiera, ante
todo, porque el problema que la justifica, incluso el he-
cho de que se esté tramitando por la vía de urgencia,
nos recuerda a todos que tenemos un determinado pro-
blema que afecta a una parte del territorio pero que, sin
embargo, es un problema de todos; y, por otro lado,
porque se trata de un proyecto de ley que está poniendo
en juego cuestiones absolutamente básicas de lo que
denominamos el espacio de libertad de cada ciuda-
dano. Estamos, sin duda, ante una verdadera injerencia
del Estado. Ha sido el ministro —yo no me hubiera
atrevido hacerlo— quien se ha referido a George Orwell
y al ‘gran hermano’. Efectivamente, este proyecto de ley
nos suena a ‘gran hermano’. Pero es evidente también
que la sociedad evoluciona y, si con ella lo hacen las tec-
nologías, las fuerzas de seguridad en su lucha contra la
criminalidad y, en general, en su defensa de los dere-
chos y libertades de las personas, también tienen que
poder disponer de nuevos medios técnicos.

Estamos, por tanto, ante un conflicto que se repite
periódica y sucesivamente entre libertad y seguridad,
conflicto muy antiguo que de nuevo se pone sobre la
mesa. Aquí está en juego claramente el derecho a la in-
timidad porque, y hay que decirlo desde este preciso
instante, también hay derecho a la intimidad en la ca-
lle. Por tanto, sí está en juego aquí el derecho a la inti-
midad. Ya lo puso de relieve en su momento la Au-
diencia Provincial de Bilbao, destacando cómo no todo
lo que los ciudadanos puedan desarrollar en la calle, en
público, son  actividades públicas, en cuanto activida-
des contrapuestas al espacio íntimo, como si, por el he-
cho de desarrollarse en la calle, no fueran actividades
privadas o absolutamente íntimas. 

Decía la Audiencia Provincial de Bilbao en una sen-
tencia importante en este contexto, que evidentemente
suscribimos en su integridad, que existen manifesta-
ciones públicas de esferas privadas. Por tanto, la vigi-
lancia indiscriminada en el ámbito público sería una
verdadera injerencia abusiva por parte de los poderes
públicos. Ahora bien, todos los derechos, y éste tam-
bién, tienen un límite.
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Hay que recordar que el propio Convenio Europeo
de Derechos Humanos, tanto en el propio texto de su
articulado como en el protocolo adicional, admite, des-
pués de reconocer a toda persona el derecho al respeto,
a la vida privada y familiar, la posibilidad —cito lite-
ralmente— de injerencias previstas en la ley que cons-
tituyan una medida que, en una sociedad democrática,
sea necesaria para la seguridad social, la seguridad pú-
blica, el bienestar económico, la salud, la moral o la
protección de los derechos y libertades de los demás.
Eso también es protección de los derechos humanos,
puesto que no sería correcto entender que se trata de
derechos sin límites. Es decir,  en una sociedad demo-
crática la ley puede permitir, autorizar, tolerar, con to-
das las garantías, determinadas limitaciones a dere-
chos fundamentales, pero sabiendo que son eso: limi-
taciones  a derechos fundamentales. 

Ahí está también, citada por mi predecesora en el
uso de la palabra, la decisión del Consejo Constitucio-
nal francés, al hilo de una ley francesa, bastante simi-
lar en su fundamentación, y en algún caso incluso en
su texto literal, a la que aquí discutimos. El Consejo
Constitucional francés, cuya jurisprudencia nos me-
rece toda la confianza en su defensa de los derechos
fundamentales, evidentemente inspirado en una men-
talidad jurídica y social, podríamos decir, práctica-
mente idéntica a la nuestra,  defendió la posibilidad de
la validez de esta ley siempre y cuando se articularan
las oportunas garantías. 

Es cierto, por tanto, que esta ley, como cualquier
otra que intente regular este tema, suscita determina-
dos interrogantes, y los suscita, primero, porque es ine-
vitable el uso de determinados conceptos jurídicos in-
determinados —y valga la contradicción— acerca fun-
damentalmente del cómo y del cuándo de la posibili-
dad del uso de videocámara, un uso que nos parece ab-
solutamente imposible de eludir. Sería imposible que
la ley detallara los supuestos más allá de fijar unos
principios que deberán ser puestos en práctica. Y ahí
entra en juego el segundo riesgo: que la puesta en prác-
tica de esta ley, que depende en última instancia de
personas concretas que deberán tomar las decisiones
de su aplicación, la búsqueda de la eficacia puede ha-
cer perder en algún caso concreto —y uno sólo ya sería
dramático— el carácter absolutamente excepcional de
la norma, el carácter limitativo de derechos que tiene
la instalación de cámaras en la calle.

Hay, por tanto, riesgos, hay, por tanto, interrogan-
tes abiertos, y todo ello hace que entendamos perfecta-
mente el planteamiento en el que se fundamentan las
enmiendas a la totalidad que en este momento debati-
mos.

No entendemos que sean las enmiendas a la totali-
dad presentadas a este proyecto de ley críticas absur-
das, críticas sin fundamento, o simple ataque demogó-
gico por intereses políticos; no lo vemos así. Efectiva-

mente, creemos que tenemos la razón política de nues-
tro lado, y la razón jurídica incluso, para oponernos a
tales enmiendas a la totalidad.

El señor PRESIDENTE: Señor Guardans, le ruego
que vaya concluyendo.

El señor GUARDANS I CAMBÓ:  Termino, señor
Presidente.

Pero, aun así, no pretenderemos ser dogmáticos, y
creemos que, efectivamente, tales enmiendas pueden
tener su justificación, como lo tiene en su conjunto la
cierta suspicacia, o incluso me atrevería a decir temor,
con que la opinión pública recibe este proyecto de ley.

La cuestión es: ante los riesgos reales que este pro-
yecto de ley plantea, ¿qué hay que hacer? ¿Retirar la
ley simplemente, o introducir más garantías y poste-
riormente exigir su cumplimiento? Porque, efectiva-
mente, la única alternativa a la aprobación de este pro-
yecto de ley —y, en su caso, mejorado con las oportu-
nas garantías— es la prohibición de todo lo que hoy
está ocurriendo, es decir, la prohibición de la utiliza-
ción de vídeocámaras y, dado que eso no está en juego
y eso no ha sido puesto sobre la mesa por ningún par-
tido político, por ningún grupo presente en esta Cá-
mara, lo oportuno es tramitar este proyecto de ley, eso
sí, mejorándolo en su redacción y en las garantías que
impone. No en vano nuestro grupo ha presentado 18
enmiendas para mejorar este proyecto de ley. Preferi-
mos contribuir, a través de nuestras enmiendas —y,
evidentemente, en muchas ocasiones, de la aceptación
de enmiendas propuestas por otros grupos-, a la me-
jora de este texto, que dejar sin regulación legal un pro-
blema que está ahí y que no puede ser eludido.

Tenemos, pues, la confianza de que la ley salga de
esta Cámara con mayores garantías; que, por un lado,
reduzcan al máximo los riesgos que la ley, tal como
está hoy redactada, tiene y que, evidentemente, seguirá
teniendo en la medida, como decía, que utiliza concep-
tos que no pueden ser absolutamente precisados. En
segundo lugar, que limite la discrecionalidad que en
este momento existe, particularmente en el ámbito de
las cámaras móviles, pero también en las cámaras fi-
jas, exigiendo el máximo control. En tercer lugar, que
se incremente la responsabilidad, que no quede más o
menos vaga la responsabilidad por parte de los agentes
—en el sentido amplio de esta expresión—, como acto-
res que deben implementar esta ley y que, por tanto, la
responsabilidad penal en caso de infracciones, de mal
uso de las cintas obtenidas a través de estos aparatos,
tenga las máximas consecuencias penales que el orde-
namiento permita, porque estamos ante un tema muy
serio. Y, en cuarto lugar, asegurando la plena tutela ju-
dicial de los ciudadanos, articulando y poniendo clara-
mente sobre la mesa el hecho de que estamos ante de-
rechos fundamentales y, por tanto, poniendo en rela-
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ción esta ley con el sistema que tiene nuestro sistema
jurisdiccional, desde la Constitución, de protección de
derechos fundamentales, con un procedimiento suma-
rio dirigido a este fin. 

Están en juego, por tanto, valores muy serios, y
compartiendo, por tanto, como compartimos la razón
de ser de la ley, aportaremos todo nuestro esfuerzo
para que la ley que salga de su tramitación parlamen-
taria sea mejor que el proyecto que ha entrado, pero no
obste a la finalidad que pretende.

Antes de terminar y en otro orden de cosas —pero
quería dejar constancia de ello-, querria mostrar la sa-
tisfacción de nuestro grupo por lo que se refiere a la gé-
nesis misma de este proyecto. No tiene mucho que ver
con lo que es el contenido de la ley, pero quería mani-
festarlo. Nos parece un espléndido precedente que el
Gobierno de la nación haya hecho suya una iniciativa
sentida por un gobierno autonómico, y no sólo eso,
sino la propia experiencia que un gobierno autonó-
mico tenía, y de ahí surja un proyecto de ley en un ám-
bito en el que sólo esta Cámara podía pronunciarse.

Por tanto, no sólo por el orígen que tenga este pro-
yecto de ley, sino por su contenido debidamente pre-
feccionado, incluyendo las oportunas garantías, noso-
tros daremos, en su momento, el apoyo al texto y, por
ello, debemos oponernos a las enmiendas a la totali-
dad.

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Guardans.
Por el Grupo Parlamentario Socialista, tiene la pala-

bra el señor Barrero.

El señor BARRERO LÓPEZ: Gracias, señor Presi-
dente.

Señorías, señor ministro, en nombre de mi grupo
quiero fijar la posición y fijarla con claridad. No le
debe extrañar a S.S. que haya habido enmiendas de de-
volución, porque no es un proyecto de ley cualquiera,
señor ministro. En la sede parlamentaria donde se ga-
rantiza, por encima de todo, las libertades, los dere-
chos fundamentales de la Constitución, el título II y,
entre ellos, el artículo 18.1, el que muchos miembros
de la Cámara estén preocupados, y estoy seguro de que
usted también, porque podamos poner en vigor una ley
que puede tener alguna incidencia sobre las libertades
públicas de los españoles, debe ser, sin duda alguna,
motivo de preocupación. No debe extrañarle, pues, se-
ñor ministro, que tres grupos parlamentarios hayan
entendido que ni siquiera es oportuna la ley. Es decir,
que no sólo no garantiza lo que intenta garantizar, que
es que lo que existe tenga algún tipo de garantía —que
es la formulación a través de la cual justifica usted fun-
damentalmente el proyecto-, sino que además no lo
ven oportuno políticamente. No es nuestro caso, señor
ministro. Nosotros sí vemos el proyecto oportuno polí-

ticamente. La oportunidad de un proyecto es lo que
debe mover a un grupo a decidir sobre su devolución o
no. Por tanto, entendemos que el proyecto es opor-
tuno.

Sí estamos de acuerdo con S.S. en que existe una
grave situación en algunas zonas de nuestro país con
referencia a la violencia y al vandalismo callejero. No
estoy muy seguro, señor ministro, de que sea plausible
su frase en el sentido de que considera un orgullo que
un grupo parlamentario —nada más un grupo parla-
mentario—, que tiene sólo competencias como go-
bierno en una zona muy concreta del territorio espa-
ñol, haya llegado con usted a acuerdos puntuales. Por-
que el tema de la violencia hasta tal punto debe preo-
cupar a un demócrata, o, dicho de otra manera, porque
el coraje de un demócrata en ocasiones se consolida o
se define en función de su energía frente a la violencia,
me extraña que S.S., en lugar de sentirse solamente or-
gulloso por ese tipo de pactos concretos y extraparla-
mentario —o así lo he entendido yo—, no venga a esta
Cámara solicitando el consenso de todos los grupos
parlamentarios para un problema que es de todos los
grupos parlamentarios. Luchar, señor ministro, contra
la violencia es un problema de todos nosotros, y sentir
especial orgullo en este Parlamento —no digo fuera de
este Parlamento; en este Parlamento, donde reside la
soberanía popular— por haber llegado a acuerdos con-
cretos con sólo un grupo parlamentario, no nos parece
que sea de recibo dentro de este Parlamento. Yo confío
en que usted me entienda perfectamente. Estoy de
acuerdo con que usted llegue a todo tipo de consensos,
cuantos más, mejor, con cuantos más grupos, mejor, y
que la suma de todos los minoritarios sea para usted de
interés, pero es aquí donde hay que consensuar los te-
mas de la violencia y luchar contra ella en términos de-
mocráticos. Porque este proyecto de ley, señor minis-
tro, va a ser objeto de estudio en este Parlamento. Us-
ted necesita que todos los grupos entiendan su men-
saje. Y nosotros necesitamos que usted entienda el
nuestro, que me gustaría que fuera muy claro. No tiene
garantía suficiente la ley. Puede resultar oportuna,
pero no es suficiente garante del título II de la Consti-
tución. Si nosotros no pedimos la devolución, no es
porque consideremos que el cúmulo de no garantías
sea excesivo, sino porque pensamos que, dentro de la
responsabilidad, éste, el Parlamento, es el lugar para
hacer que esta ley tenga garantías suficientes para los
ciudadanos, que seamos capaces de mandar a los ciu-
dadanos el mensaje de que el Parlamento, todos, todas
las voluntades, cuanto más mayoritorias mejor, que
usted pueda captar, son capaces de decir a los ciuda-
danos que, después del trámite parlamentario, aquello
que puede hacer que algunos de ellos, sensibles, como
no puede ser por menos, a las libertades, se escandali-
cen, va a ser suficientemente regulado para que todos y
cada uno tengan sus libertades y sus derechos signifi-
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cativamente garantizados, y lo hacemos por responsa-
bilidad, señor ministro.

Ya desde sus primeras intervenciones en Pleno y
Comisión le advertimos que el Grupo Parlamentario
Socialista iba a apoyarle, iba a ayudarle, iba a consen-
suar con S.S. y con su Gobierno todos aquellos temas
de seguridad, porque entendíamos que incidían en to-
dos los españoles y que, además, precisaban del
acuerdo mayoritario de los grupos importantes de la
Cámara. Se lo hemos dicho; hoy se lo repetimos, pero
déjeme, señor ministro, por cierto, sin nostalgia al-
guna, que ponga de manifiesto la distinta posición de
este grupo —ahora en la oposición— respecto a lo que
hacía el grupo de S.S. hace apenas unos meses. En los
últimos dos años nadie subió a esa tribuna, ninguno de
sus portavoces en temas de seguridad —temas que re-
querían el apoyo de todos— subió a esa tribuna a ayu-
dar, a auxiliar, a excitar el trabajo del Gobierno en es-
tos temas. Nunca, jamas; nunca hubo un portavoz de
su grupo que intentara, y tampoco en esto, darse
cuenta de que estábamos frente a un problema de Es-
tado, frente a un problema de seguridad de los españo-
les y, consecuentemente, de garantía de sus libertades.
Le pondré algún ejemplo. El artículo 19 de la Ley de
Seguridad Ciudadana ya contempla este supuesto, ya
da posibilidades a los jueces y a la policía para que ins-
trumentalicen este útil...

El señor PRESIDENTE: Señor Barrero, le ruego
que vaya concluyendo.

El señor BARRERO LÓPEZ: Termino, señor Presi-
dente.

... este utillaje nuevo que usted nos trae, que es
nuevo en parte: las instalaciones fijas. El artículo 19,
que, como usted recordará, tuvo críticas voraces —ab-
soluta demagogia-, tenía, sin embargo, señor ministro,
más garantías que esta ley. Por eso, para nosotros, el
no apoyar aquí las enmiendas de devolución es un acto
de responsabilidad; un acto de responsabilidad, señor
ministro. Pero sí queremos advertirle o, si a usted le
parece mejor, ayudarle en algunas cuestiones. Vamos a
trabajar parlamentariamente. Además, sin duda, para
usted será una satisfacción que yo le anuncie que he-
mos enmendado prácticamente todos los artículos,
porque hay cosas que nos preocupan.

Le voy a hacer un relato corto de algunas preocu-
paciones, de algunos problemas. Nos preocupa, por
ejemplo, que se grabe el sonido, porque el sonido, la
conversación, no tiene divisiones entre pública o pri-
vada, no tiene divisiones entre espacio público o pri-
vado; la conversación es prácticamente la misma en el
domicilio de cada uno que en el jardín, que en el par-
que público de una ciudad española, y no tiene excesi-
vas consecuencias a nivel policial. No le voy a hablar de
ley mordaza, no le voy a decir que esto podría suponer

una ley mordaza, porque no es nuestro estilo, pero sí
quiero advertirle que éste puede ser un problema que
dé motivos para la declaración de inconstitucionalidad
de toda la ley o, al menos, eso creemos los socialistas.

Además, queremos —y queremos ayudarle en ello,
señor ministro— que los criterios de autorización de
las videocámaras sean garantistas hasta tal punto que,
a los que ya aparecen en el proyecto —el de idoneidad
y, no podía ser menos, el de proporcionalidad-, se su-
men los de necesidad y subsidiariedad; es decir, que re-
almente haya un objetivo concreto y que no haya otra
fórmula para conseguir la paz en determinados luga-
res, como consecuencia de determinadas presunciones
o sospechas, que no sea a través de la utilización de las
videocámaras, sean fijas o sean móviles. Y subsidiario,
que no significa otra cosa que el que no haya otro ins-
trumento para utilizar a la hora de garantizar la segu-
ridad de los ciudadanos. Porque no hagamos, señor
ministro, un pan como unas tortas; no justifiquemos la
falta de profesionalidad de algunos, porque ahora da-
mos un instrumento para hacer más fácil su negligen-
cia. Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado
también tienen que estar en la calle; no se trata sólo de
que puedan visionar las algaradas callejeras, sino que,
cuando las conocen, tienen que atrapar al delincuente.
Por tanto, tiene que ser subsidiario. No limita ni com-
pensa la negligencia de fuerzas y cuerpos de seguridad
o de ámbitos judiciales, que usted conoce.

El señor PRESIDENTE: Señor Barrero, le ruego
que concluya.

El señor BARRERO LÓPEZ: Sí, señor Presidente.
Queremos incrementos en la comisión, no hacemos

teoría excesiva del tema del magistrado o no en la co-
misión. En términos jurídicos, ese tipo de cuestiones
suelen plantear algo que seguramente usted conoce,
que es la falta de imparcialidad objetiva, porque segu-
ramente algunas de las decisiones que pueda adoptar
este magistrado después van a ser objeto de cambio o
no en el juzgado de instrucción y, por tanto, la decisión
va a tener un plus frente a esa segunda instancia. Pero
de ello tampoco hacemos un debate excesivamente im-
portante. Nosotros pensamos que puede ser mejor el
fiscal general del Estado, pero debe contar con un
miembro de la Agencia de Protección de Datos, por
ejemplo, que ustedes han olvidado, que es una garantía
que este Parlamento puso para este tipo de cuestiones
hace ya unos cuantos años. 

Sobre todo, señor ministro, deje que este grupo y el
Parlamento le ayuden para que, desde el Parlamento, y
no por vía reglamentaria, decidamos también cuáles
son las competencias. No nos remitamos a la vía regla-
mentaria porque, además, si nos remitimos a ella va a
ser un problema para ustedes. Para dar esa imagen de
unión de que todos estamos de acuerdo en garantizar
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las libertad, a través de la seguridad, dejemos que este
Parlamento, con sus competencias, decida cuáles son
las competencias del Consejo en este tipo de materias,
tanto a nivel consultivo como de decisión o de utiliza-
ción de las cintas de las videocámaras.

A pesar de su esfuerzo por argumentar en contrario
desde esta tribuna, nos preocupa mucho, señor minis-
tro, la disposición adicional, si no recuerdo mal, rela-
tiva al derecho de reunión y manifestación con nueva
regulación. A través de ella se permite que, de manera
subsidiaria, quienes no son autores de los hechos, pue-
dan responder sobre ellos. Esto, además de ser anti-
constitucional, señor ministro, porque existen senten-
cias del Tribunal Constitucional que ponen de mani-
fiesto con absoluta claridad que nadie puede ser res-
ponsable sino de los hechos que realiza, lo cual parece
de absoluta evidencia, puede incidir en algo que a us-
ted, que es demócrata, le resulta especialmente que-
rido y que no hace mucho todavía fue objeto de
enorme lucha por parte de los demócratas de este país;
algo que significa la raíz y el centro seguramente de un
Estado democrático: la capacidad de reunirte y la ca-
pacidad de manifestarte en proporción a la reivindica-
ción de tus propios derechos. Nos preocupa profunda-
mente, señor ministro, este tipo de regulación, que,
presumimos, también pudiera considerarse, en este as-
pecto concreto, como inconstitucional.

Termino ya, señor Presidente, con dos ideas que
quiero recalcarle, señor ministro. Queremos ayudarle,
no puede ser de otra manera, señor ministro, no es nin-
gún esfuerzo; estamos hablando de temas de seguridad.
Pero también queremos advertirle que somos bastante
escépticos con los niveles de eficacia que pueda significar
esta ley y, por tanto, su aplicación. Queremos advertirlo,
porque no seríamos honestos con nosotros mismos si no
lo hiciésemos. Sobre todo pensando —y usted ya es un
especialista en temas de seguridad; no ya, lo era antes—
en que la instalación de las cámaras fijas puede crear
problemas graves no sólo en domicilios, en instalaciones
públicas, sino en zonas adyacentes. Y puede crear, como
usted sabe, no sólo ineficacia como consecuencia de las
rupturas, no sólo daños en bienes públicos o privados...

El señor PRESIDENTE: Señor Barrero, le ruego
que concluya.

El señor BARRERO LÓPEZ: Termino ya.
...sino coacciones o amenazas a personas. Por tanto,

tenemos miedo y somos escépticos de que el nivel de
eficacia de esta ley sea pequeño y además produzca
problemas no queridos, evidentemente, ni por el mi-
nisterio ni por nosotros.

Y ya sí termino. Señor ministro, escuche a este
grupo. Este es el trámite parlamentario en donde debe-
mos consensuar una ley. Esto no es una resolución ad-
ministrativa ni una decisión exclusiva del Ejecutivo.

Ha entrado en trámite parlamentario. Todos los gru-
pos, no sólo algunos con competencias en territorios
concretos, que además le ayudan a usted —me parece
bien— en leyes con competencias en todo el territorio,
deben estar de la mano en esta ley para promover una
ley que sea buena para todos. Pero, señor ministro, que
no dé sólo seguridad, que ésa es fácil de conseguir, que
esa, la mayor —si me permite la broma— está en los
cementerios; que dé libertad, la libertad de los transe-
úntes, la libertad de los que quieren circular, la libertad
de los que quieren mantener conversaciones privadas,
la libertad también de los que quieren tener su propia
imagen no sometida a oferta o a precio o a mercanti-
lismo más adelante; que dé también seguridad, señor
ministro. Si ese equilibrio lo conseguimos en sede par-
lamentaria, no le quepa duda, señor ministro, de que
contará con nuestro apoyo.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Ba-
rrero.

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la pala-
bra el señor Gil Lázaro.

El señor GIL LÁZARO: Señor Presidente, señorías,
el Grupo Parlamentario Popular apoyará la toma en
consideración de este proyecto de ley y, por tanto, vo-
tará en nombre de las enmiendas a la totalidad presen-
tadas, por entender que este proyecto de ley responde a
una necesidad manifiesta en orden a la prevención y
persecución, en su caso, del delito ya cometido y por
entender igualmente que en sus formulaciones no
plantea roces ni fricciones con nuestro ordenamiento
constitucional.

A nadie se le escapa, desde luego, que cualquier pro-
yecto comporta una carga política manifiesta, pero a na-
die se le debería escapar tampoco que, en la valoración
de lo que cualquier proyecto de ley significa, convendría
que la carga política no se antepusiera a lo que es la
exacta dimensión técnica del proyecto y, sin embargo,
nos da la sensación de que inevitablemente esta mañana
algo de eso se ha hecho por parte de algún grupo parla-
mentario, porque afirmar que, a tenor de lo dicho en
este proyecto de ley, existen riesgos de la afirmación de
un estado policial, o que el proyecto es inútil, regresivo o
provocador, o que constituye toda una apariencia de le-
galidad, o que se produce una decapitación de la liber-
tad y de la privacidad en aras de la seguridad, o que ser-
virá para crear un nuevo enfrentamiento civil o para
propiciar nuevas formas de violencia, es, cuanto menos,
un planteamiento voluntarista desde un punto de vista
político que puede servir, incluso decimos que legítima-
mente, a los intereses concretos de cualquier grupo,
pero no responde a la verdadera naturaleza y a la exacta
dimensión de este proyecto. 

Por lo mismo, es injusto —y quiero pararme simple-
mente ahí— que alguien pueda decir, como se ha dicho
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desde esta tribuna en la anterior intervención, que por
parte del grupo parlamentario que hoy apoya al Go-
bierno, el Grupo Parlamentario Popular, no hubo en el
pasado una actitud responsable, una actitud de coope-
ración, una actitud de colaboración institucional con
anteriores Gobiernos en todo lo concerniente a la de-
terminación, a la fijación y al impulso de la política de
seguridad. Eso es también una expresión voluntarista,
pero que en ningún caso responde a los términos exac-
tos con los que este grupo parlamentario en momentos
anteriores se pronunció, en todo caso, sin hacer nunca
renuncia, como es natural y como esperemos que otros
grupos no lo hagan en la situación presente, de lo que
se puede entender como un concepto de cooperación
crítica.

Hoy, como ha recordado el señor Ministro de Inte-
rior, el debate exacto es si este proyecto supone o no un
avance real en defensa de las libertades al introducir
una regulación específica para impedir la situación ac-
tual de plena discrecionalidad, y nosotros creemos que
obviamente sí. Por eso, el Grupo Parlamentario Popu-
lar, a la hora de sintetizar su posición en relación con
el proyecto, tiene que precisar algunas ideas funda-
mentales que pueden ser, si se quiere, una respuesta
frente a lo que podríamos denominar septenato de do-
lores, que algún otro grupo enmendante ha planteado.
(El señor Vicepresidente, Fernández-Miranda y Lo-
zana, ocupa la Presidencia.)

Pensamos que el proyecto se orienta principalmente
a reforzar el equilibrio efectivo del binomio libertad-
seguridad, aseverando la esfera del derecho base de
todo ciudadano a una protección efectiva e integral de
su persona y de sus bienes sin invasión ni menoscabo
de su privacidad.

El proyecto establece un sistema de garantías en or-
den a salvaguardar los derechos a la intimidad, al honor
y a la propia imagen en relación con el uso de los siste-
mas de videovigilancia por parte de las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad del Estado, y ese es exactamente el
gran avance que el texto que se propone supone. El pro-
yecto limita el uso de estos mecanismos y, por tanto,
impide otros riesgos, al establecer como imperativo de
principio la efectiva constatación de las exigencias de
proporcionalidad, idoneidad e intervención mínima.

Pensamos que el proyecto comporta la incorpora-
ción a nuestro ordenamiento de una regulación legal
expresa, con el rango adecuado, de estas imágenes cap-
tadas a través de los sistemas de videovigilancia como
fuentes de prueba, y convendría que ningún grupo par-
lamentario pudiera olvidar en los trámites sucesivos de
esta ley esa distinción técnica, clara, entre lo que son
las fuentes y los medios de prueba, porque si bien a tra-
vés de la jurisprudencia existe ya una adecuación de lo
que son estas imágenes obtenidas a través de los siste-
mas de videovigilancia como medios de prueba, existía
un vacío en la regulación de estas imágenes como fuen-

tes de prueba y, sin lugar a dudas, el proyecto va a ser-
vir para cubrirlo.

Es un proyecto eficaz porque regula requisitos
para el uso de esos sistemas, lo que como queda dicho
redunda en beneficio del derecho individual. Es efi-
caz porque introduce, se quiera o no reconocer, al
menos en mayor medida que en la situación presente,
un elemento disuasorio que puede tener, sin lugar a
dudas, manifestaciones prácticas concretas a la hora
de evitar el delito, y es un instrumento eficaz porque
cierra espacios de impunidad. Al cerrar esos espacios
en relación con determinadas modificaciones de ley
orgánica que el propio proyecto propone no se está
actuando en detrimento alguno del derecho de aque-
llos que legítimamente están haciendo uso del
mismo, sino que se está protegiendo ese derecho
frente a invasiones ilegítimas de terceros que pueden
aprovechar el que otros legítimamente estén ejer-
ciendo su derecho para perturbar ese ejercicio y para
perturbar también el derecho de terceros. En ese sen-
tido el proyecto actúa como una norma claramente
garantista.

Nos importa resaltar, porque algo se ha dicho esta
mañana, que a juicio del Grupo Parlamentario Popular
este proyecto es la antítesis, señorías, de lo que conlle-
varía una concepción autoritaria...

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Gil Lázaro, le ruego vaya conclu-
yendo.

El señor GIL LÁZARO: Termino inmediatamente,
señor Presidente. Decía que este proyecto es la antíte-
sis de lo que comportaría una concepción autoritaria
del concepto de seguridad. Y lo es por su propia insis-
tencia, esto es, porque impide la continuidad de un sis-
tema de discrecionalidad absoluta como el que hasta
ahora existía, en el que no se hacía esa regulación es-
pecífica y que, por tanto, podía permitir espacios, la-
gunas o vacíos susceptibles de una manipulación o de
un uso torticero de estas imágenes. (El señor Presi-
dente ocupa la Presidencia.)

El sistema de autorización previa, la composición
de las comisiones y la modificación del régimen disci-
plinario de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Es-
tado en orden a evitar estas manipulaciones hacen, sin
duda, que todo ese conjunto, todo ese equipaje de nor-
mas y de principios antepongan la realidad de este pro-
yecto a lo que podría ser una interpretación autoritaria
del concepto y del valor de la seguridad. Pueden decir
otros lo que quieran que legítimamente respetaremos
esa posición, que entraremos en ese debate, pero no
deja de ser un debate en todo punto engañoso, ajeno a
la naturaleza de la norma.

Termino, señor Presidente, señalando que este pro-
yecto es también, a juicio del Grupo Parlamentario Po-
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pular, un importante elemento de homogeneización
material y jurídica del conjunto de nuestro ordena-
miento. 

Convendrá recordar las disposiciones en orden a
la aplicación de los principios de esta norma a los
sistemas utilizados para la vigilancia y regulación de
tráfico, y tampoco convendrá olvidar el sistema tran-
sitorio que se prevé en la norma, en virtud del cual
todos los sistemas de videovigilancia ya existentes en
el momento de la aprobación de la norma tendrán
que someterse al procedimiento de autorización pre-
visto en la misma a efectos de determinar su plena
adecuación con los principios y con la letra del texto,
lo cual constituye, igualmente, un elemento de ga-
rantía. 

No estamos, bajo ningún concepto, ante una legisla-
ción excepcional. Estamos ante una legislación que
suma derechos y plenamente respetuosa no sólo con
realidades materiales concretas que surgen de la expe-
riencia, sino también con el rango jurídico adecuado y
con la colaboración entre estamentos y poderes del Es-
tado. En definitiva, este proyecto representa la expre-
sión de una suma de voluntades políticas entre grupos
con responsabilidades de gobierno y,  por tanto,    con
un nivel acreditado —creemos nosotros— de certeza
en la valoración de los instrumentos y respuestas lega-
les a articular contra el delito. 

Este proyecto, señorías —lo ha dicho el señor mi-
nistro-, no es una panacea que vaya a resolver todas los
problemas derivados del ejercicio por algunos de de-
terminadas formas de violencia, de determinadas con-
ductas delictivas. Es, sí, sin embargo, una contribución
importante para establecer un nuevo equipaje de prin-
cipios y de normas que puedan dar respuesta en Dere-
cho, respuesta jurídica y democrática en Derecho, a
ese problema. 

El Grupo Parlamentario Popular reitera hoy su con-
vicción de que éste es, sin lugar a dudas, un proyecto
perfectible —lo ha dicho el propio señor ministro—, y
desde el Grupo Parlamentario Popular en todo el trá-
mite legislativo, en todo el camino legislativo de este
proyecto que hoy vamos a posibilitar, haremos posible,
en la medida de nuestra responsabilidad, que esa fun-
ción de diálogo y de participación de todos sea efec-
tiva.

Termino, señor Presidente, diciendo que conven-
dría en todo punto no olvidar que efectivamente la li-
bertad tiene siempre rostros concretos, nombres y
apellidos concretos, pero que al final todos esos nom-
bres, rostros y apellidos concretos pueden ejercer su
libertad en la medida en que todos a la vez, y el orde-
namiento jurídico como instrumento que lo posibi-
lite, puedan hacer real y efectivo que la libertad sea
un valor de todos. Este proyecto, a juicio del Grupo
Parlamentario Popular, sirve para que el valor de la li-
bertad y de la seguridad sea un valor de todos, sin me-

noscabo y respetando los valores y ejercicios de la li-
bertad de cada ciudadano con nombre y apellido con-
cretos. 

Muchas gracias.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Gil Lázaro. 
Vamos a proceder a la votación.
Votación de las enmiendas de totalidad de devolu-

ción del proyecto de Ley Orgánica por la que se regula
la utilización de videocámaras por las Fuerzas y Cuer-
pos de Seguridad en lugares públicos.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 310; a favor, 18;  en contra,
290; abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, quedan
rechazadas las enmiendas de totalidad.

AVOCACIÓN POR EL PLENO

— DEL PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA
QUE SE REGULA LA UTILIZACIÓN DE VI-
DEOCÁMARAS POR LAS FUERZAS Y CUER-
POS DE SEGURIDAD EN LUGARES PÚBLI-
COS.

El señor PRESIDENTE: Un grupo parlamentario
ha solicitado la avocación por el Pleno de la votación
final de este proyecto de ley. ¿Lo acuerda así el Pleno?
(Asentimiento.) 

Queda aprobado por asentimiento. Muchas gracias.

DICTÁMENES DE COMISIONES SOBRE INICIA-
TIVAS LEGISLATIVAS.

— PROPOSICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE RE-
FORMA DE LA LEY ORGÁNICA 8/1982, DE 10
DE AGOSTO, DEL ESTATUTO DE AUTONOMÍA
DE ARAGÓN, MODIFICADA POR LA LEY
ORGÁNICA 6/1994, DE 24 DE MARZO, DE RE-
FORMA DE DICHO ESTATUTO. (Número de
expediente 127/000001.)

El señor PRESIDENTE: Punto VIII del orden del
día, dictámenes de Comisiones sobre iniciativas legis-
lativas. Proposición de Ley Orgánica de reforma de la
Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto, del Estatuto de
Autonomía de Aragón, modificada por la Ley Orgánica
6/1994, de 24 de marzo, de reforma de dicho estatuto.

Señorías, la votación de los dictámenes de Comisio-
nes de las dos proposiciones de Ley Orgánica no pa-
rece que pueda producirse antes de las dos de esta
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tarde. En consecuencia, a partir  de las dos de la tarde
se producirá la votación. 

Al dictamen de la Comisión se ha presentado un
voto particular por el Grupo Parlamentario de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, para cuya de-
fensa tiene la palabra el señor Ríos. (Rumores.)

Señorías, conocen sobradamente el orden del día, la
importancia de los debates que a continuación se van a
desarrollar y su posible extensión, en consecuencia, se-
ñorías, de ustedes mismos depende que el Pleno fina-
lice el análisis del orden del día antes de la hora del al-
muerzo. Por esta razón, les animo a abandonar el he-
miciclo rápidamente para que pueda empezar el señor
Ríos su intervención —a los que quieran abandonarlo,
claro, a los que están haciéndolo en este momento—; el
resto, por favor, permanezcan en silencio para que
pueda desarrollarse el debate.

Cuando quiera, señor Ríos.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Señor Presidente, se-
ñorías, voy a intentar defender el voto particular que
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya ha presen-
tado a la aprobación por la Comisión Constitucional
del informe que modifica, al admitir enmiendas del
Grupo Parlamentario Popular y del Grupo Socialista,
una reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón que
fue ampliamente difundida y unánimemente aprobada
en el Parlamento de Aragón; ampliamente difundida
con un preámbulo del entonces Presidente, don José
Marco, y que venía a recoger las demandas del pueblo
de Aragón para conseguir una autonomía plena. (El
señor Vicepresidente, Fernández-Miranda y Lo-
zana, ocupa la Presidencia.)

Voy a intentar defender el voto particular, que sig-
nifica defender lo que allí se aprobó por unanimidad,
abordando fundamentalmente el problema de la auto-
nomía desde el sosiego y la serenidad, de la que está
muy necesitado este país últimamente puesto que el
proceso autonómico parece producirse en una especie
de doble interés contrapuesto: jirones y empujones,
desde un lado, y procesos de homogeneización, desde
otro. Hay como una especie de doble o triple velocidad,
según proceda de una comunidad autónoma o de otra.
Al mantener este voto particular nosotros queremos re-
cuperar dos cosas. Una, la voluntad constitucional,
pues el artículo 138 dice que las diferencias entre los
estatutos de las comunidades autónomas, en función
de su techo competencial, no podrán implicar privile-
gio económico o social. Por tanto, la Constitución
marca una misma capacidad para todas las comunida-
des autónomas.

También la Constitución Española, en su artículo
148.2, viene a decir que la composición de las comuni-
dades autónomas, su constitución, sus propios estatu-
tos, tienen dos puertas, dos procedimientos. Uno, para
las llamadas comunidades autónomas históricas del

artículo 151, que podían recibir un volumen compe-
tencial determinado; y otro, las del artículo 143, que
inicialmente tenían un volumen competencial, pero
que transcurridos cinco años de su vigencia —dice el
artículo 148.2—, y mediante la reforma de sus estatu-
tos de autonomía, podrán ampliar sucesivamente sus
techos competenciales de acuerdo con lo establecido
en el artículo 149 de la Constitución. Han transcurrido
ampliamente esos cinco años desde que entraron en vi-
gor los estatutos de autonomía, allá por el año 1982, y
ampliamente los pueblos, las distintas regiones, han
podido plantear cuál era su voluntad autonómica, cuá-
les eran las competencias que querían asumir, cuál era
su organización interna en su manifestación de auto-
gobierno y cuál el funcionamiento económico para ha-
cer frente a esas competencias que querían proponer
para poder concertar con el Estado.

El primer referente para nosotros es que constitu-
cionalmente, transcurridos esos cinco años, las comu-
nidades autónomas debían de haber producido inicia-
tivas, y es así como ha ocurrido en muchos casos. 

El segundo referente con el que quería empezar
para defender el voto particular de Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya viene a estar cifrado en la his-
toria. Cómo se ha vivido ese proceso en el propio Ara-
gón, en la propia comunidad aragonesa. En el año
1992 en Aragón no se estimó suficiente ese pacto entre
el PSOE y el PP que significaba una voluntad de re-
forma para todas las comunidades autónomas, y toda
la ciudadanía, representada por todos sus partidos po-
líticos, por todas las organizaciones sociales, reivin-
dicó otro techo competencial, otro estatuto de autono-
mía. Después de una serie de movilizaciones, de mani-
festaciones —algunas de ellas llegaron al Congreso—,
el año 1994 culminó con una demanda de techo com-
petencial, de una financiación para Aragón diferente a
la que originariamente el pacto del PSOE y del PP ha-
bía acordado homogéneamente y a nivel de ley orgá-
nica para todas las comunidades del artículo 143. En
consecuencia, lo que aquí estamos dirigiendo no es un
proceso homogéneo para todos, sino diferente y dife-
renciado, ante esa actuación que intentaba armonizar
a todas las comunidades del artículo 143, teniendo en
cuenta lo que era la historia de Aragón, lo que era la vo-
luntad de sentirse una nacionalidad diferente y tam-
bién una voluntad que ha ido marcando con sus pro-
puestas una actividad determinada.

La reflexión que me gustaría hacer sobre estos dos
puntos de referencia es que nosotros mantenemos el
voto particular porque no sería bueno recuperar para
algunas comunidades autónomas una especie de tute-
laje. Los partidos a nivel del Estado tenemos una visión
mejor de toda la realidad y debemos limitar lo que han
hecho los nuestros allá. Tenemos que ver que no cami-
nen por la misma senda que se ha propuesto porque no
es la realidad que debe demandarse desde esa comuni-
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dad autónoma. Me refiero a ese concepto de tutelaje
que ya está abandonado y que no se aplica para otras
comunidades autónomas, que no se aplica para otras
reivindicaciones. Estamos discutiendo hoy cesiones de
tributos, de capacidades normativas, del desarrollo de
conciertos, de generalizar conciertos históricos; en
suma, estamos planteando discusiones que van mucho
más allá.

Sin embargo, para abordar este estatuto aquí, en los
trámites de Comisión y ponencia, se ha optado por una
idea diferente: limitar lo que desde allá se propone, lo
que desde allá viene unánimemente propuesto. Aquí,
sin la misma unanimidad de las fuerzas políticas, que
se podía haber buscado, sino parcialmente, los que en
1992 produjeron un proceso quieren retocar la pro-
puesta que se hace desde Aragón. Por eso, señorías, si
estos dos grupos iban a actuar para reformar reba-
jando —después me referiré a lo que rebajan— el con-
tenido del propio estatuto, rebajando lo que venía ori-
ginariamente respaldado por todos, mi grupo cree que
hubiera sido preferible devolver este estatuto para que,
en el seno de Aragón, las mismas fuerzas políticas de-
fiendan allí lo que cada uno plantea y pudiese alcan-
zarse un nuevo consenso en el propio seno del Parla-
mento aragonés. Si no, estamos actuando desde arriba.
Que quede claro que no quiero decir que en este trá-
mite parlamentario del Congreso no se pueda modifi-
car una propuesta que viene desde las comunidades
autónomas, porque estamos tramitando una ley orgá-
nica que, de nacimiento, viene de la propia realidad au-
tonómica, pero tiene que cumplir aquí su trámite y su
presentación de enmiendas. No estoy diciendo que no
se deba enmendar, estoy diciendo que, a lo mejor, para
evitar esa colisión, habría sido preferible resituar el
pacto, resituar el consenso entre las mismas fuerzas
políticas en el seno del Parlamento aragonés, con lo
cual habríamos resituado su voluntad de autogobierno
en la sede correspondiente, en la sede más cercana a
los propios ciudadanos. 

El voto particular no se debe a que nos hayamos
quedado fuera de un pacto que en Aragón se ha produ-
cido y aquí no; se debe fundamentalmente a que cree-
mos que las enmiendas que se han introducido en el
trámite de la Comisión no han sido pequeñitas, no han
ido a un pequeño ajuste; no, han ido en tres grandes ni-
veles. Primero, respecto al diseño y al pronuncia-
miento del propio Aragón al definir su capacidad de
autogobierno, a la posibilidad de la diferencia en el ha-
bla. Ustedes han introducido una modificación, en
cuanto a las lenguas y modalidades lingüísticas de Ara-
gón, que me parece de difícil cumplimiento. Dicen: En
las Cortes de Aragón se hará una ley que regulará el
uso y las modalidades lingüísticas de Aragón en las zo-
nas que se utilicen predominantemente. Permítanme
que les diga que el que habla de una manera no lo ha-
bla solamente en su zona, lo habla en una zona, en la

de al lado, cuando sale de su Comunidad o cuando rea-
liza una actuación determinada, aunque sepa el caste-
llano. ¿Me quieren decir ustedes cómo se puede limitar
la utilización de las tres, cuatro o cinco modalidades
lingüísticas a la zona donde se utilicen? ¿Cómo va a li-
mitar eso la ley? ¿Por qué limitar desde el estatuto una
ley que se debe hacer en Aragón? Defiendan ustedes en
el Parlamento de Aragón cómo se debe hacer y no ha-
brá problema, pero ¿por qué limitar la capacidad legis-
lativa del propio Parlamento aragonés? No lo entiendo.
No es que sea grande la propuesta, no es la que podría
dejarlo en peores condiciones.

La segunda limitación que introducen es que la ca-
pacidad de disolución que ustedes llaman más o me-
nos reducida, más o menos aquilatada, se produzca
dentro de los cuatro años. En ese corte de adecuación
de la capacidad de disolución, ustedes, los que han ad-
mitido las enmiendas —los que votaron el dictamen
fueron unos y los que no lo votamos fuimos otros—, re-
tiran una competencia a la Comunidad Autónoma de
Aragón: si a los dos meses de haberse celebrado unas
elecciones no se conforma una mayoría para gobernar,
se disuelven las Cámaras y se convocan elecciones.
Esto lo contempla el Estatuto de Autonomía de Mur-
cia, lo contempla el Estatuto de Canarias que vamos a
aprobar ahora, pero a Aragón le quitamos esa posibili-
dad y podríamos dejar algo así como lo que pasa en
Navarra, un ejemplo que, permítanme que les diga, se-
ñorías, de exportable, nada. Que un grupo con dieci-
siete diputados gobierne una comunidad me parece
una solución poco exportable. En todo caso, según la
realidad de cada comunidad, se podrá mantener o de-
fender. Estas cuestiones son las que podríamos llamar
indicativas de la reforma.

Nosotros creemos que la capacidad de disolución
viene bien recogida en la propuesta que se hacía en el
estatuto, que además antes no figuraba porque estaba
limitada a una ley de la propia comunidad autónoma,
como la tiene Cataluña, pero ustedes han preferido
meterla aquí y, en lugar de hacerlo de verdad, lo hacen
con un planteamiento muy cicatero. No es necesario
que se plasme aquí. Puede figurar en una ley para que
el presidente y el Gobierno puedan actuar, pero la
quieren resituar acá y al poner esta capacidad de diso-
lución la limitan, la hacen pequeña y reducen la propia
capacidad que figura en la propuesta originaria que
hacía el propio Parlamento de Aragón.

Se ha querido minimizar el recorte de las compe-
tencias. Dicen que en realidad han querido reducir las
competencias de policía y penitenciarias. Por cierto,
señorías, al Estatuto de Canarias, que vamos a aprobar
después, le concedemos competencias de desarrollo le-
gislativo en lo que pudiéramos llamar actuaciones pe-
nitenciarias, y en la propuesta que está haciendo el
Presidente de la Comunidad Autónoma de Madrid
para reformar su estatuto de autonomía quiere las
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competencias penitenciarias; pero aquí decimos que
no. 

No son solamente esas dos competencias las que se
reducen. Por ejemplo, renunciamos a competencias
exclusivas en educación en el seno del estatuto, como
tienen otras comunidades autónomas; más de cinco
comunidades autónomas tienen competencias exclusi-
vas en educación. ¿Quiere decir que no se tendrán que
ahormar y homogeneizar con las leyes básicas del Es-
tado? Claro que sí. Pero nosotros no las hemos reco-
gido en el estatuto como competencia exclusiva. He-
mos reducido la capacidad de que pueda aprobar nor-
mas adicionales de protección del medio ambiente; las
tienen otras comunidades autónomas, pero creemos
que Aragón no es oportuno que las tenga. Hemos redu-
cido su capacidad de reestructuración de los sectores
industriales y se la dejamos solamente como actuación
ejecutiva. En desarrollo legislativo, le quitamos sani-
dad y se la ponemos solamente a nivel ejecutivo. Hay
que reconocer que el estatuto que ustedes proponen, al
final, con las enmiendas aceptadas, es el pacto del
PSOE y el PP del año 1992, añadiendo ejecución en sa-
nidad y añadiendo, es verdad, denominación de origen
en competencias exclusivas. Por último, señor Presi-
dente, también retiran las competencias en actuación
penitenciaria y en transportes, que reducen exclusiva-
mente a los transportes nacidos dentro de Aragón y
cuyo recorrido sea exclusivamente dentro del propio
Aragón.

Finalmente, señor Presidente, la financiación. Otra
de las actuaciones importantes es adecuar la propuesta
originaria que venía de Aragón a lo que puede ser una
realidad más limitada. Proponían la posibilidad de que
hubiese conciertos o acuerdos; aquí se les reduce para
que sean acuerdos bilaterales en la Comisión Mixta. La
verdad que eso no hace falta ponerlo en el estatuto. De-
cir que la financiación de la comunidad autónoma será
la relación bilateral que la comunidad autónoma tenga
con el Gobierno del Estado y que en esas comisiones
mixtas se irá adecuando, eso no hace falta ponerlo en
el estatuto; es lo que se hace todos los días. No es una
propuesta acertada. Quitan toda precisión sobre cuáles
son las características para la participación en los in-
gresos del Estado, cuáles son las variables a utilizar, de
qué manera pueden actuar. En suma, señorías, hay
una modificación sustancial en cuanto a la financia-
ción.

Señor Presidente, termino diciendo que hoy nos
quedamos aquí con un sabor agridulce; digo agridulce
porque es bueno para Aragón que se aprueben nuevas
competencias, pero no es buena la forma en que se
hace porque no es lo que allá se esperaba de nuestra
actuación. Además de ello, nosotros estamos convenci-
dos que como evolución futura es una reforma alicorta
y que nace muerta, porque ya están anunciándose

desde el Gobierno nuevos pactos autonómicos que van
a significar mayores transferencias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Ríos, le ruego que vaya concluyendo.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Concluyo, señor Presi-
dente.

Puede decirse que el contenido del Estatuto de Ara-
gón nos puede servir como modelo para lo que deben
de ser las reformas estatutarias de las demás comuni-
dades autónomas. Señorías, no es posible aplicar un
pacto bilateral y no es posible hacer procesos homogé-
neos para todas las comunidades autónomas 

Después de lo que ha sido la historia de las autono-
mías en nuestro país necesitamos imperiosamente
abrir un proceso federalizante del Estado que culmine
con un diseño del Estado, donde el protagonismo sea
de las fuerzas políticas, pero también de las comunida-
des autónomas, de los parlamentos autónomos. No es
posible imponer o limitar a una comunidad su volun-
tad de autogobierno y su capacidad de autoorganiza-
ción mientras que en otros sitios vamos por otro lado.
El proceso de hacer jirones y pegar tirones en la cons-
trucción del Estado y en su financiación creo que nos
llevará a tener que sentarnos a discutir, y la reforma
que hoy nace debería adecuarse a la voluntad de auto-
nomía plena que el pueblo de Aragón manifestó en su
momento. 

En todo caso, señor Presidente, he defendido el voto
particular sin que antes se haya defendido la decisión
de la Comisión. Creo —y espero— que prefiere defen-
der cada uno la lectura que hace de la Comisión y no
habido la suficiente valentía como para defender aquí
previamente el hecho que queda después de la Comi-
sión Constitucional. En todo caso, el debate lo vamos a
tener a partir de ahora y conoceremos las posiciones
de los distintos grupos parlamentarios. Estoy conven-
cido de que lo que hoy se pone en marcha deberá abrir
las puertas para que mañana sea más grande la capaci-
dad de autonomía del pueblo de Aragón.

Nada más, señor Presidente, señorías.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Ríos.

¿Turno en contra? (Pausa.)
¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) Por

el Grupo Parlamentario Mixto tiene la palabra el señor
Chiquillo.

El señor CHIQUILLO BARBER: Señor Presidente,
señorías, intervengo para fijar la postura de Unió Va-
lenciana en este debate del dictamen de la Comisión
Constitucional, pero también lo hago como portavoz
solidario del Partido Aragonés, pues un cúmulo de cir-
cunstancias políticas han impedido que, como había
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venido siendo habitual en los últimos veinte años de
democracia, hoy se oiga la voz firme y clara del Partido
Aragonés en la defensa de los intereses que le son más
propios, es decir, los intereses de Aragón.

Como Diputado de Unió Valenciana, partido socio
de la coalición nacionalista al Parlamento Europeo,
junto al Partido Nacionalista Vasco, Coalición Canaria
y el propio Partido Aragonés, me supone un gran ho-
nor fijar nuestra posición con un no rotundo a esta re-
forma del Estatuto de Autonomía de Aragón, y no por-
que seamos contrarios a la autonomía plena, sino pre-
cisamente porque el texto que hoy se somete a votación
no es, evidentemente, el texto que fue aprobado en ju-
nio de 1994 en las Cortes de Aragón mediante un ejem-
plar consenso y unanimidad de todas las fuerzas políti-
cas aragonesas con representación parlamentaria.

Sus señorías me permitirán que haga mías las pala-
bras y argumentos que hubiera esgrimido el Diputado
del Partido Aragonés Antonio Serrano Vinué para la
justificación del no, el no solidario de Unió Valenciana
y, como es obvio, el no del Partido Aragonés al dicta-
men que hoy se nos presenta. Dicha intervención sería
algo así como: Señorías, han errado aquellos que han
pretendido amordazar y censurar la voz del Partido
Aragonés y la fuerza que representa hoy en el Congreso
de los Diputados. La defensa de los intereses de Ara-
gón, sin delegaciones, sin sucursalismos, sin obedien-
cias debidas, sin disciplinas férreas, con independen-
cia, nuevamente se va a escuchar hoy en este hemiciclo
cueste lo que cueste, caiga quien caiga. La política,
además de grandes declaraciones, también se escribe y
se hace con gestos, y el gesto de impedir, entre comi-
llas, defender la postura legítima del Partido Aragonés
en esta trascendental cuestión para Aragón se descali-
fica por sí solo. Nosotros no olvidamos que estamos en
el Parlamento y hemos sido elegidos por el pueblo ara-
gonés para que, actuando con responsabilidad, seamos
valedores de su confianza, sepamos asumir los com-
promisos y defender todo aquello por lo que fuimos
elegidos en su día. 

Por tanto, nuestro voto es negativo, como ya lo fue
en ponencia y en la Comisión Constitucional —diría el
portavoz del Partido Aragonés al que hoy sustituyo—, y
ello por las siguientes razones: por coherencia política,
por respeto a los aragoneses y a las instituciones que lo
representan, por los sustanciales recortes de que ha
sido objeto el proyecto de estatuto remitido a esta Cá-
mara que limitan la capacidad legislativa y competen-
cial en materias tan importantes para el desarrollo fu-
turo de Aragón como la educación, la sanidad, el me-
dio ambiente, la organización del sector público, el de-
recho a la utilización y enseñanza de las lenguas de
Aragón, la policía autónoma, instituciones penitencia-
rias, la facultad de disolución de las cámaras y convo-
catoria de elecciones, etcétera. Votaremos que no por
privar de un instrumento financiero fundamental para

el desarrollo de la autonomía, pues sin autonomía fi-
nanciera no hay autonomía política. Votaremos que no
porque todavía se está cuestionando el derecho de los
aragoneses a ser reconocidos como lo que son, una na-
cionalidad histórica, porque no queremos ser partíci-
pes de esa ceremonia de la confusión en la que el Par-
tido Popular y el Partido Socialista nos equiparan pre-
suntamente a las comunidades que accedieron a la au-
tonomía por el 151. Porque el Partido Popular ha con-
sensuado con el Partido Socialista unas enmiendas en
esa Comisión a la baja, de espaldas al Partido Arago-
nés, socio de la coalición electoral en las elecciones del
3 de marzo. Votaremos que no porque no queremos ser
más que nadie, pero tampoco menos y por la espalda;
porque Aragón quiere ser comunidad autónoma y no
delegada, no queremos una autonomía vigilada; por-
que creemos en la autonomía, pero no como un fin
sino como un medio para conseguir el bienestar y el
progreso de Aragón.

El PAR quiere y votará que no a este dictamen por-
que es compromiso del Partido Aragonés ser vigilante
en el cumplimiento de los acuerdos con el Partido Po-
pular. El PAR introducirá enmiendas para que este es-
tatuto sea mejorado y se asemeje, lo más posible, al
texto consensuado y aprobado en las Cortes de Aragón,
y porque los Diputados tenemos que actuar y votar en
conciencia, aunque nuestras decisiones supongan, a
veces, el vacío y la incomprensión de algunos. Mas vale
soportar esta incomprensión que la vergüenza de no
cumplir lo pactado y el compromiso adquirido. Estas
son algunas de las razones de nuestro no, que es el sí a
la autonomía plena, es el sí al pleno autogobierno ara-
gonés. Apelamos a la recuperación del consenso polí-
tico perdido en estos momentos, si no se remedia. El
Partido Aragonés seguirá trabajando con responsabili-
dad, sin complejos y de forma activa, desde la lealtad
constitucional, reclamando solidaridad, una cohesión
territorial sin desigualdades ni fisuras, pero tampoco
sin privilegios en la construcción de un proyecto co-
mún. Y ya lo que sería el final de la intervención de un
aragonesista, Aragón entaban, Aragón adelante. Ese se-
ría el lema que hoy estará en la mente de muchos ara-
goneses, desde el convencimiento de que Aragón es
una nación, Aragón ye nazion.

Ahora intervengo en nombre de Unió Valenciana.
En unos tiempos en los que se habla tanto de solidari-
dad entre los pueblos del Estado, alzo aquí mi voz en
defensa de la autonomía plena de Aragón, con el deseo
de que no se recorten las aspiraciones de un pueblo,
como el aragonés, que quiere aumentar sus cotas de
autogobierno; que situaciones como la hoy planteada
no se reproduzcan en un futuro cuando lleguen las
anunciadas reformas de estatutos que están por venir,
entre ellos el Estatuto de Autonomía de la Comunidad
Valenciana; que no olvidemos, sobre todo a la hora de
valorar el trabajo de las Cortes autonómicas, que son la
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sede donde reside la soberanía de las nacionalidades y
pueblos del Estado español. Y este principio hoy, si se
aprueba este dictamen, puede ser quebrado y ser un
mal antecedente para lo que pueda llegar.

Muchas gracias.

El señor El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-
Miranda y Lozana): En nombre del Grupo Parlamenta-
rio Catalán (Convergència i Unió), tiene la palabra el
señor López de Lerma.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Gracias, se-
ñor Presidente.

Señorías, intervengo para fijar la posición de nues-
tro grupo respecto de esta proposición de ley orgánica
de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón y
para decir que vamos a apoyar con nuestro voto la glo-
balidad del dictamen que ha elaborado la Comisión
Constitucional. Pero vamos a hacerlo desde nuestro la-
mento —lamento obviamente político— porque no
haya habido un consenso en torno a esta proposición
de ley, que se haya roto por el camino y que, por tanto,
las fuerzas políticas presentes en las Cortes de Aragón
y las señorías que representan a esa tierra tan querida
no hayan podido alcanzar un acuerdo global consen-
suado que facilitara las cosas a todos, en especial a este
grupo parlamentario que no tiene representación terri-
torial en Aragón.

Señor Presidente, señorías, desde el respeto que nos
merece cualquier aspiración autonómica a mejorar su
estatuto de autonomía, que para ello está la Constitu-
ción y sus propios mecanismos de reelaboración del
estatuto de autonomía y, por tanto, repito, desde nues-
tro apoyo global a ese texto no consensuado que esta-
mos debatiendo esta mañana, hemos de manifestar
que hemos pedido, como conocerá el señor Presidente,
votación separada del artículo 1º, apartado l, del dicta-
men elaborado por la Comisión Constitucional. ¿Por
qué hemos pedido esta separación en el momento de la
votación? Para hacer notar a SS.SS. y para que conste
en el “Diario de Sesiones” nuestra discrepancia res-
pecto de la redacción que se da al artículo 1º, apartado
1, del dictamen elaborado por la Comisión Constitu-
cional de esta Cámara.

La constitucionalización del término nacionalidad
fue en su momento, en 1978, es decir en la legislatura
constituyente, al menos para nosotros un hito histó-
rico, una oportunidad bien aprovechada por el país,
por todas las fuerzas políticas presentes entonces y que
de hecho también están aquí representadas; un hito
histórico al remover, al modificar totalmente, sustan-
cialmente, en profundidad, el planteamiento jacobino
del Estado que habíamos conocido y que arrancaba de
siglos atrás, en nuestro caso desde 1714, y situaba en
esa constitucionalización del término nacionalidad en
la oficialidad política del conjunto del territorio espa-

ñol una realidad innegable, cual era y es la existencia
de distintas naciones en el seno del territorio español.
No se quiso escribir la palabra nación; quizás el mo-
mento histórico no lo aconsejaba, al menos no lo faci-
litaba. Hoy se podría escribir el término nación porque
muchos desde esta tribuna han reconocido la realidad
plurinacional del Estado español. Se puso la expresión
nacionalidad. Es decir, se encontró esta expresión
como sucedáneo terminológico que, evitando la reali-
dad de la existencia de naciones, es decir, evitando la
palabra nación, posibilitaba un consenso político im-
prescindible para llevar a buen puerto los trabajos
constituyentes que en aquella legislatura, iniciada el 15
de junio de 1977 (próximamente hará 20 años), se em-
pezaban. ¿Satisfacía entonces y satisface ahora plena-
mente esa terminología a nuestra grupo político? No.
Nunca lo hizo y no lo hará nunca, pero lo aceptamos
como instrumento político para resolver otras muchí-
simas cosas que venían a continuación, básicamente la
instauración definitiva de la democracia, pongamos
por caso, lo más importante, y en especial para resol-
ver muchos contenciosos históricos absolutamente ne-
gativos para la evolución y el futuro de España y en
particular, por lo que hace referencia a este grupo par-
lamentario, a nuestra nación, Cataluña.

Cuando el constituyente distingue entre nacionali-
dad y regiones, que lo hace en el artículo 2 de la Consti-
tución, ¿piensa que un día, al cabo de unos 20 años
aproximadamente, o menos, o a partir de esos 20 años
todos los territorios autonómicos, constituidos al am-
paro de esa Constitución que votamos, serán todos na-
cionalidades para dejar de ser regiones? ¿O cree, por el
contrario, el constituyente, como nosotros entendimos
entonces y seguimos entendiendo ahora, 20 años des-
pués, que nacionalidades sólo eran entonces Cataluña,
País Vasco y Galicia, es decir, las naciones que habían
gozado de un estatuto de autonomía cuando la Se-
gunda República? Creemos que pensaban en esto úl-
timo. Así fue dicho, así fue escrito, así fue recogido en
la mismísima documentación que sigue a todo el pro-
ceso constituyente español iniciado en 1977. Fue dicho
y ha sido repetido mil y una vez por todos los ponentes
constitucionales sin excepción alguna, y así está enten-
dido, está dicho, está escrito, está comentado, está dis-
cutido por los estudiosos del tema, como está expre-
sado por no pocas sentencias del Tribunal Constitucio-
nal que avalan, precisamente, los hechos diferenciales
existentes en territorios que integran el Estado español,
como puede ser: la lengua, la cultura, el Derecho, la
propia historia y, sobre todo, la voluntad de ser de un
pueblo. Ese fue el modelo que escogimos y que noso-
tros también votamos interpretando eso, como lo inter-
pretamos hoy. Esa fue la difícil línea de separación se-
mántica y conceptual, terminológica y conceptual para
distinguir realidades territoriales distintas, ni mejores
ni peores, simplemente —que no es poco— distintas.
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Esa fue la llave política, el instrumento político, repito,
para eliminar el conflicto ante una complejidad histó-
rica que aún hoy subsiste y que es motivo de polémica
constante, y lo ha sido en estos últimos días, en estas úl-
timas jornadas, quizás hoy mismo, quizás ahora
mismo; una complejidad en el desarrollo autonómico
del país a partir de esa Constitución que entre todos hi-
cimos y que entre todos estamos desarrollando. Ese
modelo, el que está en el artículo 2º de la Constitución y
que tiene su presentación en la protección de los dere-
chos de los pueblos a sus culturas, tradiciones, lenguas
e instituciones, como dice el preámbulo de la Constitu-
ción. Ese modelo, que fue el nuestro entonces en aras
del consenso, sigue siendo también el nuestro hoy, casi
20 años después. Lo contrario no sabemos a dónde nos
lleva, si no es a negar lo que afirmaron los constituyen-
tes y votaron los ciudadanos españoles de una manera
absolutamente mayoritaria. 

Señorías, se está abriendo un camino incierto. Pro-
bablemente, desde nuestras sensibilidades políticas y
también personales, la incertidumbre de ese camino
puede ser matizadamente distinta, tanto de grupos po-
líticos como de personas, siempre respetables. Pero se
está abriendo un camino incierto a la vez que se está
cancelando una realidad cierta, la que existe en la
Constitución. El camino es el acceso al término nacio-
nalidad de las constitucionalmente llamadas regiones,
con lo cual se va cancelando, se va cerrando, se está va-
ciando, se está negando una expresión de gran conte-
nido político existente en la Constitución y que da pie,
ni más ni menos, que al planteamiento dual del Título
VIII de la Constitución. No había entonces una genera-
lización de nacionalidades; había una concreción de
las mismas por la vía de la disposición transitoria se-
gunda, que fue la pactada, la consensuada, la que posi-
bilitó abrir camino a partir de la Constitución. Lógica-
mente no hay un listado de nacionalidades, esta lo es,
esta no lo es; no hay un listado de regiones, esta lo es,
esta no lo es, pero está en el artículo 2º, está en la dis-
posición transitoria segunda y en lo que hemos venido
haciendo a lo largo de estos casi 20 años, señorías. Hoy
se impulsa esa generalización mientras se niega lo del
café para todos. No lo entendemos; es absolutamente
contradictorio, al menos desde nuestro planteamiento
político, desde nuestra inteligencia y desde la lectura
que hacemos, que entendemos correcta; al menos eso
sí sabemos hacer: leer la Constitución. Toda una con-
tradicción, señor Presidente,  de gran contenido polí-
tico pero que abre una gran incertidumbre sobre si re-
almente se reconocen los hechos diferenciales, si hay
voluntad política para seguir manteniendo aquello que
mantuvieron los constituyentes bajo el reconocimento
de realidades diferenciadas y la realidad de unas na-
ciones y la existencia de unas regiones. Es obvio, señor
Presidente, que nosotros no estamos dispuestos a apo-
yar esa contradicción con nuestro voto. 

Señor Presidente, sólo quiero resaltar nuevamente
nuestro respeto a cuantas demandas vengan de las dis-
tintas comunidades autónomas, pero sobre todo res-
peto a una conceptualización, no a una expresión ter-
minológica que existe en el artículo 2º de la Constitu-
ción.

Nada más, señor Presidente, señorías.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor López de Lerma.

En nombre del Grupo Socialista tiene la palabra el
señor Bayona.

El señor BAYONA AZNAR: Gracias, señor Presi-
dente.

En la toma en consideración de esta reforma, al fi-
nal de la intervención, ya tuve ocasión de comprometer
el esfuerzo del Grupo Socialista para buscar el con-
senso en las modificaciones que teníamos que hacer
aquí para dar viabilidad a las aspiraciones de los ara-
goneses, que es lo que está en el fondo de este proyecto
de reforma. Porque esta reforma estatutaria es la pri-
mera que van a aprobar estas Cortes que ha nacido re-
almente en la propia comunidad autónoma, al margen
de un acuerdo previo entre los partidos políticos fuera
de Aragón. Por tanto, no hay pacto político previo a la
tramitación de esta reforma hasta que ha llegado a este
trámite del Congreso de los Diputados.

La reforma del estatuto pretende, en palabras de la
exposición de motivos, que Aragón encuentre la pleni-
tud autonómica, pero esa aspiración a la plena autono-
mía es obvio que se enmarca dentro del cuadro consti-
tucional del Estado, ya que los estatutos forman parte
del bloque constitucional. Por eso estas Cortes, que re-
presentan a la soberanía del conjunto del pueblo espa-
ñol, teníamos no sólo el derecho indiscutible sino tam-
bién el deber ineludible de estudiar y mejorar dicho
texto. La semana pasada, en la Comisión Constitucio-
nal, expliqué en qué había consistido la tarea, al menos
por parte del Grupo Socialista, tarea de perfecciona-
miento, tarea de encaje con la jurisprudencia constitu-
cional, y expliqué también los motivos que se resumen,
yo creo, en hacer compatible la voluntad de los arago-
neses a alcanzar la plena autonomía con el modelo de
articulación del Estado de las autonomías. Aragón
está, por tanto, a punto de culminar un proceso largo,
complejo, un proceso no exento a veces de malentendi-
dos y de torpes incomprensiones desde fuera, pero
también trabado de algunos maximalismos intransi-
gentes o de ciertos mimetismos simplistas. Y todos
esos inconvenientes no han impedido sino que se han
ido venciendo hasta llegar a este momento en el que te-
nemos un texto que es el fruto de la perseverancia, a
pesar de los accidentes del recorrido.

Hoy, y en esta intervención, voy a explicar por qué
los socialistas apoyamos esta reforma del estatuto en
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este momento. La apoyamos por cinco razones. En pri-
mer lugar, porque el pueblo aragonés ha dado mues-
tras sobradas de voluntad de alcanzar mayores cotas
de autonomía. Se ha manifestado reiteradas veces y de
múltiples maneras reclamando mayor autonomía, y no
sólo recientemente —no empieza en 1992 esta recla-
mación— sino ya en 1978, cuando más de 100.000 per-
sonas se manifestaban en Aragón pidiendo autonomía
ya, en un momento en que esta demanda no era tan
sentida en otras zonas españolas.

La apoyamos, en segundo lugar, por coherencia
con nuestra trayectoria autonomista en Aragón. Los
socialistas aragoneses, nada más aprobarse la Consti-
tución, iniciamos la vía del artículo 151 y esa fue, en
coherencia con nuestra historia, en coherencia con el
proyecto de estatuto de la República, la voluntad ma-
yoritaria del pueblo español representada en los
acuerdos de más de cuatro quintos de la población
aragonesa. Y si no pudo ser fue porque la derecha
desde las tres diputaciones provinciales impidió al-
canzar la autonomía por la vía del artículo 151. Y si no
hubo reforma —se ha hecho la pregunta esta mañana
aquí— a los cinco años de vigencia del estatuto fue
porque los demás partidos políticos no secundaron la
propuesta del Presidente de la comunidad autónoma
en 1987, el socialista Santiago Marraco. Por tanto, los
socialistas defendemos esta reforma por coherencia
con nuestra trayectoria autonomista, que no necesita-
mos lecciones, sobre todo de según quienes. Esta co-
herencia nos vacuna también contra el nominalismo
exhibido en estos debates sobre el estatuto. Esta cohe-
rencia nos permite apoyar una reforma al alza del Es-
tatuto de Aragón, pero alejados del fundamentalismo
y del nominalismo.

En tercer lugar, apoyamos esta reforma dentro de
una lectura solidaria de la Constitución, por cierto
cada día más necesitada. El Estado de las autonomía
se basa en el principio de la garantía de identidad de
cada comunidad autónoma, incluyendo, sí, hechos di-
ferenciales, pero también en el principio básico de la
solidaridad. Diferentes pero iguales, podría ser el lema
autonómico, como decía ayer un magistrado del Tri-
bunal Constitucional. Para nosotros, los socialistas, de
tradición federalista, las diferentes vías constituciona-
les significan diferentes caminos, diferentes procedi-
mientos, ritmos distintos. Implicaban profundas desi-
gualdades competenciales iniciales, pero por tradición,
por convencimiento y por solidaridad entendemos y
defendemos que constitucionalmente puede haber una
equiparación sustancial de competencias. Se trata, por
tanto, de reducir la desigualdad a lo constitucional-
mente reconocido como diferente, superando aquellas
diferencias que son sólo consecuencia de la puesta en
marcha de un proceso.

En cuarto lugar, el Estatuto de Aragón tiene nues-
tro apoyo porque se adapta mejor a la personalidad

histórica y a la personalidad propia de las institucio-
nes aragonesas, porque responde mejor a las aspira-
ciones y a la realidad política y social. Hay, por ejem-
plo —hoy se ha recordado— un reconocimiento de la
pluralidad lingüística aragonesa, que es un hecho
poco conocido fuera de Aragón, pero un reconoci-
miento que requería un adecuado tratamiento estatu-
tario. Al mismo tiempo se suprimen las limitaciones
derivadas de los acuerdos de 1981, que consideramos
impropias en este momento, una vez alcanzada la ma-
durez autonómica.

Por último, la reforma que vamos a aprobar tiene el
apoyo socialista porque amplía sustancialmente las
competencias de Aragón. Aunque las comunidades au-
tónomas nacieron con una profunda desigualdad com-
petencial —como he dicho anteriormente-, se ha avan-
zado no sólo, que también, por racionalidad y eficacia
administrativa, sino sobre todo por las legítimas aspi-
raciones de igualdad. En este sentido, los pactos auto-
nómicos de 1992 supusieron —y hay que recordarlo—
el mayor avance competencial para muchas comunida-
des autónomas y también para Aragón. El estatuto
que vamos a aprobar atribuye a Aragón amplias com-
petencias, incluyendo la asistencia sanitaria y comple-
tando así el tramo que quedaba hasta lo constitucio-
nalmente reservado al Estado por el artículo 149. Tan
sólo queda fuera la creación de una policía autonómica
propia y competencias de ejecución en materia peni-
tenciaria, que no son demandas que los aragoneses
sientan como necesarias.

Explicadas las razones de nuestro apoyo, voy a ha-
cer tres consideraciones para completar nuestra posi-
ción sobre el dictamen de la Comisión, que nadie ha
defendido por cierto. Primero, hemos clarificado el sis-
tema de financiación. Desde el principio en los debates
de toma en consideración expresamos serias reservas
hacia la propuesta de financiación por convenio. El
texto que llegó a la Cámara podía interpretarse como
que las relaciones financieras entre el Estado y una co-
munidad autónoma —en este caso Aragón— son regu-
lables directa e individualmente en cada estatuto y ne-
gociables por convenio, y no regulables por ley orgá-
nica como manda la Constitución. Es conveniente, a
propósito de este debate, en el caso del estatuto arago-
nés, recordar que el sistema de financiación de las co-
munidades autónomas no se encuentra a la libre dis-
posición de cada una de ellas, ni tampoco del Gobierno
en función de los apoyos políticos coyunturales. Para
los socialistas es una cuestión de principio que el sis-
tema de financiación garantice la autonomía finan-
ciera y la solidaridad interterritorial. Cualquier quie-
bra en este principio, por pequeña que parezca, pone
en riesgo todo el modelo autonómico. Los giros en es-
tas cuestiones que afectan a la estructura del Estado 
—y en estos días más que giros vivimos bandazos—
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pueden hacer perder pie a quien los da y también a
quien acompaña.

La segunda consideración se refiere a la inclusión
en el estatuto, por una enmienda del Grupo Popular,
de la capacidad de disolución de las Cortes aragonesas
por el Presidente del Gobierno, con una serie de limi-
taciones sobre la fecha de las elecciones autonómicas y
la duración de los mandatos. Hay que empezar di-
ciendo que esta facultad no figura en ningún estatuto.
Los presidentes de comunidades autónomas que la tie-
nen y hacen uso de ella no lo hacen en virtud de ar-
tículo alguno de su estatuto, sino por ley aprobada por
su parlamento. Y Aragón, como Madrid y como Casti-
lla y León también, tiene una ley que ya faculta a su
presidente a disolver. Por ello nos preguntamos: ¿Por
qué introducir esta facultad, además con una serie de
limitaciones ligadas a un determinado pacto? No es ne-
cesario y supone una rigidez para acuerdos futuros
que, dependiendo de su contenido —del contenido de
esos futuros acuerdos—, obligarían a modificar estatu-
tos de autonomía. ¿No sería mejor que esta cuestión
fuera objeto de un pacto autonómico no condicionado
previamente? ¿Se va a promover a partir de mañana la
reforma de los demás estatutos para incorporar esta fa-
cultad y esas limitaciones a todos ellos? En todo caso,
no es una cuestión de estatuto, como no lo es en las co-
munidades autónomas que convocan elecciones en fe-
chas distintas.

Tercera consideración. La interpretación de Aragón
como nacionalidad. La Constitución española utiliza
esta expresión una sola vez, en el artículo 2º, no la de-
fine, no determina a qué comunidades autónomas
puede aplicarse ni da reglas para hacerlo, no excluye
que cualquier comunidad autónoma se llame naciona-
lidad ni tampoco obliga a que las comunidades autó-
nomas tengan que definir si son nacionalidades o re-
giones; de hecho, el estatuto aragonés vigente no lo
hace, no dice que es región, tampoco dice que es na-
cionalidad.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Diputado, le ruego vaya concluyendo.

El señor BAYONA AZNAR: Termino en seguida, se-
ñor Presidente.

Igual pasa en la Ley de Amejoramiento del Fuero de
Navarra o en las islas Baleares, y nadie puede dudar de
la acusada personalidad de ambas comunidades.

Sabemos, y se ha recordado hace escasos minutos
en esta tribuna, cómo y para qué apareció este nuevo
significado de la palabra nacionalidad: para denomi-
nar sustantivamente a un territorio en lugar de expre-
sar la cualidad de los ciudadanos. Es una receta a me-
dida para resolver problemas de encaje en España y si
Aragón no tenía entonces problemas de encaje y no la
necesitó, ¿por qué la va a necesitar ahora? El término

está vinculado a ese momento, al momento constitu-
yente, al acceso a la autonomía, que no es el momento
actual. Aragón, como expresión de su identidad histó-
rica, ya se constituyó en comunidad autónoma. Ade-
más, de esta palabra, de la palabra nacionalidad, no se
derivan consecuencias jurídicas en el texto constitucio-
nal. Cuando se prevé un tratamiento diferenciado se
hace con otras técnicas y en otros artículos, en los que
no hay ninguna referencia al artículo 2º; por tanto,
tampoco incluye contenido alguno que sea susceptible
de control jurídico. Denominarse nacionalidad es cues-
tión más de sentimiento que de nivel de autonomía, y
nadie duda que Navarra, que no se define como nacio-
nalidad, tiene mayor grado de autonomía —y estos
días se está poniendo de relieve— que muchas nacio-
nalidades. Aragón no tuvo ni tiene problemas de iden-
tidad histórica. Su identidad está fuera de duda y vin-
culada a su historia. Aragón ha sido entidad política,
quizá como ninguna otra. Fue reino y cabeza de co-
rona, con su nombre, el de Aragón, abarcaba territo-
rios hoy constituidos en comunidades autónomas lla-
madas nacionalidades y que, por cierto, también por
unanimidad, piden la derogación de los decretos de
nueva planta.

En consecuencia, la innegable personalidad histó-
rica de Aragón y su inasequible voluntad autonomista
no necesitan recurrir ahora a lo que no sintió necesario
en el momento constituyente; los aragoneses, en su
mayoría, desean la autonomía.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Bayona, le ruego concluya.

El señor BAYONA AZNAR: Concluyo inmediata-
mente, señor Presidente.

Incluso desean la máxima autonomía posible, pero
¿qué tiene que ver eso con ser nacionalidad? Segura-
mente muchos ciudadanos aragoneses lo tomarán por
una moda de los políticos y les sonará artificioso decir
que Aragón es su nacionalidad; tan artificioso y des-
concertante como les resultará a muchos votantes del
Partido Popular. Lo peor no es estar presos de la co-
yuntura y cambiar de posición según los apoyos de Go-
bierno de una u otra comunidad autónoma, lo peor es
fomentar la creencia de que sólo las nacionalidades
son auténticas autonomías; lo peor es dar la sensación
de que sin nacionalismo no hay autonomía. A partir de
ahí, otras comunidades autónomas querrán llamarse
nacionalidad, y así la generalización devolverá, como
un bumerán, el problema de encaje que resolvió el ar-
tículo 2º de la Constitución. Adentrarse en este labe-
rinto de relectura constitucional sin el principal par-
tido de la oposición, manifiesta, cuando menos, una
excesiva ligereza cuyas consecuencias no serán respon-
sabilidad del Partido Socialista.

Gracias. (Aplausos.)
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El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Bayona.

En nombre del Grupo Parlamentario Popular, tiene
la palabra el señor López-Medel.

El señor LÓPEZ-MEDEL BASCONES: Señor Pre-
sidente, señorías, intervengo en esta tribuna, en nom-
bre del Grupo Parlamentario Popular, ya que, como es
bien sabido por todos ustedes, en esta Cámara se inter-
viene por grupos parlamentarios.

He de decir que en junio de 1994, hace más de dos
años —casi dos años y medio—, se inició por las Cortes
de Aragón un proceso de reforma de su estatuto para
profundizar en el ejercicio de su autogobierno. Esta re-
forma requería también la aprobación de las Cortes
Generales, mediante ley orgánica. Es indudable que en
la anterior legislatura apenas se avanzó en su tramita-
ción, de ahí que el candidato a Presidente de Gobierno,
José María Aznar, en su discurso de investidura, expre-
sara el firme compromiso de impulsar la tramitación
de la reforma, para que pronto pudiera ser una reali-
dad lo que el pueblo aragonés deseaba: una mayor au-
tonomía.

El compromiso se ha cumplido y, en poco tiempo,
todos hemos aportado nuestros conocimientos, nues-
tra ilusión por Aragón y nuestro compromiso por ha-
cer que el texto que se somete a esta Cámara sea el me-
jor estatuto posible para esta tierra, dentro de lo que es
un Estado compuesto, integrado por nacionalidades y
regiones.

Un estatuto de autonomía, como ley orgánica que
es, se aprueba por las Cortes Generales, que represen-
tan al pueblo español, titular de la soberanía, es al
mismo tiempo un texto jurídico y un texto político. Na-
die puede poner en duda la legitimidad, no sólo demo-
crática sino también constitucional, del Congreso y del
Senado, para introducir modificaciones. Especial-
mente se lo digo, señor Ríos, dado que ustedes solicita-
ban que se hubiera aprobado tal y como venía de Ara-
gón, mientras que curiosamente, en el caso de Cana-
rias, han presentado nada más y nada menos que 60
enmiendas.

He de decir que la gran mayoría de las enmiendas
que hemos introducido en el texto que aprobó la Comi-
sión y hoy se somete a este Pleno tienen un carácter
técnico. El hecho de que todos estuviéramos compro-
metidos también por la reforma no impide el derecho,
y también el deber, de estudiarla con atención, te-
niendo en cuenta las mejoras técnicas a introducir y
valorando también que el alcance de un estatuto de au-
tonomía no se circunscribe únicamente al ámbito de
una comunidad autónoma, sino que atañe a la estruc-
tura básica del Estado, integrando nada más y nada
menos lo que es el bloque de la constitucionalidad.

Cinco líneas básicas comprende la reforma que se
somete hoy al Congreso: el reconocimiento de Aragón

como nacionalidad, la reforma institucional, la refe-
rencia a los rasgos lingüísticos, el importantísimo in-
cremento de las competencias y la regulación de la au-
tonomía financiera.

En primer lugar, he de decir que el texto que aprobó
la Comisión y que nosotros apoyamos plenamente, ca-
lifica a Aragón como nacionalidad. Esto es, sin duda,
un hecho histórico y una decisión de gran trascenden-
cia y de amplio calado. Sin embargo, no existe una mu-
tación de la autonomía. Ésta se constituyó el 10 de
agosto de 1982. Desde ese momento existe Aragón
como comunidad autónoma. Lo que ahora se hace es
simplemente calificarla como nacionalidad, haciendo
un reconocimiento de lo que Aragón, por su unidad y
por su identidad histórica, es verdaderamente una na-
cionalidad. Sin embargo, tampoco ha de olvidarse que
esa constitución de la comunidad autónoma en el año
1982 y esa profundización del autogobierno ahora en-
cuentra su base en la Constitución española, que di-
seña una nación española integrada por regiones y na-
cionalidades.

En segundo lugar quisiera referirme al aspecto ins-
titucional. Ciertamente, son importantes las reformas
que se introducen en el Estatuto de Aragón. Se elimi-
nan ciertas desconfianzas existentes, se potencia el au-
togobierno, igualmente se potencian los períodos de
sesiones, se introduce la cuestión de confianza y se in-
troduce igualmente la posibilidad de disolución antici-
pada. Sobre esta última he de destacar que, en efecto,
el Estatuto de Autonomía de Aragón es el primero que
incorpora a esa norma institucional básica la posibili-
dad de disolución. En algunos casos existe esa posibili-
dad, pero por leyes posteriores. Es indudable, y así lo
ha tratado la doctrina con total unanimidad, que éste
es un tema que afecta al equilibrio básico de los pode-
res, Parlamento y Ejecutivo, y debe estar recogido en la
norma básica tal y como sucede a nivel estatal en la
Constitución. Además, esa referencia a la posibilidad
de disolución anticipada se hace en términos respetuo-
sos con lo que las Cortes de Aragón aprobaron ya en el
año 1995, introduciendo únicamente como límite
nuevo que no podrá hacerse uso de esta facultad en los
tres primeros meses; en definitiva, en el primer pe-
ríodo de sesiones.

Antes de concluir mi intervención y ceder el uso de
la palabra a mi compañero Leocadio Bueso, quiero
destacar que el texto que el Partido Popular apoya ple-
namente es un grandísimo avance para Aragón. Si cier-
tamente el texto que va a ser aprobado no responde al
cien por cien del remitido desde Aragón, sin embargo,
un estudio y una lectura desapasionada, una lectura
responsable y realizada sin dogmatismos revela que al
menos es el 95 por ciento del remitido. Por ello, por co-
herencia, nosotros vamos a dar el voto favorable.

Finalizo ya mi intervención, además de felicitando a
Aragón en nombre de los demás pueblos de España, re-
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cordando a un insigne aragonés, Joaquín Costa, cuyo
150 aniversario de su nacimiento se cumplía hace es-
casamente un mes, y que a pesar de su abundante acti-
vidad, como dice su epitafio, no llegó nunca a legislar,
pero, sin embargo, sí supo ejercer una gran pedagogía
política y vocación de servicio público.

Este gran oscense, que fue aire fresco, como ahora
lo es...

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor López-Medel, le recuerdo que S.S.
tiene intención de compartir el tiempo del grupo parla-
mentario con el señor Bueso.

El señor LÓPEZ-MEDEL BASCONES: Sí, ya ter-
mino.

Decía que este gran oscense, que fue aire fresco
como ahora lo es la nueva reforma, hacía un uso per-
fecto de la palabra nacionalidades, siendo el naciona-
lismo aragonés de Costa por esencia integrador, ya que
es una condición indeclinable de nuestro carácter y de
nuestro destino.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor López-Medel.

Señor Bueso.

El señor BUESO ZAERA: Gracias, señor Presi-
dente.

Es un gran honor para mí subir a esta tribuna,
como aragonés y como español, para fijar de manera
compartida con el Diputado señor López-Medel, la po-
sición del Grupo Popular respecto a esta proposición
de ley orgánica.

Largo ha sido el camino recorrido, desde el 23 de
abril de 1978 hasta el 31 de octubre, fecha de hoy, pero
por el resultado obtenido bien merecía la pena este es-
fuerzo, fruto de la comisión especial creada al efecto
en las Cortes de Aragón y de la Comisión Constitucio-
nal del Congreso de los Diputados, mejorando el texto
propuesto primando razones fundamentalmente insti-
tucionales sobre cualquier tendencia partidista. Esta
reforma se enmarca íntegramente no sólo en el marco
constitucional, sino en la legislación que regula las re-
laciones entre Estado y las distintas comunidades au-
tónomas. Esta reforma da cauce al verdadero sentido
que tiene la autonomía, que es la capacidad de cada co-
munidad autónoma para determinar su nivel de auto-
gobierno dentro del marco de la Constitución. El texto
de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón que
vamos a aprobar, respeta la unidad e identidad histó-
rica de Aragón. Este texto respeta las lenguas y moda-
lidades lingüísticas propias de Aragón y lo que desea-
mos es proteger las modalidades aragoneses, la fabla,
el chistavino, el benasqués, el tensino, etcétera, que se
hablan en los valles pirenáicos y otras que se hablan en

la llamada franja, en la zona colindante con Cataluña,
que llamamos el tamaritano, el fragatino, el chapu-
rriau, etcétera.

También, señorías, respecto de las competencias ex-
clusivas, se respetan en el artículo 35, y son simple-
mente mejoras técnicas de adecuación a la jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional y de traslado a otros ar-
tículos del estatuto. Dentro de esas competencias exclu-
sivas destacan el régimen local, el régimen estatutario
de los funcionarios de la Comunidad Autónoma de Ara-
gón, el derecho civil aragonés, las denominaciones de
origen (que no estaba previsto en el texto), los aprove-
chamientos hidráulicos, cajas de ahorro, protección de
menores etcétera, y las competencias en materia de sa-
nidad respecto de las que la Comunidad Autónoma de
Aragón ostenta competencia exclusiva de acuerdo con
la normativa del Estado. Todo esto está ubicado en el
artículo 35, y de esa manera, con la modificación que se
ha hecho a través de la enmienda 24 de nuestro grupo,
permite la transferencia futura del Insalud trasladando
al ámbito ejecutivo la gestión sanitaria de la Seguridad
Social. La asistencia sanitaria de la Seguridad Social es
una competencia de carácter ejecutivo cuya ubicación
debe ser, al igual que ocurre con las competencias
transferidas del Inserso, el articulado referido a las
competencias ejecutivas. La gestión del régimen econó-
mico de la Seguridad Social se suprime porque la sen-
tencia del Tribunal Constitucional de 11 de julio de
1989 declaró la atribución al Estado en exclusiva del ré-
gimen económico de la Seguridad Social. La Constitu-
ción trata de garantizar la unidad de un sistema y no
sólo de su regulación jurídica, impidiendo así diversas
políticas territoriales de Seguridad Social en cada una
de las comunidades autónomas .

En cuanto a la policía, se respeta el texto actual del
estatuto de acuerdo con las previsiones del artículo 148
de la Constitución y se introduce una previsión que ha-
bilita a la Comunidad Autónoma de Aragón a convenir
con el Estado la adscripción de una unidad del Cuerpo
Nacional de Policía. No hay que olvidar que cualquier
iniciativa relacionada con el desarrollo del modelo po-
licial debe quedar condicionada a la previa configura-
ción del modelo territorial del Estado. 

A este respecto quisiera destacar que la Guardia Ci-
vil adaptará su organización territorial a las comuni-
dades autónomas. Se pretende alcanzar una mayor co-
ordinación de los servicios a través de los delegados del
Gobierno en cada comunidad y facilitar las relaciones
de colaboración con los distintos gobiernos autonómi-
cos y sus cuerpos policiales, ya que ello no supone nin-
gún gasto público. Por razones de política penitencia-
ria no se considera procedente traspasar la competen-
cia de ejecución en esta materia porque la atribución
de la misma a Aragón obligaría a redefinir las normas
de coordinación entre las administraciones peniten-
cias.

– 1591 –

CONGRESO 31 DE OCTUBRE DE 1996.–NÚM. 36



La Comunidad Autónoma de Aragón, señorías, po-
drá celebrar convenios con otras comunidades autóno-
mas, establecer acuerdos de cooperación y tratados in-
ternacionales. Dentro de las relaciones de la comuni-
dad autónoma con las entidades locales, habrá coordi-
nación y podrá regular aquellas materias relativas a la
Administración local. Se respeta todo lo referente al ré-
gimen jurídico que se refiere al patrimonio de la propia
comunidad autónoma. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Bueso, le ruego vaya concluyendo.

El señor BUESO ZAERA: La hacienda de la comu-
nidad autónoma está constituida por una serie de in-
gresos que se respetan escrupulosamente, tal como
viene en la propuesta de las Cortes de Aragón. 

En lo que se refiere a la financiación, en el marco de
lo dispuesto en el artículo 157 de la Constitución y en
la legislación que lo desarrolle, la Administración ge-
neral del Estado y la Comunidad Autónoma de Aragón
suscribirán un acuerdo bilateral que se formalizará en
comisión mixta; dicho acuerdo podrá ser revisado pe-
riódicamente de forma conjunta, deberá tener en
cuenta el esfuerzo fiscal de Aragón y atenderá singu-
larmente los criterios de corresponsabilidad fiscal y so-
lidaridad interterritorial.

Quiero decir a este respecto, que el sistema de fi-
nanciación para los próximos cinco años no supone
costes adicionales y será más barato que el anterior.
Supone que las comunidades autónomas recibirán una
parte de su financiación vía IRPF y los impuestos cedi-
dos. El Gobierno introduce, por primera vez, unos fon-
dos de garantía para evitar que alguna comunidad
quede descolgada, pero el coste de este fondo no será
muy significativo. La capacidad normativa debe servir
para tomar decisiones para los ciudadanos de una co-
munidad y no para atraerse rentas de otras comunida-
des.

Aragón va a lograr gracias al acuerdo del nuevo sis-
tema de financiación, por parte del Consejo de Política
Fiscal y Financiera, una mayor capacidad de autogo-
bierno en materia económica. Señorías, no es el mo-
mento de lirismos, pero aquello que decía la famosa
jota: Aragón, la más famosa es de España y sus regio-
nes, debe sin duda tener reconocimiento de su gran
tradición política y cultural.

Gracián, uno de los más grandes pensadores, arago-
nés cien por cien, dijo una vez refiriéndose a las regio-
nes de España en su conjunto que Aragón expresaba la
madurez, el Estado viril. Es evidente que en torno a fi-
guras como la del indudable creador del Estado espa-
ñol, don Fernando el Católico, se simboliza una misión
histórica de Aragón tan decisiva como la de Castilla en
la unificación de España y es igualmente digno de ser
recordado en este momento de aprobarse la reforma

del Estatuto de Aragón, el desarrollo especialmente
agudo del sentido constitucional desde la medieval
Constitución estamental. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Bueso, le ruego concluya.

El señor BUESO ZAERA: Concluyo. 
Es indudable que el parlamentarismo medieval al-

canzó sus cotas más altas en reuniones como la Con-
cordia de Alcañiz o el Compromiso de Caspe que tanta
trascendencia han tenido. Tenemos muy claro, y ter-
mino señor Presidente, nuestro compromiso con este
proyecto que se llama Aragón, que no es patrimonio de
nadie sino de todos los aragoneses y lo consideramos
absolutamente compatible con ese gran proyecto que
se llama España. Estamos seguros de que desde Ara-
gón, como en otros momentos históricos de la cons-
trucción española, de la secular construcción española,
Aragón siempre tuvo un papel importante. Fuimos co-
fundadores de este tan importante legado histórico que
es España. Ojalá que este avance que hoy damos aquí
sirva como proa para entre todos, los aragoneses en
conjunción con el resto de los españoles, dar un paso
adelante en este proyecto de futuro que se llama Es-
paña.

Nada más y muchas gracias. (Aplausos.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Bueso. (El señor
Ríos Martínez pide la palabra.)

Señor Ríos, ¿en calidad de qué solicita la palabra?

El señor RIOS MARTÍNEZ: Señor Presidente,  el
turno de fijación de posiciones de los grupos —no ha
sido turno en contra— se ha utilizado  para entrar en
contradicción con lo que yo he defendido, como voto
particular. 

Sólo quisiera hacer, si el señor Presidente me da la
palabra, tres precisiones a cosas textuales a que se ha
hecho referencia.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana):  Tiene S.S. tres minutos.

El señor RIOS MARTINEZ: Muchas gracias, señor
Presidente.

El estatuto de autonomía, que fue publicado como
proposición de ley en el Congreso en la pasada legisla-
tura, en su artículo 1º decía: Aragón, en expresión de su
unidad e identidad histórica como nacionalidad y en el
ejercicio del derecho de autonomía que la Constitución
le reconoce, etcétera. Eso decía ya el texto que se pu-
blicó y se tramitó en la legislatura pasada. 

En el texto actual, la Ponencia ha modificado o aña-
dido lo siguiente: accede a su autogobierno, de confor-
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midad con la Constitución. Por tanto, cualquier grupo
que hubiese tenido alguna contradicción con esto po-
día haber presentado una enmienda para que no figu-
rase, y no haber utilizado este trámite como si hubiera
aparecido una realidad distinta. 

Además, señor Presidente, para defender una cons-
trucción española diferente, dispar, se ha utilizado el
artículo 2º de la Constitución, y se ha leído parcial-
mente. Para mí es una ironía que para defender la di-
versidad de España se utilice el artículo 2º de la Cons-
titución, que dice textualmente: “La Constitución se
fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación es-
pañola”, agregando luego que se garantiza el derecho
de autonomía de las nacionalidades y regiones. Utilizar
esto para decir que Aragón u otra comunidad no pueda
sentirse nacionalidad entiendo que es un exceso.

Termino, señor Presidente. Se ha hecho referencia
por el portavoz del Grupo Popular a que nosotros he-
mos presentado enmiendas al Estatuto de Canarias y
no al de Aragón. El Estatuto de Aragón, señor Presi-
dente, ha sido aprobado por unanimidad, con nuestra
participación y nuestro apoyo, el de Canarias, no. En el
de Canarias nos han dejado fuera hasta en el sistema
electoral que ustedes fijan, que dejaría como un bebé al
señor D’Hont.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Ríos.

— PROPOSICION DE REFORMA DE LA LEY OR-
GANICA 10/1982, DE 10 DE AGOSTO, DE ES-
TATUTO DE AUTONOMIA DE CANARIAS. (Nú-
mero de expediente 127/000002.)

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana):  Dentro del punto VIII del orden del día,
proposición de reforma de la Ley Orgánica 10/1982, de
10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Canarias.

Turno a favor de las enmiendas, comenzando por
las presentadas por el Grupo de Coalición Canaria.
Para su defensa, tiene la palabra el señor Mauricio.

El señor MAURICIO RODRÍGUEZ: Señor Presi-
dente, señoras y señores Diputados, con objeto de de-
fender la única enmienda que queda viva de las pre-
sentadas por Coalición Canaria y, al mismo tiempo, fi-
jar posición brevemente sobre el resto de las enmien-
das presentadas, hago uso de un turno rápido de expli-
cación de voto y de defensa de la enmienda. 

En primer lugar, decir que para nosotros es una sa-
tisfacción que el Estatuto de Canarias venga hoy y con
un amplio consenso a esta Cámara, después de los tra-
bajos en Comisión. 

En principio hay un dato que para el Grupo de Coa-
lición Canaria tiene particular importancia, y es que el

texto que se trae a la aprobación de la Cámara recoge
íntegramente, con algunas pequeñas enmiendas técni-
cas o algunas mejoras parciales de carácter político, el
texto que envía el Parlamento de Canarias. 

Creo que en la defensa de un estatuto esta Cámara,
como se ha discutido ampliamente en el debate del Es-
tatuto de Aragón, debe tener particular sensibilidad en
respetar las iniciativas de los parlamentos autonómi-
cos. Es cierto que esta Cámara tiene todo el derecho a
introducir modificaciones y enmiendas porque, en de-
finitiva, un estatuto es la definición de la personalidad
de una comunidad o de un pueblo, al mismo tiempo, es
una negociación de la articulación de esa comunidad
con el resto del Estado, y esta Cámara es el lugar donde
ese conflicto, esa negociación, deben dilucidarse de
forma constructiva y responsable. 

Por tanto, creo que el Estatuto de Canarias recoge
un elemento básico que es su hecho diferencial. Yo en-
tiendo que para los grupos parlamentarios, para los
Diputados y Diputadas procedentes de otras comuni-
dades autónomas el hecho diferencial canario no es fá-
cil de comprender, ni nosotros pedimos un particular
esfuerzo en eso. Es difícil explicar a SS.SS. la existen-
cia de un pueblo a mil kilómetros de distancia que
tiene una historia diferenciada con el resto de los pue-
blos que habitan la península. Nosotros hemos sido de
España a partir del siglo XV, y a partir del siglo XV nos
hemos articulado en el Estado español de manera par-
ticular, de manera diferenciada, muy paralela a cómo
se han articulado otras comunidades de Latinoamé-
rica. Eso ha conformado nuestra historia, nuestra
identidad, nuestros sentimientos y nuestra personali-
dad como pueblo. Por eso, cuando aquí hay un debate
sobre regiones o nacionalidades, incluso se han pre-
sentado enmiendas sobre si Canarias es una nacionali-
dad o no, quisiera decirles que esa cuestión, la diferen-
cia entre regiones y nacionalidades, que está en el
marco constitucional, para nosotros es un problema
que corresponde decidir al pueblo canario, y tenemos
la satisfacción de que todos los Diputados canarios, es
decir 60 Diputados canarios, cuando votaron este
asunto en el Parlamento de Canarias, definieron que
Canarias es una nacionalidad. Ése es un tema sobre el
que no solicita su aprobación ni viene a pedir la apro-
bación del Parlamento español, porque estando en el
marco constitucional, es un hecho que nos corres-
ponde a nosotros como pueblo. Nadie tiene que decidir
por nosotros y sustituirnos en la definición sobre si
nuestro hecho diferencial lo entendemos como el desa-
rrollo de una identidad propia que se ha conformado a
lo largo de la historia, que ha madurado a lo largo del
siglo XX y que hoy se ratifica aquí, lo que es un hecho
señalado y marcado por 60 Diputados canarios que
responden a la voluntad enormemente mayoritaria del
pueblo canario. Por tanto, mi solicitud no es pedirles
ni no pedirles que voten este tema, mi solicitud es sim-
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plemente decirles que  eso lo hemos decidido los cana-
rios, que somos mayores de edad. Lo que tenemos que
discutir los canarios en el marco del Estado español,
así lo entendemos, en la construcción de España y en el
proyecto europeo en el que nosotros nos sentimos
parte, es cómo nos articulamos al resto de España y al
resto de Europa. En ese sentido debo mostrar nuestra
satisfacción porque la articulación con el resto de Es-
paña se hace reconociendo nuestros hechos diferencia-
les históricos en lo que es la Hacienda, en lo que son
nuestros cabildos, en lo que es la personalidad especí-
fica que tiene Canarias en elementos económicos, so-
ciales, fiscales, culturales y de identidad. Por tanto,
nuestra posición como Coalición Canaria es que efecti-
vamente el estatuto que hoy se aprueba reconoce esos
hechos diferenciales y los marca, tal como hace tam-
bién la Unión Europea, al reconocer en el Tratado de
Maastricht y ahora en la Conferencia Interguberna-
mental se está renegociando, que Canarias ha de tener
un estatuto permanente como región ultraperiférica y
diferenciada. 

Dicho eso, no hay mayor debate y, por tanto, mos-
tramos nuestra satisfacción con el texto que aquí se
trae, pero dejando muy claro, repito, que la definición
de nuestra identidad como pueblo es algo que hace el
propio pueblo canario en el marco de la Constitución
española y en el marco del proyecto de construcción
europeo, pero quiero entrar en un tema que sí tiene
una parte polémica y es la enmienda que yo man-
tengo, en nombre del Grupo de Coalición Canaria. Se
ha pactado, y así lo proponía el Parlamento de Cana-
rias, que Canarias tuviera una participación especí-
fica en las negociaciones europeas e internacionales
que afectaran específicamente a Canarias. ¿Es que
Canarias debe tener un privilegio  —se pueden pre-
guntar los señores y señoras Diputados— en la nego-
ciación de sus hechos diferenciales y específicos? Yo
acabo de explicar que la Unión Europea nos reconoce
en sus tratados como una comunidad especial y dife-
renciada que ha de tener un tratamiento específico
dentro de la Unión, y que España debe considerarlo
así porque estamos no sólo a una hora menos, sino
que lo de la hora menos canaria refleja un espacio
económico, geopolítico, geográfico distinto que
marca una serie de consideraciones internacionales
importantes. Cuando se han negociado tratados inter-
nacionales, el Estado español, el Gobierno de España
en muchísimas ocasiones ha tenido poca sensibilidad
escasísima sensibilidad con el tema canario, sobre
todo con los elementos diferenciables. Es evidente
que España está integrada esencialmente por la parte
continental, por la parte peninsular y sus regiones
mediterráneas, incluyendo las islas Baleares. Eso
tiene una enorme fuerza y a su lado el peso de Cana-
rias es escaso y lleva a la idea dominante de que Es-
paña es fundamentalmente la España peninsular.

Cuando se habla en las negociaciones internaciona-
les, por ejemplo, de las relaciones de España-África,
casi siempre se refieren ustedes, señorías, así como el
Gobierno, a las relaciones mediterráneas. No es ca-
sualidad la conferencia del Mediterráneo, las relacio-
nes del Mediterráneo y no del Atlántico con una co-
munidad como la canaria que está a 100 kilómetros
de África y a 1.000 kilómetros de España.

Por eso en este tema nosotros hemos mantenido,
como defendía el Parlamento de Canarias, el derecho a
participar en las negociaciones internacionales que de
una manera específica y diferenciada afectaran parti-
cularmente a las Islas. Se cambia este concepto por el
de podrá participar. Sin embargo, esta cuestión hoy
toma un particular relieve porque dentro de quince
días —y con esto termino, señor Presidente—, el 14 de
noviembre para ser más exactos, se discutirá en esta
Cámara la integración de España en la estructura mili-
tar de la Alianza Atlántica. Eso tiene en el debate cana-
rio una larga historia.

Los canarios, no olviden SS.SS., fuimos uno de los
pueblos de España que con mayor rotundidad dijo no
a la integración en la Alianza Atlántica. Es cierto que
era otra Alianza Atlántica. Era la de la guerra fría. Pero
lo dijimos porque Canarias tiene una larga preocupa-
ción y obsesión por no ser utilizada militarmente en te-
mas que pueden afectar a nuestras relaciones con los
países africanos próximos. Ha habido tentaciones con-
tinuas de la Alianza Atlántica sobre la utilización de
Canarias como base militar.

Cuando recientemente, en una cumbre de Estados
africanos, se planteó la desnuclearización de Africa y
se pidió que España, en nombre de Canarias, firmara
también la desnuclearización de Canarias, España se
resistió por aquello de que podría entrar en discusión
el principio sobre el carácter español o no de las islas
Canarias. Creo que fue un error porque el territorio ca-
nario, siendo español —nadie lo discute ni lo duda—,
siendo europeo, está a 100 kilómetros de África.

En las últimas semanas, en los últimos días, en las
últimas horas han circulado noticias en el sentido de
que Canarias puede pasar al mando portugués en la es-
tructura militar de la OTAN. Este es un tema que traigo
hoy rápidamente aquí, utilizando este debate del esta-
tuto, porque tenemos aún quince días para pensarlo,
para reflexionar sobre eso. Tanto el Partido Socialista,
como los grupos de Coalición Canaria y el Partido Co-
munista, en el año 1982 plantearon el principio de que
no se utilizara Canarias como un territorio por alian-
zas internacionales. El paso al mando portugués en la
Alianza Atlántica, es decir, a la influencia evidente de
Estados Unidos, puede plantear a los canarios un pro-
blema gravísimo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernáncez-Miranda
y Lozana): Le ruego vaya concluyendo.
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El señor MAURICIO RODRÍGUEZ Ya termino, se-
ñor Presidente.

Me refiero a la intervención que tuvo lugar contra
Irak hace pocos meses. Entonces se pidió autorización
a España para que las fuerzas americanas, que no te-
nían mandato de la ONU para el ataque, pudieran re-
postar aquí y España se negó. La pregunta que nos ha-
cemos es qué podría ocurrir en situaciones parecidas si
las islas Canarias no están en el mando español de la
Alianza Atlántica, en conflictos internacionales en
África o en otra zona. Esto es lo que nos ha llevado a
mantener esta enmienda y a darle significado. Sé que
este asunto tiene efectos distintos, pero es una oportu-
nidad que nosotros tenemos en este momento para pe-
dir esta reflexión a los grupos parlamentarios porque
la situación canaria es grave. Nosotros pediríamos que
reflexionaran todos los grupos parlamentarios sobre
este asunto. 

Por tanto, nuestra posición es de apoyo al estatuto.
La única parte del estatuto que no traería consenso de
Canarias, porque el Parlamento tenía dudas, sería la
referente al sistema electoral. Sin embargo, para ter-
minar quiero decirles que ayer el Parlamento de Cana-
rias aprobó por amplísima mayoría el criterio, con una
matización que se incorporará en el Senado, que de-
fiende Coalición Canaria y el Partido Popular sobre
este asunto. Invitamos al Partido Socialista a que, res-
petando la voz del Parlamento de Canarias, ratifique
también esta posición.

Muchas gracias.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Mauricio.

Para defensa de las enmiendas presentadas por el
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya,
tiene la palabra el señor Ríos.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Señor Presidente, se-
ñorías, voy a intentar defender, como ya hice en Comi-
sión, por qué Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya
mantiene, para su debate en este Pleno, 58 de las 60 en-
miendas que presentó inicialmente, lo que fundamen-
talmente hacemos porque creemos que sobre Canarias
no existe la misma relación que en la anterior discu-
sión sobre Aragón. En primer lugar, porque es la pri-
mera reforma del estatuto de autonomía que se
aborda, primera reforma que viene consensuada en
parte por las fuerzas políticas que tienen representa-
ción en el Parlamento canario, pero que no está pac-
tada con la fuerza política que yo intento representar,
Izquierda Unida de Canarias. En segundo lugar, y so-
bre todo, porque frente a lo que hemos discutido ante-
riormente para Aragón, la reforma de este estatuto se
hace al calor de lo que fueron los pactos del año 1992
entre el Partido Socialista y el Partido Popular. Digo
que se hace al calor porque el techo competencial que

se pone no es el mismo que acabamos de discutir sino
el que entonces se discutía y la organización del Parla-
mento y la estructuración del autogobierno teniendo
como centro el propio Parlamento tampoco es igual
que el anterior. Nuestras enmiendas intentan que el
Parlamento canario tenga una vida, una competencia y
un funcionamiento similares, después de los catorce
años de experiencia autonómica. En tercer lugar, insti-
tucionalmente tiene una situación diferente, aunque
hay que reconocer que en trámite de comisión se han
incorporado dos organismos como son el de Cuentas y
el Consejo Económico y Social que mejoran la estruc-
turación institucional de Canarias. 

Desde luego, donde el trámite parlamentario ha em-
peorado respecto a lo que venía del propio Parlamento
canario es en el sistema electoral. El sistema electoral
que se viene a plantear hoy expulsa del Parlamento la
presencia minoritaria y selecciona a las fuerzas mayo-
ritarias. Por tanto, señor Presidente, voy a intentar de-
fender en cuatro grandes bloques las enmiendas que
aún mantenemos vivas. Primero, en cuanto a lo que
pudiéramos llamar definición del autogobierno del
pueblo canario y sus señas de identidad. Segundo, el
techo competencial, que para Izquierda Unida debería
tener la capacidad de autonomía, la seña ésta que se
viene a defender ahora de nacionalidad, real en lo que
es la historia del pueblo canario, con unas competen-
cias que ya tienen hoy bastantes comunidades autóno-
mas, que incluso están ejercitándolas y planteándose
incrementarlas. Tercero, la centralidad del Parlamento
como seña de identidad de la capacidad de autogo-
bierno porque si no damos un protagonismo al Parla-
mento, estaremos haciendo algo así como elegir ejecu-
tivos, elegir diputaciones grandes, pero sin reconocer
el hecho diferencial que es la capacidad de hacer nor-
mas, la capacidad de hacer leyes, la capacidad de con-
trolar al Ejecutivo y elegirlo. Por último, el tema elec-
toral.

Señor Presidente, las primeras enmiendas de Iz-
quierda Unida van dirigidas a ligar la proyección del
pueblo canario en ejercicio de su autogobierno a tres
elementos, además de los que ya están recogidos en el
propio estatuto. Lo queremos ligar a la profundización
y la defensa de la democracia, a la eliminación de las
desigualdades y a un desarrollo futuro equilibrado con
el medio ambiente. Es decir, queremos unir el recono-
cimiento que la Constitución da a las nacionalidades y
el pronunciamiento del pueblo canario para lograr es-
tos tres elementos que nosotros creemos que son fun-
damentales como meta de cualquier autogobierno.

La segunda enmienda pretende incorporar (hay que
reconocer que el ámbito territorial de la comunidad
canaria se ha especificado con la introducción de las
islas y de los islotes) que la Comunidad Autónoma de
Canarias debe tener competencias en las aguas juris-
diccionales que bordean toda la costa. El hecho insular
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supone que tenemos siete islas y que cada una de ellas
está rodeada de agua, y si hay actuación para regular la
interior, pero no la que incluso es el camino de comu-
nicación y de actividad económica entre las distintas
islas, no estamos dando una capacidad plena a esta co-
munidad autónoma.

En tercer lugar, nosotros defendemos que la ban-
dera canaria sea la que lleva una franja central con un
círculo de siete estrellas verdes incorporado. En reali-
dad la bandera que estamos defendiendo es bastante
usada y ha sido incorporada por el pueblo en general a
lo que pudiéramos llamar sus manifestaciones exterio-
res, aunque, eso sí, la institucional que aquí se trae es
otra. Es verdad que tiene una connotación histórica
determinada, pero creemos que no pasaría nada por-
que se pudiera usar como símbolo de Canarias. Por úl-
timo, en el tema institucional, nosotros creemos que se
deberían de añadir como órganos emanados del propio
Parlamento y nombrados por el propio estatuto, lo que
es el Diputado del Común y el Consejo Consultivo. Es
verdad que hemos incorporado también la Audiencia
de Cuentas, que tenemos que reconocer que ha sido in-
troducida por otra parte y, por tanto, de manera am-
plia.

Señor Presidente, el segundo gran bloque que noso-
tros quisiéramos defender es el techo competencial.
Creemos que la Comunidad Autónoma de Canarias,
igual que otras comunidades que han accedido no so-
lamente por el artículo 151 de la Constitución sino por
el propio artículo 143, debería de tener mayor techo
competencial, por ejemplo, en sanidad e higiene como
competencias exclusivas; por ejemplo, en bienes de do-
minio público y patrimoniales; por ejemplo, en mon-
tes, aprovechamientos y servicios forestales; por ejem-
plo, en colegios profesionales; por ejemplo, en Admi-
nistración local. Es decir, queremos que las competen-
cias que tienen otras comunidades también pueda te-
nerlas como competencias exclusivas. Asimismo, cree-
mos que hay que ampliar el techo competencial en
cuanto a las competencias, con desarrollo legislativo y
ejecución, en fomento y planificación de la actividad
económica, en desarrollo y ejecución de los planes in-
dustriales que afectan a determinadas industrias y a
determinados sectores productivos de Canarias, y en
asistencia sanitaria, el Insalud; por último, creemos
también que se debe ampliar la capacidad de compe-
tencia de ejecución.

En tercer lugar, señor Presidente, las enmiendas
que mantenemos para su incorporación, si el Pleno lo
estima oportuno, serían para dotar a Canarias de un
Parlamento con plenas funciones: un Parlamento que
tiene sus períodos ordinarios; un Parlamento que fun-
ciona igual que cualquier otro, con una actuación no
amateur sino dedicada, para poder controlar a su eje-
cutivo, y un Parlamento que tiene más competencias
en la acción de decisión del propio Gobierno en planes

regionales, en el FCI, en la capacidad de convocar un
referéndum (ahora que está en boga esto de plantear
referéndum en alguna, si estuviera en los estatutos, lo
podrían convocar, pero si no, va a ser difícil). En suma,
queremos que el Parlamento sea un parlamento de ver-
dad y no un Parlamento pequeñito, que tiene un debate
sobre el estado de la Comunidad Autónoma de Cana-
rias, otro debate presupuestario y pare usted de contar,
como gran decisión; lo demás son preguntas y peque-
ñas interpelaciones al propio Gobierno.

Sin embargo, señor Presidente, me quisiera detener
más en lo que fue la propuesta originaria electoral que
había planteado el Parlamento canario y que nosotros
hemos introducido. Me gustaría, a ser posible, que en
este trámite se pudiera llegar a un acuerdo. En el trá-
mite de ponencia no solamente no se ha aceptado lo
que venía de Canarias, sino que se han introducido dos
grandes modificaciones: el mínimo para acceder se ha
fijado en el 6 por ciento. Señorías, si para venir aquí, a
este Parlamento, pusiéramos el 6 por ciento, no habría
ninguno de los partidos nacionalistas que están aquí
representados, ni siquiera Coalición Canaria ni Con-
vergència i Unió ni PNV ni nadie. Estarían solamente
las tres fuerzas mayoritarias. ¿Qué señas de identidad
de Canarias queremos manifestar poniendo el 6 por
ciento de mínimo, si no es impedir que el que no tenga
el 6 por ciento tenga presencia en el Parlamento? ¿Es
un elemento de mayor proporcionalidad lo que quere-
mos introducir? ¿Es una seña que viene a proyectar la
realidad de la composición canaria o, simplemente,
una posición de holgura para gobernar allí sin tener
presencia de minorías dentro del propio sistema de-
mocrático?

La segunda, el 30 por ciento por isla. Hay algunas
que están rozando el 20 o el 25 por ciento, ¿qué se
quiere subiéndolo al 30 por ciento con esta propuesta
electoral? Pues que sólo tengan posibilidad de tener
presencia las grandes formaciones políticas en las is-
las. Eso es lo que se pretende, limitar la presencia, li-
mitar la pluralidad, dificultar que la realidad política
que existe en las islas tenga proyección al propio Parla-
mento. Pero es que tenemos hoy una realidad muy sin-
tómatica. Cuando discutíamos la toma en considera-
ción y la enmienda a la totalidad yo decía: hay un par-
tido que con 1.500 votos tiene dos diputados; hay un
partido que con 12.000 votos tiene cuatro diputados,
pero es que al partido de Coalición Canaria, con
250.000 votos, le sale su diputado a 21.000 votos, e Iz-
quierda Unida, con 50.000 votos, no está presente en el
Parlamento canario. A lo mejor eso es preferible para
la consolidación del propio sistema en las islas, pero a
lo peor no lo es. 

Por tanto, para corregir esto a mí me gustaría hacer
una propuesta. Izquierda Unida ha presentado dos en-
miendas: una, circunscripción única, con lo cual la
identidad canaria estaría reflejada con la identidad de

– 1596 –

CONGRESO 31 DE OCTUBRE DE 1996.–NÚM. 36



su conjunto. A lo mejor eso no es posible, y entonces ha-
cemos otra propuesta: componer una circunscripción
regional y mantener la presencia de cada una de las Is-
las. Pero aun suponiendo que esas enmiendas no se
aceptaran, inclusive la presentada por el Grupo Socia-
lista, yo hago otra oferta más: póngase en el Estatuto de
Autonomía de Canarias que una ley del Parlamento ca-
nario regulará el sistema electoral y las circunscripcio-
nes electorales y consolídenlo ustedes allá, en el Parla-
mento canario, porque si lo meten en el estatuto no ha-
brá ley que lo pueda modificar. Si en el estatuto está
puesto que hay siete circunscripciones y figura este por-
centaje ninguna ley regional lo podrá modificar. Y me
decían en Comisión: es que si tenemos que esperar a
que haya una ley electoral en Canarias y no está reco-
gido en el estatuto, no se podrán hacer las primeras
elecciones. Pues les ofrezco otra posibilidad: pongan
ustedes en el estatuto esto como una disposición transi-
toria y añádanle un párrafo que diga: funcionará este
sistema mientras que una ley del Parlamento canario
no lo regule en función de los criterios que se puedan
establecer allí, con lo cuala añaden otra posibilidad.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Ríos, le ruego vaya concluyendo.

El señor RÍOS MARTÍNEZ: Concluyo, señor Presi-
dente.

En resumen, lo que intentamos es abrir una puerta
para poder sumarnos a un proceso. 

Nosotros no votamos en contra de la toma en consi-
deración y en el debate de totalidad nos abstuvimos.
Nosotros creemos que hoy va a incrementarse amplia-
mente el techo competencial de Canarias, creemos que
se podrían mejorar otras cosas, pero lo que no se puede
hacer es no moverse y dejarlo todo cerrado, porque esa
sensación sería una realidad que no es la canaria, una
realidad que históricamente ha estado abierta a una
comunicación de culturas, que sistemáticamente ha
sido un flujo de comunicación de culturas. 

Por tanto, señorías, señor Presidente, con la defensa
de estas enmiendas y las puertas abiertas para el con-
senso lo que intentamos es que pueda salir con el má-
ximo respaldo o por lo menos con la mejor disposición
para que beneficie e incremente las posibilidades de
realidad canaria reflejada en sus propias instituciones
de autogobierno.

Nada más, señor Presidente. Nada más, señorías.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Ríos.

Para la defensa de las enmiendas presentadas por el
Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Saavedra.

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Gracias, señor
Presidente.

Señorías, de las doce enmiendas que presentó el
Grupo Parlamentario Socialista al texto remitido por el
Parlamento canario han sido aceptadas varias, y en su
conjunto el dictamen de la Comisión goza de nuestro
apoyo globalmente, porque supone un perfecciona-
miento del nivel competencial de la comunidad autó-
noma canaria, un fortalecimiento institucional del pro-
pio juego de diversas instituciones de control, como la
Audiencia de Cuentas, la creación, mediante la acepta-
ción de una enmienda de Izquierda Unida-Iniciativa
per Catalunya, del Consejo Económico y Social y el
perfeccionamiento del papel y de las funciones de los
cabildos insulares. También nos sentimos muy satisfe-
chos de la incorporación de los ayuntamientos en
cuanto que forman parte de la administración canaria
para facilitar así, a través del proceso de delegación, el
ansiado pacto local al que aspiran notablemente la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias y en
particular la Federación Canaria de Municipios.

Mantenemos dos enmiendas relativas al sistema
electoral, porque creemos que de nuevo, al igual que en
el año 1982, cuando se dictaminó por este Pleno el ac-
tual texto del Estatuto de Autonomía de Canarias, nos
encontramos ante la necesidad de corregir algo que
creo no funciona adecuadamente, después de doce o
catorce años de vida autonómica, y que en lugar de
sustituir, calmar o aplacar los problemas históricos
que se viven en el interior de nuestra comunidad autó-
noma entre los distintos territorios, se ve acrecentado
como consecuencia, no digo única ni exclusiva, del sis-
tema electoral vigente.

Las enmiendas 63 y 72 del Grupo Socialista hacen
referencia a los artículos en los que se configura el Par-
lamento de Canarias e igualmente, como se ha dicho
anteriormente, a la disposición transitoria primera.

Quiero recordar, frente a alguna información que se
escuchó en la Comisión Constitucional, que la actitud
de Grupo Socialista hoy es la misma, corregida y per-
feccionada, que la del año 1982. En el “Diario de Se-
siones” se puede encontrar la intervención del enton-
ces Diputado don Luis Fajardo Espínola defendiendo
un sistema electoral en el que cada circunscripción in-
sular elegía tres diputados y luego el resto, 35, se ele-
gían en una circunscripción regional. Esta enmienda
fue defendida en el Pleno y fue derrotada por la fuerza
política que contaba con la mayoría absoluta en el Ar-
chipiélago, la Unión de Centro Democrático, que había
dado lugar a este sistema electoral vigente conocido en
las Islas como el de la triple paridad.

Las razones por las que entonces, y que creo que si-
guen plenamente vigentes, defendíamos un sistema
electoral distinto del existente y mucho más hoy frente
al que viene propuesto por Coalición Canaria y Partido
Popular, era la falta de respeto a dos de los principios
que el artículo 152.1 de la Constitución refleja. Al refe-
rirse a la elección de las asambleas legislativas señala
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que debe respetarse el principio de representación pro-
porcional de la población, por una parte, y de la repre-
sentación de las diversas zonas del territorio por otra.
Es cierto que no es posible aplicar la proporcionalidad
pura en un territorio autonómico, nilo pretendmeos,
pero creemos que la diferencia entre la circunscripción
más protegida en la representación por el número de
diputados asignados y la circunscripción menos repre-
sentada por el número de diputados asignados es muy
grande en Canarias si lo comparamos con las existen-
tes, y que algunas veces se han mencionado para ate-
nuar las críticas al sistema electoral canario.

Piénsese que en el debate del año 1982 se consignó,
teniendo en cuenta el censo de población de entonces,
que, por ejemplo, en el País Vasco la diferencia entre la
circunscripción más votada y la menos votada o más
protegida por el número de diputados es de 4,78. En el
caso de Cataluña, la circunscripción más protegida en
cuanto a representación, que es el caso de las provin-
cias de Lleida y de Barcelona, mantiene una proporción
del 2,30. En el caso de Canarias, señorías, entre la cir-
cunscripción con menos población y el número de di-
putados asignados, Isla del Hierro, y la circunscripción
de la Isla de Gran Canaria, con el mayor número de po-
blación y número de diputados asignados, la propor-
ción era en el año 1982 del 13,8 por ciento. Teniendo en
cuenta el incremento de población que ha experimen-
tado la comunidad canaria, esta desproporción, este
alejamiento del principio de representación proporcio-
nal de la población, está muy inclinado en favor del te-
rritorio y nos parece que esos principios, a que hacía re-
ferencia el artículo 152, están haciendo agua.

Nosotros proponemos para corregir este sistema
electoral la creación de una nueva circunscripción re-
gional, no en los términos de 1982, sino  que parte de la
situación existente, de siete circunscripciones que no
queremos tocar ni corregir en cuanto al número de di-
putados que actualmente eligen, y crea una octava de
carácter regional que constituirá por el  número de di-
putados que elige la mayor de las existentes. Es decir,
asignaríamos a esa circunscripción regional 20 diputa-
dos, mientras que las circunscripciones territoriales in-
sulares con mayor número de diputados (Gran Canaria
y Tenerife) seguirían cada una con 15 diputados.

En definitiva, se trata de atenuar la desproporción
existente actualmente en favor del territorio para incli-
narlo o corregirlo en favor de la representación pro-
porcional de la población. Tengan en cuenta, señorías,
que en la actualidad el 16 por ciento de la población ca-
naria que reside en cinco circunscripciones elige el
mismo número que el 84 por ciento de la población
que reside en las dos islas mayores. Esta es la situación
y de ahí se han derivado inconveniencias políticas, ten-
siones territoriales, que es necesario corregir si quere-
mos que la conciencia de unidad regional avance,
crezca y no se quiebre.

A esta propuesta defendida por los socialistas se nos
indica que se complica mucho, porque crear esta oc-
tava circunscripción llevaría a la necesidad de tener
una urna para votar la circunscripción regional, con li-
bertad para el ciudadano que podría optar por votar a
una lista de un partido determinado de carácter insular
o no insular en su circunscripción insular, y otra urna
votar la lista regional. De esa manera nos aproxima-
mos al sistema de voto existente en otros países de la
Unión Europea que permite al ciudadano una libertad
de elección entre aquél que cree que defiende mejor el
territorio en el que reside, en otros casos la circuns-
cripción más próxima a él, y otros que van a defender
sus intereses globales, como Canarias en su conjunto, a
través de la lista de la circunscripción regional.

Plantear estas dificultades en la época de la infor-
matización me parece un poco fuera de tono, y quiero
recordar que ya ha habido alguna cita electoral en Ca-
narias donde los canarios hemos tenido cuatro urnas
en las que votar, al coincidir las elecciones a corpora-
ciones locales, municipios, cabildo insular y parla-
mento regional con las del Parlamento Europeo. De
forma que cuatro urnas, repito, ya tienen un antece-
dente y no suponen ninguna complicación ni confu-
sión para el elector.

En cuanto a que la creación de esa circunscripción
regional establecería una especie de representantes de
primera y de segunda, como he oído también por parte
de alguien que se opone a esta propuesta, me parece
que no tiene ninguna explicación en el Derecho compa-
rado al que he hecho referencia, y porque el ciudadanos
puede elegir entre una y otra lista con plena libertad, y
van a tener los mismos derechos, las mismas obligacio-
nes, el mismo carácter de defensor de las Islas, que el
que ha sido elegido por una circunscripción insular.

La otra enmienda relativa a la disposición transito-
ria primera hace referencia a lo ya explicado, pero
también a algo que el portavoz de Izquierda Unida-Ini-
ciativa per Catalunya ya ha expuesto aquí. Una en-
mienda presentada en el Congreso de los Diputados
que eleva los topes para acceder al Parlamento de Ca-
narias de manera muy notable. Del actual 3 por ciento
regional y del 20 por ciento de votos obtenidos en una
circunscripción insular, requisitos mínimos para po-
der acceder al Parlamento de Canarias, se propone en
el dictamen pasar al 6 por ciento y al 30 por ciento res-
pectivamente, sea circunscripción regional o insular.

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Señor Saavedra, le ruego que vaya conclu-
yendo.

El señor SAAVEDRA ACEVEDO: Gracias, señor
Presidente. Voy a concluir inmediatamente.

Me parece que, como se ha indicado, esta es una en-
mienda, si no ad hominem, si pro homo suo. Es decir,
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aquellos grupos políticos que están hoy representados
en el Parlamento de Canarias no quieren que entre nin-
gún otro grupo político de los que existen actualmente
en el Parlamento canario y quedarán excluidos en las
elecciones autonómicas del año 1999 de mantenerse el
dictamen de la Comisión, o cualquier fuerza política
que se constituya para próximas elecciones tampoco
tendrá la vía de acceso expedita como en la actualidad
existe con el estatuto vigente. Estos son los motivos por
los que no se está defendiendo ningún interés general
sino de grupo, intereses de aquellos que hoy  forman
parte, configuran las fuerzas gobernantes en la Comu-
nidad Autónoma Canaria.

Por todo ello, si queremos evitar, entre la Comisión
de Cabildos, que se configura en el Parlamento de Ca-
narias con fines consultivos e informativos,  conflictos
futuros entre representantes de cabildos que pueden
estar gobernados por fuerzas que no han tenido acceso
al Parlamento regional en virtud del tope que se eleva,
piénsenlo, eviten el conflicto y  mantengan el statu quo
del 3 por ciento y el 20 por ciento regional, porque, si
no, tendremos un  nuevo motivo de enfrentamiento en
el seno de las instituciones canarias, en lugar de la pa-
cificación, del fortalecimiento de los grupos mayorita-
rios. 

Me parece que la historia de las islas está llena de
ejemplos de enfrentamientos, de escisiones, de integra-
ciones más o menos interesadas que luego no son ca-
paces de configurarse de una manera estable y total.
Esto  ha llevado, precisamente, a la votación de una
nueva enmienda que será reflejada en el Senado y que
nos hará debatir otra vez esta misma cuestión en el fu-
turo, cuando retorne del Senado, si prospera, como es
de temer, la enmienda que ha aprobado el Parlamento
de Canarias. Como digo, volverá a esta Cámara para
ratificación o rechazo del dictamen del Senado.  

Creo que las esperanzas de consenso formuladas
por el representante de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya las hemos  ido gastando los socialistas que
tenemos representación parlamentaria en Canarias a
lo largo de los años, desde 1991 en que se inició el pro-
ceso de reforma hasta el presente. Pero, de todas ma-
neras, estamos dispuestos siempre a llegar a un
acuerdo en la reforma electoral.  

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda
y Lozana): Muchas gracias, señor Saavedra.

¿Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) En
nombre del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), tiene la palabra el señor López de Lerma.

El señor LÓPEZ DE LERMA I LÓPEZ: Muchas
gracias, señor Presidente.

Deseo fijar nuestra posición respecto al dictamen
elaborado por la Comisión Constitucional del Con-
greso de los Diputados.  Nuestra posición es desfavora-

ble al mismo y por tanto votaremos en contra, aunque,
como también he expresado en el anterior debate rela-
tivo a la reforma del Estatuto de Aragón, lo vamos a ha-
cer lamentando que el texto no haya alcanzado un con-
senso total, absoluto entre las fuerzas políticas presen-
tes en las islas Canarias, representadas en su Parla-
mento, o representadas en estas Cortes Generales.

Quiero manifestar mi agrado y mi felicitación por la
intervención  del portavoz del Grupo de Coalición Ca-
naria, el señor Mauricio, por lo cortés que ha estado en
relación a algo que él ya conocía, habiéndome escu-
chado en la anterior intervención, que es que nosotros
no podemos dar nuestro apoyo al artículo 1.1. Pero
debo decir que nosotros reconocemos  el derecho a ser,
a reconocerse, a llamarse como uno quiera y a veces
pueda parlamentariamente, señor Mauricio. (El señor
Presidente ocupa la Presidencia.)

Desde nuestra estima personal y política a las islas
Canarias, no queremos decir más que no estamos por
ninguna guerra semántica, como le consta a usted y
como le consta a la Cámara; no hemos estado nunca
por ninguna guerra entre territorios; estamos por la
paz desde el reconocimiento a las identidades diferen-
ciadas, y las islas Canarias la tienen, pero no podemos
votar favorablemente este apartado por lo que he ex-
puesto, que es la derivación lógica de nuestra lectura
—otros hacen otras— del artículo 2 de la Constitución.

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias, seño-
rías.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor López de
Lerma. 

Por el Grupo Parlamentario Popular, tiene la pala-
bra la señora Barrios.

La señora BARRIOS CURBELO: Gracias, señor
Presidente.

Señoras y señores Diputados, a todos los canarios
nos produce una gran alegría y una gran satisfacción
encontrarnos hoy aquí debatiendo en el Pleno la re-
forma del estatuto de autonomía de nuestra querida
tierra canaria.

Hace unos meses, cuando se tomaba en considera-
ción esta iniciativa, un compañero del grupo parla-
mentario, el Diputado Miguel Cabrera Pérez-Camacho,
comparaba a esta reforma del estatuto de autonomía
con unas aves canarias, las pardelas. (Las pardelas son
unas bellas golondrinas de mar que abandonan sus ni-
dos en noviembre y diciembre y a los pocos meses, en
enero y febrero, vuelven a ellos.) Él consideraba que
esta reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias
debía hacerse lo más rápidamente posible para que, re-
formado, se pudiera aplicar en nuestra comunidad au-
tónoma.

Pues bien, salvado el escollo de la disolución de las
Cortes Generales, nos encontramos aquí todos los ca-
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narios que somos tenaces y pacientes y que estamos
muy contentos de reformar por fin, después de 14 años
de vigencia, el estatuto de autonomía de nuestra que-
rida tierra.

Voy a intervenir para fijar la posición del Grupo Po-
pular en relación a las enmiendas que se mantienen vi-
vas y que han defendido hace unos minutos los porta-
voces del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Ca-
talunya, del Grupo Socialista y del Grupo de Coalición
Canaria.

No les voy a agobiar a ustedes con una relación ex-
haustiva de dichas enmiendas y la explicación de las
mismas, sólo me referiré brevemente a las que consi-
dero más trascendentes.

Señoras y señores Diputados, Izquierda Unida de-
fiende y mantiene 58 enmiendas. De ellas, la enmienda
número 1, que recoge una fórmula de acceder al auto-
gobierno en Canarias con unos términos que no nos
parecen adecuados, no vamos a votarla afirmativa-
mente. Tampoco el segundo párrafo de esa enmienda
número 1 nos parece adecuado puesto que las compe-
tencias que se recogen, que es la restauración y conser-
vación del medio ambiente, ya se regulan en el nuevo
texto que tiene el artículo 5 del estatuto de autonomía.

Respecto a la enmienda número 2, no nos parece
adecuado que dentro del ámbito territorial de la comu-
nidad autónoma se recojan las aguas jurisdiccionales,
puesto que también viene regulado ya en el artículo 39
y es redundancia.

Respecto a la enmienda número 4, que tan bien ha
defendido el señor Ríos Martínez, nos dice que le gus-
taría que pudiéramos adoptar una nueva bandera en
Canarias. Quiero recordarle que esa bandera que re-
coge siete estrellas verdes es una bandera que no es re-
presentativa de la Comunidad Autónoma de Canarias
sino de un grupo político muy específico, que además
no tiene un gran respaldo social e institucional.

Respecto a la enmienda número 5, intentan que se
modifique el mismo para regular unos derechos res-
pecto a los emigrantes. Nosotros consideramos que és-
tos son derechos y libertades que debe recoger nuestra
Carta Magna, y así lo hace en el artículo 13, y después
se regula en la Ley de Extranjería y en su reglamento.

Las enmiendas números 7 y 8, que son enmiendas
en las que se ha parado especialmente el señor Ríos, se
refieren a nuestro sistema electoral. Señoras y señores
Diputados, saben ustedes que las islas Canarias es un
maravilloso archipiélago que tiene siete islas y cada
una sirve como circunscripción insular con un número
de parlamentarios regionales estipulado. En este mo-
mento, los miembros del Grupo de Izquierda Unida
pretenden modificar su circunscripción insular y los
Diputados que en ella se recogen. Además existe una
barrera electoral en este momento, del 6 por ciento re-
gional y del 30 por ciento insular, fijada para cam-
biarlo, tal como él ha dicho, a una circunscripción re-

gional, y ha alegado que es quizá más proporcional y
que podría tener una mejor representación. Nosotros
consideramos que eso es darle la espalda al hecho in-
sular. El hecho diferencial de la isla ha marcado inde-
fectiblemente el carácter y la fórmula de actuación en
Canarias. Queremos que se siga manteniendo esa cir-
cunscripción insular y tenemos la impresión, tal como
me ha parecido entender al señor Ríos Martínez, que
más que una defensa de la región canaria es la defensa
de la propia fuerza política que defiende, que en este
momento no tiene representación parlamentaria en el
Parlamento de Canarias, con el sistema actual.

Respecto a la enmienda 16, que pretende otorgar ca-
pacidad al Presidente del Ejecutivo en el sentido de di-
solver el Parlamento, nosotros consideramos que quie-
nes defienden esas tesis —y el señor Ríos la ha defen-
dido hablando de una profunda democratización-, no
entienden que esa capacidad que se le otorgaría al Pre-
sidente del Ejecutivo no supone un mayor autogo-
bierno de la comunidad autónoma, al contrario, esta-
mos dando una potestad al Presidente del Ejecutivo
que lo pondría en una superioridad fáctica y jurídica
respecto de los miembros del Parlamento regional, re-
presentantes de los ciudadanos. Por ello no vamos a
votar a favor dicha enmienda.

Respecto a las restantes enmiendas de Izquierda
Unida, consideramos que muchas repiten el contenido
de algunas enmiendas que se han integrado, presenta-
das por los grupos Socialista, Izquierda Unida, Coali-
ción Canaria y Popular. Otras enmiendas reubican las
competencias y no nos parecen adecuadas; otras rede-
finen, no con el tecnicismo que nosotros quisiéramos,
y por ello no las vamos a votar afirmativamente.

Respecto a las enmiendas  que ha mantenido el
Grupo Socialista,  números 63 y 72, que también se re-
fieren al sistema electoral, el señor Saavedra Acevedo
ha defendido que se mantengan las circunscripciones
insulares, pero con una barrera electoral más baja que
la que se ha aprobado en este momento, es decir, el 3
por ciento regional y el 20 por ciento insular. Esto sí
que se puede tachar casi de inconstitucional, porque
está claro que, en base a ese criterio, el voto que emi-
ten los ciudadanos de la isla del Hierro —que si uste-
des no la conocen les aconsejo ahora que la visiten
porque es un maravilloso paraíso terrenal— con este
nuevo sistema vale 25 ó 17 veces más que el voto que
se emite por los ciudadanos de Gran Canaria o Tene-
rife. Por tanto, nosotros hemos elevado el porcentaje
para mitigar esa desigualdad. Sin embargo, el sistema
que propugna el Grupo Socialista consiste en mante-
ner esa desigualdad y para mitigarla pretende que se
cree una nueva circunscripción que consistiría en una
lista regional de diez Diputados. Nosotros considera-
mos y mantenemos que eso da lugar a dos clases de
parlamentarios. Se elegirían unos parlamentarios por
las islas y otros parlamentarios para la región y noso-
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tros nos preguntamos, ¿qué defenderían los parlamen-
tarios que se presentan por circunscripción insular,
sólo los intereses de su isla? ¿Y los que se presentan
por la región, los de la región? Creemos que eso da lu-
gar a confusión y por ello no lo vamos a votar favora-
blemente.

Respecto a la enmienda presentada por Coalición
Canaria que ha defendido el señor Mauricio, se trata de
un tema semántico. En este momento en la redacción
se utiliza la expresión “podrá participar”; ellos defien-
den que se diga “que participará”. Nuestra Constitu-
ción Española en su artículo 149.1.3ª expresa de forma
muy clara que es competencia exclusiva del Estado las
relaciones internacionales...

El señor PRESIDENTE: Señora Barrios, le ruego
que vaya concluyendo.

La señora BARRIOS CURBELO: Gracias, señor
Presidente, termino rápidamente. 

Por tanto, se podría vulnerar, como he dicho ante-
riormente, el artículo 149 de la Constitución Española.

Por ello —y termino, señor Presidente—, en concor-
dancia con lo expuesto hasta este momento, no vamos
a votar afirmativamente a las enmiendas que se han
mantenido vivas por los diferentes grupos. No vamos a
votar afirmativamente porque nosotros creemos que
un estatuto de autonomía, que es una pequeña consti-
tución para una comunidad autónoma, no es un con-
glomerado de artículos, sino un conjunto organizado
de normas que, imbricadas entre sí, están articuladas
por medio de unos principios y criterios que les hacen
formar un conjunto y una unidad. Si nosotros, a pesar
de que hemos intentado consensuar con todos los gru-
pos políticos, pudiéramos introducir alguna norma
que contradijera algunos de esos principios, flaco ser-
vicio le haríamos a nuestra comunidad autónoma.

Por ello nosotros estamos muy orgullosos de esta re-
forma que se ha llevado a cabo. Creemos que la re-
forma del estatuto de autonomía que se va a aprobar
en este momento en el Congreso de los Diputados, si
ustedes así lo consideran, va a elevar ostensiblemente
su techo competencial, lo va a reorganizar institucio-
nalmente y si a eso unimos que el régimen económico
y fiscal —que es nuestra pequeña constitución econó-
mica— va a lograr que Canarias sea una zona econó-
mica competitiva y puesto que, además, el Grupo Po-
pular ha elaborado unos Presupuestos Generales del
Estado donde se regulan unas cifras inmejorables para
Canarias —Canarias nunca tuvo en los Presupuestos
Generales del Estado unas cifras mejores para invertir
que este año, a pesar de todo lo que se ha dicho al res-
pecto-, nosotros consideramos que en base a ello va a
ser realidad un hermoso deseo para Canarias. Sabrán
ustedes que a las islas Canarias hace más de veinte si-
glos se les denominaba islas de la Macaronesia, que

significa islas Afortunadas; sin embargo, algunos as-
pectos, como el hundimiento de su economía, la des-
coordinación, la dependencia del exterior y el gran de-
sempleo ha dado lugar a que sólo seamos afortunados
por nuestro maravilloso clima, cálido y tropical, y por
las características de comportamiento de sus habitan-
tes. (Rumores.)

Nosotros creemos, sin embargo, que con todas estas
reformas del estatuto y con estos Presupuestos Gene-
rales del Estado vamos a conseguir eliminar el brutal
desempleo que sufrimos. (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Concluya, señora Barrios.
Por favor, señorías, guarden silencio.

La señora BARRIOS CURBELO: Acabo, señor Pre-
sidente.

Vamos a acabar con la inestabilidad política y ade-
cuar la acción estatal a las características de nuestra
comunidad autónoma y, así, acercar a los canarios a la
actividad política, gestionando sus intereses de forma
más directa, porque no nos engañemos, señoras y se-
ñores Diputados, las ideologías son importantes, pero
de poco nos valen si no sirven para solventar el pro-
blema de los ciudadanos.

Por eso, nosotros consideramos que este estatuto va
a dar lugar a que, de nuevo, las islas Canarias en todos
los aspectos sean las islas Afortunadas, las islas de la
Macaronesia, y que con este nuevo estatuto puedan ca-
minar económica y socialmente.

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del
Grupo Popular.)

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora
Barrios.

Vamos a proceder a las votaciones correspondientes
a las proposiciones de leyes orgánicas relativas a la mo-
dificación de los estatutos de Aragón y de Canarias.

Quiero anticipar a SS.SS. que tanto en un caso
como en otro hemos de realizar diversas votaciones; en
el primero, no menos de seis y en el segundo, alguna
más, y, en su caso, si no hay intervenciones, continua-
ríamos votando los convenios internacionales. Por
tanto, ruego a SS.SS. paciencia y comprensión con la
Presidencia y con el significado de cada una de las vo-
taciones.

Comenzamos por el dictamen de la proposición de
Ley Orgánica de reforma del Estatuto de Autonomía de
Aragón.

En primer lugar, sometemos a votación el voto par-
ticular de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 9; en contra, 293;
abstenciones, una.
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El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
rechazado el voto particular de Izquierda Unida.

Dentro del dictamen se ha pedido votación sepa-
rada, en primer lugar, del artículo 1.1 del estatuto, que
sometemos a votación.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 302; a favor, 176; en contra,
125; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el texto del dictamen en relación con el ar-
tículo 1.1 del estatuto.

Votación relativa al artículo 23.2 del estatuto, según
el texto del dictamen.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 166; en contra,
134; abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
también aprobado el texto del dictamen en relación
con el artículo 23.2 del estatuto.

Sometemos ahora a votación el resto del dictamen.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 292; en contra,
10; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado también el resto del dictamen.

Votación relativa a la exposición de motivos.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 302; a favor, 292; en contra,
ocho; abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda, en consecuencia,
aprobada la exposición de motivos.

— VOTACIÓN DE CONJUNTO DE LA PROPO-
SICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE REFORMA
DEL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE
ARAGÓN.

El señor PRESIDENTE: Finalmente, respecto de
este primer bloque, votación final y de conjunto sobre
el dictamen de la proposición de ley orgánica de re-
forma del Estatuto de Autonomía de Aragón.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 291; en contra,
10; abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado, con el carácter de orgánico, en votación fi-
nal y de conjunto, el texto del dictamen.

En segundo lugar, dictamen relativo a la proposi-
ción de ley orgánica de reforma del Estatuto de Cana-
rias.

Sometemos, en primer lugar, a votación la en-
mienda de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 301; a favor, ocho; en contra,
288; abstenciones, cinco.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
rechazada.

Enmienda ahora del Grupo Parlamentario Socia-
lista.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 304; a favor, 132; en contra,
155; abstenciones, 17.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
rechazada la enmienda del Grupo Socialista del Con-
greso.

Enmienda del Grupo Parlamentario de Coalición
Canaria.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 303; a favor, 17; en contra, 128; abs-
tenciones, 158.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
rechazada también la enmienda del Grupo Parlamen-
tario de Coalición Canaria.

Comenzando con el texto del dictamen, en primer
lugar sometemos a votación el artículo 1.1. del esta-
tuto.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 303; a favor, 164; en contra,
124; abstenciones, 15.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el texto del artículo 1.1.

A continuación votaremos el texto del artículo 9 del
estatuto.

Comienza la votación. (Pausa.)
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Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 304; a favor, 168; en contra
133; abstenciones, tres.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el texto del artículo 9 del estatuto.

Votación sobre la disposición transitoria primera.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 300; a favor, 167; en contra,
132; abstenciones, una.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobada la disposición transitoria primera.

Votación sobre el resto del dictamen a reserva de la
exposición de motivos, que votaremos a continuación.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 303; a favor, 292; abstenciones, 11.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el resto del dictamen.

Votación sobre la exposición de motivos.
Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 304; a favor, 294; abstenciones, 10.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobada la exposición de motivos.

— VOTACIÓN DE CONJUNTO DE LA PROPO-
SICIÓN DE LEY ORGÁNICA DE REFORMA DEL
ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE CANARIAS.

El señor PRESIDENTE: Votación final y de con-
junto del dictamen de la Comisión sobre la proposición
de ley de reforma de la orgánica del Estatuto de Auto-
nomía de Canarias.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 304; a favor, 294; abstencio-
nes, 10.

El señor PRESIDENTE: En consecuencia, queda
aprobado el dictamen de la Comisión sobre la proposi-
ción de reforma de la ley orgánica referida.

— DICTÁMENES DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS
EXTERIORES SOBRE CONVENIOS INTERNA-
CIONALES.

El señor PRESIDENTE: Punto noveno del orden
del día: dictámenes de la Comisión de Asuntos Exterio-
res sobre convenios internacionales.

¿Algún grupo parlamentario desea fijar posición so-
bre alguno de los acuerdos y convenios internacionales
que enumera el orden del día entre los puntos 42 a 53?
(Pausa.)

Si ningún grupo lo desea hacer, vamos a proceder a
votar cada uno de ellos.

— CANJE DE CARTAS DE FECHAS 7 DE FE-
BRERO Y 4 DE MARZO DE 1996, CONSTITU-
TIVO DE ACUERDO ENTRE ESPAÑA Y LA
UNESCO RELATIVO AL COLOQUIO SOBRE
LOS EFECTOS DE LA COMUNICACIÓN
ELECTRÓNICA MULTIMEDIA (AUTOPISTAS
DE LA INFORMACIÓN) EN MATERIA DE PRO-
TECCIÓN DE DERECHOS DE AUTOR Y OTROS
TITULARES DE DERECHOS Y SUS CONSE-
CUENCIAS EN EL DESARROLLO ECONÓMICO
Y CULTURAL (MADRID, 11-14 DE MARZO DE
1996). (Número de expediente 110/000017.)

El señor PRESIDENTE: Votación sobre el Canje de
cartas de 7 de febrero y 4 de marzo de 1996 constitu-
tivo de acuerdo entre España y la Unesco, relativo al
coloquio sobre los efectos de la comunicación electró-
nica multimedia (autopistas de la información) en ma-
teria de derechos de autor y otros titulares de derechos
y sus consecuencias en el desarrollo económico y cul-
tural.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dijo

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA FRANCESA A FIN DE EVITAR
LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA
EVASIÓN Y EL FRAUDE FISCAL EN MATERIA
DE IMPUESTOS SOBRE LA RENTA Y SOBRE
EL PATRIMONIO Y PROTOCOLO ANEXO, FIR-
MADO EN MADRID EL 10 DE OCTUBRE DE
1995. (Número de expediente: 110/000021.)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre España y
Francia a fin de evitar la doble imposición y prevenir la
evasión y el fraude fiscal en materia de Impuestos so-
bre la Renta y sobre el Patrimonio y protocolo anexo.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dijo
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

— CONVENIO PARA LA COOPERACIÓN EN EL
MARCO DE LA CONFERENCIA IBEROAMERI-
CANA, FIRMADO EN LA V CUMBRE DE LA
CONFERENCIA IBEROAMERICANA, EN LA
CIUDAD DE SAN CARLOS DE BARILOCHE,
ARGENTINA, EL 15 DE OCTUBRE DE 1995.
(Número de expediente: 110/000024.)

El señor PRESIDENTE: Convenio para la Coope-
ración en el marco de la Conferencia Iberoamericana,
firmado en la V Cumbre de la Conferencia Iberoameri-
cana, en la ciudad de San Carlos de Bariloche el 15 de
octubre de 1995.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dijo

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

— ACUERDO PARA LA PROMOCIÓN Y PRO-
TECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES EN-
TRE EL REINO DE ESPAÑA Y LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS, FIRMADO “AD REFE-
RENDUM” EN MÉXICO EL 23 DE JUNIO DE
1995. (Número de expediente: 110/000025.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo para la promo-
ción y protección recíproca de inversiones entre Es-
paña y Méjico.

Comienza la votación (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado:
votos emitidos, 302; a favor, 301; en contra, uno.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPÚBLICA DE INDONESIA PARA EVITAR
LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PREVENIR LA
EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE IMPUES-
TOS SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL PATRI-
MONIO. HECHO EN YAKARTA EL 30 DE
MAYO DE 1995. (Número de expediente:
110/000026.)

El señor PRESIDENTE: Convenio entre el Reino de
España y la República de Indonesia para evitar la do-
ble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia
de Impuestos sobre la Renta y Patrimonio.

Comienza la votación (Pausa.)

Efectuada la votación, dijo

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

— ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPÚBLICA DE BULGARIA SOBRE EL RÉGI-
MEN JURÍDICO Y LAS CONDICIONES PARA
LA ACTIVIDAD DE LOS CENTROS CULTURA-
LES, FIRMADO EN SOFÍA EL 5 DE SEPTIEM-
BRE DE 1995. (Número de expediente:
110/000027.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo entre el Reino de
España y la República de Bulgaria sobre el régimen ju-
rídico y las condiciones para la actividad de los centros
culturales.

Comienza la votación (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 300; a favor, 298; abstencio-
nes, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— ACUERDO PARA LA PROMOCIÓN Y PRO-
TECCIÓN RECÍPROCA DE INVERSIONES EN-
TRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA
DE VENEZUELA, FIRMADO EN CARACAS EL 2
DE NOVIEMBRE DE 1995. (Número de expe-
diente: 110/000028.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo para la promo-
ción y protección recíproca de inversiones entre el
Reino de España y la República de Venezuela, firmado
en Caracas el 2 de noviembre de 1995.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dijo

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

— PROTOCOLO MODIFICATORIO DEL CONVE-
NIO DE DOBLE NACIONALIDAD ENTRE EL
REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DEL
ECUADOR, FIRMADO EN QUITO EL 25 DE
AGOSTO DE 1995. (Número de expediente:
110/000029.)
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El señor PRESIDENTE: Protocolo modificativo del
Convenio de doble nacionalidad entre España y Ecua-
dor, firmado en Quito en 1995.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 299; a favor, 296; abstencio-
nes, tres.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— ACUERDO DE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN
RECÍPROCA DE INVERSIONES ENTRE EL
REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚBLICA DE IN-
DONESIA, HECHO EN YAKARTA EL 30 DE
MAYO DE 1995. (Número de expediente:
110/000030.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo de promoción y
protección recíproca de inversiones entre España e In-
donesia, de 1995.

Comienza la votación (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 301; a favor, 291; abstencio-
nes, 10.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— ACUERDO DE ASOCIACIÓN ENTRE LAS CO-
MUNIDADES EUROPEAS Y SUS ESTADOS
MIEMBROS, POR UNA PARTE, Y LA
REPÚBLICA DE LITUANIA POR OTRA, FIR-
MADO EN LUXEMBURGO EL 12 DE JUNIO
DE 1995. (Número de expediente:
110/000031.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo de asociación en-
tre las Comunidades Europeas y sus Estados miem-
bros, por una parte, y la República de Lituania, por
otra, firmado en Luxemburgo el 12 de junio de 1995.

Comienza la votación (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 302; a favor, 299; en contra,
uno; abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— ACUERDO DE COLABORACIÓN Y COOPE-
RACIÓN ENTRE LAS COMUNIDADES EURO-
PEAS Y SUS ESTADOS MIEMBROS, POR UNA
PARTE, Y LA REPÚBLICA MOLDOVA, POR
OTRA, FIRMADO EN BRUSELAS EL 28 DE NO-
VIEMBRE DE 1994. (Número de expediente
110/000032.)

El señor PRESIDENTE: Acuerdo de colaboración y
cooperación entre las Comunidades Europeas y sus
Estados miembros, por una parte, y la República de
Moldova, por otra, firmado en Bruselas el 28 de no-
viembre de 1994.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 301; a favor, 298; en contra,
uno; abstenciones, dos.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado.

— ACUERDO DE ASOCIACIÓN ENTRE LAS CO-
MUNIDADES EUROPEAS Y SUS ESTADOS
MIEMBROS, POR UNA PARTE, Y LA
REPÚBLICA DE ESTONIA, POR OTRA, FIR-
MADO EN LUXEMBURGO EL 12 DE JULIO DE
1995. (Número de expediente 110/000033.)

El señor PRESIDENTE: Finalmente, Acuerdo de
asociación entre las Comunidades Europeas y sus Esta-
dos miembros, por una parte, y la República de Estonia,
por otra, firmado en Luxemburgo el 12 de junio de 1995.

Comienza la votación. (Pausa.)

Efectuada la votación, dio el siguiente resul-
tado: votos emitidos, 299; a favor, 299.

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por una-
nimidad.

Finalizado el orden del día, se levanta la sesión.
Muchas gracias.

Eran las dos y cuarenta minutos de la tarde.
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